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INTRODUCCIÓN

Este trabajo, fruto de una profusa investigación, dentro del proyecto 
de investigación sobre Derechos de los Niños que viene desarrollando 
el grupo de investigación De las Casas de la Universidad Sergio 
Arboleda. La investigación y redacción de este texto fue realizada por 
la Dra. Yaens Castellón bajo la dirección del Dr. Luis Andrés Fajardo 
Arturo quien es el coordinador del proyecto de investigación.  

El trabajo que aquí se presenta, es el resultado de un análisis 
metódico sobre la legislación, la jurisprudencia y la doctrina 
colombiana en materia del adolescente infractor, bajo el lente de los 
tratados y convenios internacionales de derechos humanos, pone de 
manifiesto el cambio de tratamiento jurídico que en este tema se ha 
producido en nuestro país. 

De acuerdo con ello se verá como Colombia ha recorrido lentamente 
este camino, puesto que a pesar de haberse adherido prontamente a 
la Convención Internacional de los Derechos del Niño –en adelante 
CDN- desde 1991, en el ámbito interno se mantuvo el Código del 
Menor, que plasmaba la teoría opuesta a ésta, denominada de situación 
irregular, donde primaba el trámite inquisitivo, escrito y el juez 
cumplía todas las funciones, de acusar, investigar y fallar, como un 
dios Jano que debía mirar al mismo tiempo todos las opciones frente 
a un menor infractor, con un alto grado de discrecionalidad, lo que 
ocasionó la institucionalización de la niñez sin recursos económicos 
y abandonada, sin proporcionalidad con el delito cometido, puesto 
que el funcionario judicial debía ser al mismo tiempo el acusador, el 
juzgador y el protector de los niños y niñas. 
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Tal situación se pretendió solucionar con la expedición del 
Código de la Infancia y la Adolescencia – en adelante CIA-, que 
se presenta como la panacea para una serie de problemáticas de la 
niñez y la adolescencia, siendo necesario que se proceda a verificar si 
efectivamente cumple con los objetivos planteados por sus promotores 
y las aspiraciones de la comunidad internacional. En este sentido se 
examina la manera como los estándares internacionales se vinculan 
a nuestro sistema jurídico, destacando puntualmente los documentos 
que se refieren a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
en el ámbito universal y latinoamericano, para esquematizar las 
obligaciones que recaen sobre nuestro Estado. El paso siguiente es el 
repaso de la legislación interna, enfatizando en la que se ocupa del 
tema que se desarrolla en este trabajo, junto con la jurisprudencia que 
se ha emitido por los Tribunales de cierre de la justicia ordinaria y 
especialmente de la constitucional.

En este contexto se señalan puntualmente las características y 
exigencias de la privación de la libertad de los adolescentes imputados o 
declarados responsables de un delito en el Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes –en adelante SRPA-, con el escrutinio frente 
a los compromisos internacionales que le asisten a nuestro Estado en 
materia de protección de las garantías fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes, conforme al Bloque de Constitucionalidad y la 
misma Constitución Política.

En el tema concreto de la privación de la libertad de los jóvenes 
infractores queda explicado que se excluye la detención arbitraria, 
permitiéndose el encierro como el último recurso, como medida de 
aseguramiento y sanción, sopesándose las posibilidades que brinda 
el CIA. 

Finalmente se analizaron los datos estadísticos brindados por 
algunos entes que participan en el proceso de juzgamiento de 
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los jóvenes, como la Policía Nacional y el Consejo Superior de la 
Judicatura, comparando sus resultados, para mostrar el repunte de las 
cifras en los últimos años.

Es así como se suministran elementos para un debate jurídico sobre 
legislación especializada en el tratamiento de los jóvenes infractores, 
analizando conjuntamente muchos tópicos que inciden en su 
aplicación e interpretación, a fin de poner en evidencia la necesidad de 
liberarse realmente de las viejas prácticas tutelares, para no retroceder 
en los avances, lo que ha sido uno de los aspectos difíciles del cambio 
de paradigmas, tal como opina Beloff (2008), según la cual “De ahí 
que haya sido éste uno de los puntos paradigmáticos para sostener 
que no existe ruptura sino continuidad (o evolución) entre el antiguo 
derecho tutelar de menores y la nueva legalidad emergente del derecho 
internacional de los derechos humanos de la infancia”. (p. 36).
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1. ESTADO DEL ARTE

El presente capítulo examina el estado del arte en materia de las 
medidas y sanciones que proceden contra el adolescente infractor de 
la ley penal en Colombia, haciendo énfasis en la naturaleza de las 
mismas y la privación de la libertad, para lo cual se cita la literatura 
a nivel latinoamericano y sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos; a continuación se hace un recuento de la doctrina 
y la jurisprudencia en vigencia del Código del Menor, para culminar 
con el cambio introducido a través del Código de la Infancia y la 
Adolescencia y los autores que se han ocupado del tema.

1.1 Introducción

Este trabajo analiza el estado del arte frente a las medidas y sanciones 
que proceden contra el adolescente infractor, con especial énfasis en 
la privación de la libertad como último recurso. Esta problemática 
en nuestro país resulta novedosa si se tiene en cuenta que el 
Código de la Infancia y la Adolescencia1 fue expedido hace pocos 
años, implementándose gradualmente en lo atinente al sistema de 
responsabilidad penal, de modo que en este tópico el Código del Menor2 
se mantuvo vigente por regiones hasta el 31 de diciembre de 2009; esta 
última legislación preconizaba la doctrina de la situación irregular, lo 
que resulta paradójico si se tiene en cuenta que fue expedida en 1989, 
el mismo año de la CDN, la cual estableció el nuevo paradigma de la 
protección integral y fue ratificada por nuestro país mediante la ley 12 
de 1991. 

1	 Ley 1098 de 2006.
2	 Decreto 2737 de 1989.
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La privación de la libertad de los jóvenes bajo el impero del Código 
del Menor, se encontraba falsamente etiquetada como una más de las 
medidas de protección, denominada “ubicación institucional”, que 
podía aplicarse provisionalmente3 cuando el funcionario judicial lo 
estimare necesario, o bien imponerse de manera definitiva una vez 
establecida la infracción4; hoy en día el panorama legal Colombiano 
ha cambiado sustancialmente con el CIA, que contempla el SRPA, 
que por fin responde a los compromisos adquiridos en diferentes 
instrumentos internacionales, tal como se expresó en los antecedes 
del proyecto de la ley 1098 de 2006, justificándose en la necesidad de 
ajustarse a la teoría de protección integral. 

1.2 Estado del arte: perspectiva a nivel latinoamericano

1.2.1 El nuevo paradigma: la incorporación de la Convención de los 
Derechos del Niño en América Latina.  A partir de la CDN se clamaba 
por el cambio de paradigma para el juzgamiento de adolescentes en 
las legislaciones de cada país, a fin de asegurar el debido proceso y 
evitar la criminalización de las desventajas sociales, según lo sostienen 
García Méndez (1990) y Beloff (1992).

Carranza (1989) pone en evidencia que de la clientela de los Tribunales 
de Menores en América Latina para la época, el 89% provenía de un 
sector social y económico de menor ingreso, de pobreza o de pobreza 
extrema, y que, en un alto porcentaje, continuará siendo criminalizado 
luego de su mayoría de edad, según una investigación patrocinada por 
Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención 
del Delito y el Tratamiento del Delincuente [ILANUD], recogiendo 
información de los sistemas de justicia de menores de dieciocho países 
de la región (como se cita en Carranza & García Méndez, 1992). 

3	 Artículo 178 del Código del Menor.
4	 Artículo 204 del Código del Menor.
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Así se señala que la privación de la libertad de los jóvenes fue la 
confirmación del poder del Estado y que las prácticas que se surtieron 
fundadas en la doctrina de la situación irregular fueron perjudiciales 
e ilegítimas. Este mismo autor en 1995 señala que en América Latina 
existía un tipo de infancia con sus necesidades satisfechas (niños y 
adolescentes) y otra con necesidades básicas total o parcialmente 
insatisfechas (menores), la cual era objeto de leyes que decidían 
su vida cotidiana y que por ende, era necesaria la implantación del 
nuevo paradigma (García Méndez, 1994, 1995). Sobre ello Cirello 
Bruñol (2001) y Gomes Da Costa (2004) insisten en que las leyes de 
menores patrocinaron las diferencias y discriminación de la infancia; 
el primero recalca que los entes Estatales ejercían una especie de patria 
potestad sobre los menores, utilizando el encierro y la resocialización 
obligatoria.

En este escenario la CDN actuó como punto gravitacional sobre el 
que giraron las reformas legales en los países de la región. Tal como lo 
indicó Beloff (1999) y después el Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia [UNICEF] (2001) con ocasión del décimo aniversario de la 
CDN, se trata del instrumento internacional con más ratificación en 
la historia, lo que necesariamente no garantiza la realización efectiva 
de los derechos humanos de los niños, pues se requiere darle un efecto 
práctico tanto en el ámbito internacional como en el de cada país.

De tal forma fueron dándose los cambios, sobre lo que García 
Méndez (2004) reconoce tres etapas: en la primera, desde 1989 hasta 
fines de 1991, se dio una transición de paradigmas, ratificándose dicho 
tratado por los Estados de la región, pero manteniendo sus viejas 
legislaciones menoriles; en el segundo periodo, de 1992 a 1997 se 
produjo una expansión jurídico-cultural de la infancia, con las reformas 
legislativas; y en el tercer lapso se presenta una involución represiva 
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discrecional, especialmente en El Salvador, Honduras y Guatemala, 
que expidieron leyes más restrictivas contra los adolescentes5.

Fue así como en América Latina se adecuaron las normatividades 
no solo a la CDN, sino a otros instrumentos internacionales6, siendo 
Brasil7 el precursor, seguido por Honduras8, Nicaragua9, Venezuela10, 
Bolivia11, Perú12, Paraguay13, Uruguay14, Guatemala15, Ecuador16 y 
República Dominicana17, resaltándose los casos de El Salvador18, Costa 
Rica19, Panamá20 y Chile21, que optaron por sistemas de justicia penal 
juvenil en leyes específicas, proceso que entró con fuerza en la región 
por la crisis del sistema tutelar, sentándose un enfoque de ciudadanía 
y protección de los derechos humanos de la niñez (Beloff, 2007, 2009).

Empero hay que advertir que este proceso no fue uniforme y de 
todas formas las modificaciones legislativas no entrañan en sí mismas 
el cambio social, porque la ley de justicia penal juvenil no va a terminar 

5	 Denominadas leyes “antimaras”.
6	 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de 

Menores, conocidas como Reglas de Beijing, las Reglas de las Naciones Unidas para 
la Protección de los Menores Privados de Libertad  y las Directrices de las Naciones 
Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil, conocidas como Directrices de 
Riad.

7	 Estatuto del Niño y del Adolescente (ECA) de 1990.
8	 Código de la Niñez y la Adolescencia de 1996.
9	 Código de la Niñez y la Adolescencia de 1998.
10	 Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente de 1998.
11	 Código del Niño, Niña y Adolescente de 1998.
12	 Código de los Niños y los Adolescentes de 2000.
13	 Código de la Niñez y la Adolescencia de 2000.
14	 Código de la Niñez y la Adolescencia de 2001.
15	 Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia de 2003.
16	 Código de la Niñez y la Adolescencia de 2003.
17	 Código para el Sistema de Protección de los Derechos Fundamentales de los Niños, 

Niñas y Adolescentes de 2003.
18	 Ley del Menor Infractor de 1994.
19	 Ley de Justicia Penal Juvenil de 1996.
20	 Régimen Especial de Responsabilidad Penal para la Adolescencia de 1999.
21	 Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes de 2005
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la delincuencia, como muchos equivocadamente podrían pesar; lo 
que se procura es una legislación más ágil y moderna, que respete 
las garantías procesales reconocidas internacionalmente (Tiffer 
Sotomayor 1996).

1.2.2. Responsabilidad penal para adolescentes y la privación de 
la libertad. De tal forma dejaron de considerarse a los adolescentes 
como inimputables, adoptándose en los países Latinoamericanos 
un modelo de juzgamiento para los que infringieran la ley penal y 
no solo disposiciones para contrarrestar su situación irregular; de ahí 
emanaron conceptos doctrinales sobre la naturaleza y objetivos del 
sistema y la finalidad de las sanciones.

Así es como Beloff (2000) comenta que uno de los aspectos 
primordiales de la CDN es darle al niño el status de sujeto del que 
se puede predicar una consecuencia penal, más no al igual que 
a un adulto, dando tres fundamentos del sistema penal: el primero 
concerniente a que no es un bien o se trata de hacer un bien, porque 
así se descontextualizaría hacia el sistema tutelar, sino que entraña 
un mal, el ejercicio estatal coactivo que solo se justifica cuando la 
violencia que se evita con su ejercicio es mayor a la que se infringe; 
el segundo entendiendo que es un derecho penal mínimo; y el tercero 
es un fundamento criminológico según el cual las características 
personales del adolescente o el hecho de vivir en la calle, no ameritan 
su ingreso al sistema penal.  

Cillero Bruñol (2000) explica que, a diferencia de los adultos, las 
personas menores de 18 años responden como sujetos de derechos pero 
con responsabilidad progresiva, según la evolución de sus facultades, 
justificándose así el establecimiento de franjas etáreas que distingan 
entre niños y adolescentes. Además, que este mismo modelo limita el 
poder sancionatorio del Estado, vinculando jurídicamente el acto a su 
autor, y a éste último con la consecuencia jurídica atribuida. 
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A propósito del artículo 40 de la CDN se concluye que el sistema de 
responsabilidad penal juvenil, es de naturaleza penal especial, por ser 
una respuesta formal a la infracción de los adolescentes, diferente que 
para los adultos y que el encargo de dicho tratado es descriminalizar 
una serie de conductas, implementando sistemas penales que reconocen 
que están tratando con infracciones y no con hechos de la vida, con un 
plus especial de protección integral, puesto que si se interna a un joven 
por estar abandonado, no hay evolución en el derecho, sino un mero 
adornamiento discursivo, siendo imprescindible separar el control 
penal de la protección (Cortés Morales, 2001, 2005).  

En este derrotero Maldonado Fuentes (2004) aduce que el modelo 
vinculado a la doctrina de la protección integral permite diferenciar 
perfectamente las respuestas institucionales para la protección de los 
derechos de la infancia del sistema de responsabilidad penal juvenil, el 
cual reconoce todas las garantías procesales y penales, considerando 
adicionalmente el “interés superior del niño” como criterio básico de 
orientación del Estado y de los adultos.

Couso Salas (2007, 2009) es de la opinión que los fines educativos 
o socioeducativos del sistema habrá que entenderlos en el sentido 
de la prevención especial, positiva por la resocialización y negativa 
por la intimidación individual y que en punto de ello la sanción 
debe seleccionarse sobre la base de las características específicas 
del autor y su situación familiar y social, pero evitando la praxis 
discriminatoria contra los adolescentes cuyas circunstancias de vida 
podrán fundamentar una mayor necesidad de intervención, y para 
ello el principio de la culpabilidad establece restricciones severas que 
fundamentan la consecuencia contraria, es decir una sanción menos 
severa e intensa. Señala este autor que los objetivos del sistema es 
sancionar, pero al mismo tiempo limitar la intervención penal contra 
los jóvenes por medio de garantías derivadas de sus derechos humanos. 
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Falca y Pineyro (2009) explican el concepto de peligrosidad, lo que 
aplicado a los adolescentes deviene en que sean considerados peligrosos 
y que la sociedad deba protegerse de ellos, dándoles respuestas 
punitivas especialmente a los que se encuentran en circunstancias de 
mayor vulnerabilidad, cuando ello en realidad debería fundar una 
disminución del reproche penal. 

Concretamente sobre las sanciones, Cillero Bruñol (2000) alude 
a que su objetivo es reforzar el sentido de responsabilidad, con una 
respuesta educativa y no punitiva, lo que lleva a limitar al máximo la 
privación de la libertad y escoger otras alternativas. Así pues Beloff 
(2000) propone como fundamento de la sanción la prevención especial 
positiva, relacionada con la educación y la resocialización, pero 
enfatizando en diferenciarla de las medidas para la protección, porque 
si aquélla se basa en el acto, las circunstancias personales del infractor 
solo podrían actuar como disminución del reproche, sin que sea 
correcto hablar de medidas alternativas a la privación de la libertad en 
el SRPA, donde la centralidad la tienen las otras sanciones, contrario 
que para los adultos, donde lo medular es la cárcel.

En contraste de los anteriores, Do Amaral e Silva (2001) considera 
que debe entenderse que el sistema penal juvenil es retributivo y de 
protección de la sociedad y jamás de los adolescentes, como una 
respuesta justa y adecuada al fenómeno de la delincuencia de éstos, 
porque la “protección”, “el interés superior”, el “bienestar del niño 
y del adolescente”, la “reeducación”, la “resocialización”, no puede 
justificar cualquier tipo de intervención. 

Específicamente sobre la privación de la libertad, Palumno (2004, 
2005) sostiene que se ha comprobado que la reincidencia delictiva es 
mayor para los adolescentes que fueron confinados, contribuyendo a 
la discriminación y etiquetamiento social, dificultando la reinserción. 
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Al sopesar una decisión judicial emitida en Montevideo22 que sancionó 
con encierro a un adolescente por hurto, en la que se tuvo como factor 
decisivo el que era adicto a la “pasta base”, tal autor la critica desde el 
entendido del derecho penal juvenil mínimo y la pérdida de la libertad 
como último recurso, lo que se obvió, provocando, en nombre de la 
protección, una respuesta más dura que para un adulto. Así mismo 
Terragni (2005) al comentar un fallo del Tribunal Oral de Menores 
de la Capital Federal Argentina23, esboza que la libertad de un niño 
siempre debe ser la regla general y no la excepción, pues la restricción 
solo debe ser necesaria para los fines del proceso, cuando no exista 
otra menos lesiva, pues de otra manera es la imposición de una pena 
anticipada, pero que en la práctica judicial de su país los encierros 
preventivos son ordenados sin un análisis razonado de los elementos 
convictivos arrojados de la investigación, agravando la figura de la 
prisión preventiva con fines tutelares

Aunados a los anteriores tratadistas se encuentran los 
pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en asuntos donde las víctimas son niños. En la sentencia del caso 
Villagrán Morales, también conocido como el de los “niños de la 
calle” contra Guatemala, emitida el 19 de noviembre de 1999, se 
condena a este Estado por la muerte de cinco personas que vivían en 
la calle, tres de las cuales eran niños; uno de los tópicos de mayor 
relevancia en este fallo es hacer aplicables los instrumentos generales 
de protección de derechos humanos en la región para velar por el 
respeto de la CDN. También está la opinión consultiva Nº 17 de 2002 
donde este Tribunal se refiere a la definición de niño, la igualdad, el 
interés superior, los deberes de la familia, la sociedad y el Estado y 
las obligaciones positivas de protección, los procedimientos judiciales 
o administrativos en que participan los niños, estudiando el debido 

22	 Sentencia Nº 37 del 20 de abril de 2005 emitida por el Juzgado Letrado de Adolescentes 
del 3er turno de Montevideo.

23	 Fallo del 10 de diciembre de 2004.
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proceso y garantías, la imputabilidad, delincuencia y estado de riesgo. 
Posteriormente, el 18 de septiembre de 2003, se emite la sentencia en 
el caso Walter Bulacio contra Argentina, por la muerte de un joven, 
tras haber sido ilegalmente detenido por la Policía Bonarence, donde 
se analiza lo relativo a la violencia estatal, su relación con los derechos 
fundamentales de las personas y de los niños en particular, fijándose 
unos límites y resguardos que deben ser adoptados en lo sucesivo por 
los Estados. De otra parte en el fallo del Instituto de Reeducación del 
Menor “Panchito López” contra Paraguay, del 2 de septiembre de 2004, 
la Corte Interamericana condena a este país por las lesiones y muertes 
de unos adolescentes pobres privados de la libertad, donde se aplica 
directamente la CDN, enfatizando los deberes estatales respecto a la 
reclusión de los adolescentes, que se concretan a asumir su posición 
de garante de su vida, con mayor cuidado y responsabilidad, tomando 
medidas especiales orientadas en el principio del interés superior.

Antes de culminar este repaso por los conceptos emitidos por 
la doctrina y la jurisprudencia Latinoamericana sobre el sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes y la privación de la 
libertad, es necesario referirse al principio de interés superior, que 
empapa todo el tratamiento que se otorga al adolescente infractor, 
sobre el que Freedman (s.f.) sostiene que es un concepto vago, que 
recepta la enemiga concepción tutelar, en la cual los jueces podían 
restringir discrecionalmente los derechos de los niños por tiempo 
indeterminado, por lo que propone darle una función y un contenido 
acorde al paradigma de protección integral, entendiéndolo como una 
obligación de la autoridad pública de efectivizar los derechos subjetivos 
individuales, reduciendo dicha discrecionalidad. Sin embargo desde 
otro punto de vista se esgrime que la aplicación del interés superior 
debe darse en igualdad y primar por sobre cualquier consideración 
cultural, pues no depende de ninguna condición especial, que no es 
una vaga categoría o un objetivo social, sino la garantía de la plena 
satisfacción de los derechos que obliga a la autoridad, siendo necesario 
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promover una interpretación que haga compatible el interés superior 
y la responsabilidad penal, impidiendo la discrecionalidad de las 
autoridades o la aplicación paternalista de lo que se considere bueno 
para el adolescente (Cillero Bruñol, 2004, 2007). Maldonado Fuentes 
(2004) opina que en este principio radica el respeto y promoción de los 
derechos del adolescente, no cuando se  desarrollan procedimientos 
“para su beneficio”, sino para minimizar los efectos desocializadores 
de la sanción, con orientación preventivo especial no intervencionista 
y atendiendo la intervención mínima en todas las etapas del sistema.

1.3 Estado del arte en Colombia

1.3.1 Pronunciamientos en vigencia del Código del Menor. El estado 
del arte revela que la legislación, la jurisprudencia y la doctrina 
colombiana estuvieron completamente rezagadas en comparación con 
el despliegue jurídico del tema a nivel internacional que ya se expuso, 
puesto que en nuestro país, bajo el amparo del Código del Menor que 
posicionaba de inimputable a la población que no alcanzaba 18 años, 
la doctrina solo se ocupó del juzgamiento de los menores desde la 
perspectiva del derecho de familia, tal como se observa en Monroy 
Cabra (1991) y Bernal González (1991).

Sin embargo, se alzaban voces para separar el derecho de menores 
del de familia, o considerarlo más como una especialidad de éste, 
ser objeto de una disciplina propia, como lo aborda García 
Sarmiento (1995).

Es de resaltar que en la jurisprudencia, fueron escasos los 
pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia en torno al tema24, 
pues el proceso menoril era de única instancia, aun cuando pudiera 
decidirse la privación de la libertad por varios años. Sin embargo la 

24	 Al respecto en la sentencia del 24 de septiembre de 2002, Radicado 14.298 la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia se refiere a la inimputabilidad por 
razón de la minoría de edad.
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Corte Constitucional sí abordó esta problemática en varias ocasiones, 
siendo la primera la sentencia C-019 del 25 de enero de 199325, en la 
que se tuvieron en cuenta diferentes instrumentos internacionales26, 
concluyendo que debe darse la oportunidad para la segunda instancia 
cuando se imponga una medida, que si bien es protectora y pedagógica, 
sea de privación de la libertad de un menor. Igualmente se estableció 
una pauta interpretativa respecto del habeas corpus de los menores 
aprehendidos, pero no se reconoció el derecho a la asistencia de un 
defensor en la entrevista privada con el juez. En un viraje de este 
último criterio en la C-817 de 199927 se declararon inconstitucionales 
varios apartes del Código del Menor que permitían suponer que la 
presencia del apoderado del menor era opcional y no obligatoria y 
que la intervención del Defensor de Familia no es incompatible, ni 
obstaculiza, ni sustituye la de aquél28. La evolución siguió lentamente 
con la sentencia C-839 de 200129, en la que se declaró exequible el 
artículo 33 del Código Penal, que prevé que los menores de 18 años 
estarán sujetos al sistema de responsabilidad penal juvenil y que en 
torno a ello deberá girar el trabajo del legislador cuando emprenda la 
tarea de implementarlo. Todavía en vigencia del Código del Menor 
la Corte Constitucional en la sentencia C-203 de 2005 conceptuó 
que el procesamiento jurídico-penal de los menores desmovilizados 
del conflicto armado no desconoce las obligaciones constitucionales 
e internacionales del Estado colombiano, ni es incompatible con 
la protección especial que merecen, siempre y cuando se respeten 
plenamente las garantías procesales, porque excluir de entrada todo 
tipo de responsabilidad penal por el reclutamiento forzoso del que 

25	 M.P. Ciro Angarita Barón.
26	 Declaración de los Derechos del Niño de 1959, Declaración de Ginebra de 1924, 

Convención Internacional de los Derechos del Niño de 1989, las Reglas de Beijing.
27	 M.P. Carlos Gaviria.
28	 Con salvamento de voto del Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz por considerar que 

con la presencia del Defensor de Familia se asegura la protección del niño.
29	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
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ellos fueron víctimas, constituye en la práctica un desconocimiento de 
los derechos de las otras víctimas generadas a su vez por tales actos.

Con estos pronunciamientos del máximo Tribunal Constitucional, 
en la práctica judicial se mantuvo la aplicación del Código del Menor, 
aunque se morigeraron algunos de sus procedimientos tutelares.

Cotes Pérez (2001) hace un llamado para que se vinculen las 
garantías procesales consagradas en nuestra Constitución Política e 
incluso el sistema acusatorio al Código del Menor, independiente del 
carácter tutelar del mismo y que la privación de la libertad solo se dé 
con fines de protección y educación, jamás por seguridad, peligrosidad, 
vagancia u otra.

En año 2004, en el Foro sobre el Menor Infractor30, la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito [UNODC] manifiesta 
que las consecuencias prácticas del entonces modelo de atención a los 
adolescentes en conflicto con la ley penal en Colombia representaban 
una violación de sus derechos humanos, porque se los consideraba 
inimputables, se los somete a un proceso sin las garantías penales 
democráticas, siendo la regla la privación de la libertad, penalizando 
la pobreza, preponderando la situación socioeconómica, personal y 
familiar sobre la infracción cometida, revelando peligrosas cifras 
recogidas por la UNICEF y la Defensoría del Pueblo, según las cuales 
el 99% de las personas entre 12 y 18 años privados de la libertad en 
Colombia vivían debajo la línea de pobreza y miseria y los que están 
por encima de ellas, independientemente de la gravedad del delito, son 
entregados a sus familias para su reeducación. 

Poco a poco se abre la discusión sobre la necesidad del cambio 
de modelo de juzgamiento, y para Hall (2004) en la doctrina tutelar 
el derecho penal se concibe como una forma control social estatal 
formalizado, intensificándose la respuesta para las conductas desviadas 

30	 Este Foro se realizó en la ciudad de Medellín (Antioquia).
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de los niños, al institucionalizarlos bajo un manto de filantropía o 
misericordia, cuando en realidad se eliminó el límite representado por 
las garantías penales y procesales, lo que solo aumentó la violencia y 
la marginalidad. 

Para esta época se presentan varios proyectos de ley con el objeto de 
modificar o derogar el Código del Menor que resultaron archivados31 
(Observatorio Legislativo y de Opinión, 2007). Tejeiro López (2004, 
2005) hace un interesante recuento del tratamiento jurídico para 
la infancia en Colombia, exponiendo que el periodo de 1997 hasta 
ese momento puede definirse como de ambigüedad, caracterizado 
por la vigencia del Código del Menor, a pesar de la movilización 
ciudadana alrededor de los postulados de la doctrina de protección 
integral, intentándose concretar las reformas con proyectos en los 
que participaron diferentes sectores de la sociedad y estamentos 
institucionales, como Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
[ICBF] y el Departamento Administrativo de Bienestar Social [DABS], 
lográndose radicar ante el Congreso el Proyecto Nº 32 de 200432. 
Además considera que la estructura general de la administración de la 
justicia juvenil debía subsumir tres principios básicos: 1) un catálogo de 
garantías procesales y sustanciales, que den legitimidad a la decisión; 
2) concordancia con la Carta Política en lo atinente a los derechos de 

31	 El 127 de 2001 “Por el cual se crea el Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil”; el 
137 de 2002 “Por el cual se expide el Código del Niño”; proyecto 32 de 2004 “Por el 
cual se expide la ley de Infancia y Adolescencia”, el proyecto 323 de 2005 al que se 
acumularon el 34, 116 y 128 de 2004 “Por medio del cual se expide el Código de la 
Niñez y la Juventud”.

32	  Este proyecto recibió ponencia favorable para su primer debate en la Comisión Primera 
del Senado, pero infortunadamente debió ser retirado por sus autores, en virtud de la 
escasez de tiempo para que cumpliera todos los debates reglamentarios; sin embargo 
algunos de sus proponentes se comprometieron a volver a presentar una iniciativa 
sobre la materia, a la que se unieron otras entidades y fue así como después se radicó el 
proyecto que a la postre se convirtió en el Código de la Infancia y la Adolescencia, que 
de acuerdo con su exposición de motivos, buscó conservar los objetivos y concepciones 
jurídicas que inspiraron el proyecto de ley Nº 32 de 2004.
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la infancia (artículo 44); 3) tener como objetivo el interés superior del 
niño. 

En suma, en vigencia del Código del Menor, el tema de la privación 
de la libertad de las personas que no habían llegado a la mayoría de edad 
no tuvo desarrollo doctrinal y los pronunciamientos jurisprudenciales 
fueron importantes, pero no suficientes para lograr que se brindaran 
todas las garantías procesales a los niños, niñas y adolescentes.

1.3.2 Panorama a partir del Código de la Infancia y la Adolescencia, 
ley 1098 de 2006. Por fin en el año 2006 triunfó en el Congreso de 
la República el Código de la Infancia y la Adolescencia33, y a partir 
de allí se implantó la doctrina de la protección integral, asegurando 
el respeto de los derechos humanos en la justicia penal juvenil. Sin 
embargo, mientras que otros países ya cuentan con evaluaciones sobre 
la efectividad de sus sistemas, como lo señala Beloff (2008) y Muñoz 
(2009) para Argentina y Valencia (2009) para Perú, en Colombia esta 
demora en el ajuste legislativo todavía causa estragos y cuando apenas 
se están conociendo datos específicos, ya se pretende la modificación, 
especialmente frente a las sanciones.

Bajo esta nueva legislación algunos autores patrios se ocupan del 
tema de manera genérica, como Monroy Cabra (2008) y Rojas Gómez 
(2008), quien hace un repaso sobre la manera cómo se protegían los 
derechos de los niños en el extinto Código del Menor, la incidencia 
de la Constitución Política y el enriquecimiento del catálogo de 
garantías con el CIA. Así mismo Escudero Alzate (2008) expone 
que los menores de edad pueden ser acusados de violar la ley penal y 
declarados responsables mediante un procesamiento en el que han de 
respetarse las garantías mínimas consagradas en la Carta y el derecho 
internacional, haciendo un listado de ellas.

33	 La ley 1098 de 2006 corresponde a los proyectos Nº 215 de 2005 del Senado, Nº 85 de 
la Cámara de Representantes, a los que fue acumulado el proyecto Nº 96 también de 
esta última Corporación.
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Díaz Cortés (2009) se refiere concretamente a las características 
destacadas del CIA y algunos aspectos que considera problemáticos, 
como la inseguridad jurídica al tener que acudir a las normas del 
Código de Procedimiento Penal para adultos. En cuanto a la privación 
de la libertad puntualiza que el artículo 162 del CIA se presenta 
alejado de la realidad, porque implica la asunción del Estado de las 
consecuencias que se den por la demora en la creación de los centros 
especializados para recluir a los adolescentes. De la misma manera 
considera que la doctrina se inclina por entender el derecho penal 
juvenil con preponderancia a la prevención especial, pero vinculado 
al interés superior del niño.

Por su parte, Quiroz Monsalvo (2009) expresa que la conclusión 
es que el SRPA es de naturaleza educativa, con el objetivo que el 
joven no reincida en la transgresión de la norma punitiva y que se le 
encarrile para ser útil a su familia, a la sociedad y al Estado, tal como 
se deprende de la exposición de motivos de la ley 1098 de 2006.

Muy importantes son los aportes de las Escuelas de Formación de 
la Rama Judicial,  y de la Fiscalía, enunciando que con fundamento 
en los principios de especificidad y diferenciación que caracterizan 
el SRPA, se diseñaron medidas sancionatorias con un profundo 
contenido educativo y pedagógico, que tienden básicamente a la 
formación integral, partiendo de la condición especial de los jóvenes 
como personas en proceso de formación, reconociendo el daño 
causado, la responsabilidad en los hechos y la necesidad de reparar 
a las víctimas, armonizando así el modelo restaurativo (Sarmiento 
Santander 2008).

Asimismo en el marco del Plan de Formación Judicial para servidores 
y servidoras judiciales implementado por la Escuela Judicial Rodrigo 
Lara Bonilla, Consejo Superior de la Judicatura,  se sostiene que las 
medidas preventivas y las sanciones reclaman una visión integral y 
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unitaria, no solo de la “problemática del adolescente infractor”, y que 
la “discrecionalidad”, tanto del juez como del pedagogo está al servicio 
de los derechos fundamentales del joven en todos los escenarios. 
También se hace alusión a los diferentes sistemas que históricamente 
han surgido para el tratamiento de los jóvenes infractores, y estudiando 
las disposiciones del CIA colige que éste corresponde al modelo de 
responsabilidad penal, justicia restaurativa y mínima intervención34; 
así se aclaran los conceptos de imputabilidad, responsabilidad de los 
adolescentes y reconoce que hoy en día se imponen a los jóvenes, sin 
eufemismos, verdaderas sanciones, con criterios diferentes a los del 
procesamiento de adultos, pero que en últimas deben cumplir las 
mismas funciones que consagra el artículo 4º del Código Penal, como 
la prevención general y especial, la retribución justa, la reinserción 
social y la protección al condenado (Delgado, 2008, 2010). 

En desarrollo del mismo programa Arias López (2007, 2010) esboza 
que es indiscutible que las sanciones o medidas que se apliquen al 
infractor de la ley Penal no pueden ser represivas, sino enfocadas a la 
protección y educación, guiadas por la prevención especial positiva, 
para lograr la resocialización dentro del respeto de su autonomía y 
dignidad, con un componente de castigo mediante la restricción de 
derechos, pero que en la ejecución de la sanción o medida no debe 
existir retribución, acorde al principio de interés superior. Así mismo 
aclara que las sanciones o medidas pueden ser variadas en cualquier 
momento atendiendo las necesidades del joven, otorgando facultades 
discrecionales regladas al Juez y que cuando se trate cambiar una 
sanción no privativa de la libertad por otra que sí implique ésta, 
en garantía del derecho de defensa se debe dar la oportunidad de 
exponer posibles justificaciones. También se hace un recuento de 
los instrumentos internacionales de protección de los derechos 
humanos en general y los que se dedican específicamente a los niños, 

34	 También denominado modelo de 4D, llamado así por sus cuatro grandes objetivos: 
Descriminalizar, Despenalizar, Desjudicializar y Desinstitucionalizar.
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puntualizando que son aplicables en Colombia en virtud del bloque 
de constitucionalidad, y que los que no tienen el carácter de tratados 
propiamente dichos35, sirven como herramientas de interpretación, de 
referente obligatorio, al estar en armonía y desarrollar aquéllos.

De la misma forma se sostiene que la sanción es la diferencia 
fundamental del SRPA con los sistemas punitivos, en los cuales la pena 
limita derechos, a diferencia de aquél donde la respuesta a la infracción 
penal se orienta a la rehabilitación y resocialización, restableciendo 
derechos, dado su contenido pedagógico (Acuña & Gómez, 2009).

Sánchez Herrera (2009) se ocupa de resaltar los aspectos que considera 
más relevantes en el CIA y que propenden por el reconocimiento y 
garantía de la dignidad humana de los jóvenes, reflexionando también 
sobre algunas cuestiones dogmaticas y político criminales, como el 
principio de oportunidad para los jóvenes desvinculados del conflicto 
armado.

Concretamente sobre la privación de la libertad, que puede 
decretarse contra el adolescente infractor de la ley penal como medida 
de internamiento preventivo36 o como sanción en centro de atención 
especializada37 González Navarro (2007), considera que son viables 
las medidas de aseguramiento no privativas de la libertad, conforme 
al procedimiento penal para adultos.

35	 Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores, 
adoptadas por la Asamblea General en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 
1985 (Reglas de Beijing), Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de 
la delincuencia juvenil, adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su 
resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990 (Directrices de Riad), Reglas de las 
Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, adoptadas por 
la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990 (Reglas de la 
Habana) y las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas 
de la libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110, de 14 de 
diciembre de 1990 (Reglas de Tokio).

36	 Artículo 181 del CIA.
37	 Artículo 187 del CIA.
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Empero, existe una posición contraria para los autores de los 
Módulos de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, como Moreno 
Arboleda (2008), quien expone que la ley 1098 de 2006 solo consagra 
la medida privativa de la libertad de internamiento preventivo, como 
último recurso, por el plazo más breve posible, siendo la excepción 
y que debe procurarse que no se transforme en la regla general, a 
diferencia del sistema de adultos donde existen otras no privativas 
de la libertad. De otra parte aduce que la norma legal solo cita la 
libertad provisional o la detención domiciliaria ante la ausencia de 
establecimientos adecuados para el internamiento de los adolescentes, 
con la paradoja que aquellas figuras no se encuentran previstas como 
medidas principales o subsidiarias en el CIA. Este derrotero es seguido 
en el mismo plan de formación judicial por Angulo & Escalante 
(2010), que esgrimen que las normas del SRPA tienen un blindaje 
respecto del derecho a la libertad individual, enmarcado dentro de los 
lineamientos de protección integral y que por ello la privación de la 
libertad es una medida extrema y excepcional, siendo el internamiento 
preventivo la única medida de aseguramiento considerada como tal en 
el mismo sistema y que no caben otras no privativas de la libertad 
que se contemplan para adultos. Sin embargo agregan que es posible 
la sustitución de la detención preventiva por la domiciliaria, al estar 
expresamente consagrada en el CIA.

Al margen de lo anterior, a nivel jurisprudencial la Corte 
Constitucional ya ha emitido sentencias sobre el CIA, como la C-740 
de 2008 con ponencia del Magistrado Jaime Araujo Rentería, en la 
que se considera que las remisiones que se hacen a la Ley 906 de 2004 
y la inclusión de funcionarios de la Fiscalía General de la Nación 
en este sistema, no desvirtúan la naturaleza específica o especial y 
que en cambio se amplían las garantías de las que los jóvenes son 
beneficiarios. Además se enfatiza que legalmente se dispuso que 
corresponde a los jueces determinar si las audiencias serán públicas 
o privadas, otorgándoles así un voto de confianza para lograr la 
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efectividad de la protección especial del adolescente. Posteriormente, 
en la C-684 de 2009 con ponencia del Magistrado Humberto Antonio 
Sierra Porto, se  declararon  inexequibles algunos apartes del artículo 
191 del CIA que prescribía el procedimiento en caso de captura en 
flagrancia del adolescente, exhortando al Congreso para que decida 
si en virtud de los principios de especificidad y diferenciación, es 
necesario que expida una normativa que regule este supuesto. Luego 
en el fallo C-055 de 2010, con ponencia del Magistrado Juan Carlos 
Henao Pérez, se declara exequible el artículo 158 del CIA que impide 
el juzgamiento en ausencia, pero solo en el entendido que no incluya   
al infractor contumaz o rebelde. En esta sentencia la Corte define el 
interés superior como una “caracterización jurídica específica a favor 
de los niños, reconocible en sus derechos que prevalecen, y que le 
impone obligaciones para protegerlo de manera especial, de modo que 
lo guarde de abusos y arbitrariedades”.

Por parte de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, 
se destaca el fallo del 4 de marzo de 200938, en el que se puntualizó 
que el sistema de responsabilidad penal para adolescentes es especial, 
precisando que el Defensor de Familia es un interviniente con función 
de acompañamiento y verificación de los derechos. De la misma forma 
en la decisión del 21 de octubre de 200939 se aclaró que la aplicación por 
remisión o integración de las normas del sistema acusatorio permite 
las rebajas del artículo 351 y complementarias del mismo, cuando se 
imponga la privación de la libertad, más no en las demás sanciones, 
dada su finalidad protectora, educativa y restaurativa, siendo además 
incompatible el “sistema de cuartos” de que trata el artículo 61 de la 
ley 599 de 2000, porque la ley especial para los jóvenes infractores no 
lo contempla. Posteriormente, en la sentencia del 7 de julio de 201040 la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia manifiesta que 

38	 Expediente 30645, Magistrada Ponente: María del Rosario Gonzalez Lemus.
39	 Expediente 32004, Magistrado Ponente: Yesid Ramírez Bastidas. 
40	 Expediente 33510, Magistrado Ponente: Julio Enrique Socha Salamanca.
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la ley 1098 de 2006 cumple con los estándares internacionales sobre el 
juzgamiento de los adolescentes y que a efectos de definir la sanción, 
el operador judicial cuenta con cierta discrecionalidad, puntualizando 
algunas conclusiones sobre los criterios para la selección de la misma y 
concluyendo que están proscritos del SRPA las disposiciones atinentes 
a la justicia premial, consagradas en la ley 906 de 2004, incluyendo la 
rebaja por allanamiento a cargos.

Análogamente se encuentran otros documentos institucionales 
sobre el SRPA, tales como el del Consejo Nacional de Política 
Económica y Social [CONPES) 3629 aprobado el 14 de diciembre de 
2009, que brinda importantes cifras en cuanto a la cantidad de los 
niños, niñas y adolescentes vinculados al mismo, la naturaleza de los 
delitos, las audiencias celebradas y la inversión realizada. Igualmente 
se identifican algunos vacíos en cuanto a las políticas de prevención y 
aspectos problemáticos agrupados en cinco ejes fundamentales, como 
son los relacionados con los programas y servicios implementados y 
su cobertura, el insuficiente recurso humano especializado, la poca 
articulación entre las entidades, especialmente la escasa vinculación 
de los entes territoriales y la falencia en un sistema de información, 
planteando unos objetivos a largo plazo, hasta el 2013 y realizando una 
serie de recomendaciones para corregirlos. El ICBF (2009) también 
suministra lineamientos técnicos administrativos para los adolescentes 
en el SRPA, en el que  informa la ruta que se les sigue y los proyectos de 
atención. Igualmente la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura brinda las estadísticas de la gestión judicial relacionada 
con el SRPA a 39 meses de su implementación, es decir al 30 de julio 
de 2010. De otro lado, La Rota (2010) presenta algunos avances de la 
investigación del Observatorio de las sanciones impuestas en el marco 
del SRPA.
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Para culminar deben tenerse en cuenta los proyectos de ley 
presentados con el objeto de modificar el SRPA, como el 14841 y el 
15342, que pretenden aumentar la edad, el tiempo y los delitos por los 
cuales procede la privación de la libertad de los adolescentes, sobre los 
que se adelanta el debate en el Congreso y que han generado posiciones 
encontradas en la opinión pública, tal como se publicó en el diario El 
Tiempo (2010, septiembre 26), donde se da a conocer el concepto de la 
UNICEF, organismo que no se encuentra conforme con ninguna de las 
propuestas legislativas y sostiene que en cambio se requiere el diseño e 
implementación de las políticas sociales de prevención de la violencia 
contra los niños, niñas y adolescentes, incluyendo la persecución de 
los adultos que los utilizan para la criminalidad, puesto que el reto 
en nuestro país es “lograr una implementación efectiva del Sistema, 
superar las dificultades que implica su puesta en marcha sin retroceder 
en los avances”. Es más, actualmente, cuando la ley de infancia todavía 
se encuentra en los albores de su vigencia, ya cuenta con la primera 
modificación en el SRPA, según la iniciativa del Gobierno Nacional43. 

1.4 Conclusiones

De acuerdo con esta investigación, hoy el debate se encuentra abierto en 
muchos temas de la responsabilidad penal de los adolescentes, puesto 
que si bien se ha pretendido abandonar por completo el modelo de 
situación irregular, por las desigualdades y violaciones de los derechos 
humanos de los jóvenes que éste implicó, adoptando plenamente el 
de protección integral, todavía existen conceptos, como el de interés 
superior y finalidad pedagógica, que si no son entendidos dentro del 

41	 Ponencia del senador Roy Barreras Montealegre, publicado en Gaceta del Congreso 
Nº 613 del 8 de septiembre de 2010.

42	 Ponencia de la senadora Gilma Jiménez, publicado en la Gaceta del Congreso 652 del 
16 de septiembre de 2010.

43	 Proyecto pesentado por los señores Ministros del Interior, de Defensa y el señor Fiscal 
General de la Nación, publicado en la Gaceta del Congreso 737 del 5 de octubre de 
2010, convertido en la ley 1453 de 2011.
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contexto general del nuevo paradigma, permitirán permear las viejas 
prácticas tutelares.

En Colombia, por la reciente implementación del SRPA no es 
numerosa la bibliografía actualizada sobre el tema, y se aprecia que 
buena parte de los documentos que aportan criterios concretos, se han 
producido en el marco del Plan de Formación Judicial para servidores 
judiciales, sin estar disponibles en las librerías patrias.

Además se concluye que sobre las medidas y las sanciones aplicables 
a los adolescentes infractores en el marco de la ley 1098 de 2006, aun 
no existe un consenso y si consultamos la doctrina extranjera, el 
mayor error que se ha cometido bajo el sistema de protección integral, 
es brindar todas las garantías en la etapa de juzgamiento, pero caer 
en las mismas trampas de la doctrina de situación irregular en lo que 
atañe a la privación de la libertad, volviendo a considerar como criterio 
definitivo la necesidad del adolescente de recibir “protección”, tal como 
afirma Beloff (2008), según la cual no existe ruptura sino continuidad 
(o evolución) entre el antiguo derecho tutelar y la nueva legalidad del 
derecho internacional de los derechos humanos de la infancia

Finalmente, sobre la problemática de la interpretación de la 
normatividad y criterios aplicables para la privación de la libertad 
de los adolescentes, la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado 
algunos conceptos y se empiezan a conocer datos estadísticos, pero es 
necesario un estudio que integre todos ellos, bajo la perspectiva de los 
derechos humanos, máxime cuando se propende por la modificación 
de la ley para intensificar la reacción estatal frente al delito de los 
jóvenes.
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2. OBLIGACIONES DEL ESTADO COLOMBIANO 

EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS DE LOS 

ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY 

PENAL

2.1 Nociones generales.

En la Constitución Política de 1991 existen varias disposiciones 
que abrieron formalmente el panorama jurídico de nuestro país al 
derecho internacional y es así como gracias a la figura del bloque 
de constitucionalidad los estándares internacionales de los derechos 
humanos tienen vigencia interna, amplificando nuestro texto 
constitucional con una cantidad de enunciados normativos no 
consignados expresamente en él.

El concepto de Bloque de constitucionalidad, cuyo origen proviene 
de la doctrina francesa, en Colombia encuentra su asiento en la 
Carta Política que actualmente nos rige, con el desarrollo de la Corte 
Constitucional, la que ha venido a precisar su contenido y alcance, 
zanjando las aparentes contradicciones sobre la jerarquía de las 
disposiciones internas e internacionales. 

Al respecto Uprimny Yepes comenta que:

La noción de Bloque de Constitucionalidad implica asumir 
que existen una serie de normas que hacen parte de la 
Constitución por mandato mismo del texto constitucional 
sin que necesariamente se hallen explicitadas en el mismo. 
Esas normas son esencialmente estándares internacionales de 
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derechos humanos, debido al tratamiento especial y privilegiado 
que el constitucionalismo contemporáneo confiere a los tratados 
de derechos humanos. (Uprimny Yepes 2006, p. 58)

Se encuentran cuatro artículos de la Constitución a través de 
los cuales se agregan los instrumentos internaciones de derechos 
humanos, como son el 53 sobre los convenios internacionales del 
trabajo debidamente ratificados, el 93 con sus dos incisos, el 94 que 
incorpora la cláusula de derechos innominados y finalmente el artículo 
214 sobre los derechos humanos y libertades fundamentales que no 
pueden suspenderse en estados de excepción.

La Corte Constitucional definió el Bloque de Constitucionalidad 
como:

…aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente 
en el articulado del texto constitucional, son utilizados como 
parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, 
por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
(Sentencia C-225 de 1995, Magistrado Ponente Alejandro 
Martínez Caballero).

Este Colegiado ha diferenciado dentro del Bloque de 
Constitucionalidad dos categorías fundamentales que conllevan a 
diferentes niveles de obligatoriedad. Se hace referencia a los conceptos 
de Bloque en strictu sensu y lato sensu. 

En tal sentido en artículo 93 constitucional establece en su primer 
inciso que “Los tratados y convenios internacionales ratificados por 
el congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben 
su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno”, sobre el cual se ha construido la concepción de Bloque en 
sentido estricto, que ostenta el mismo rango constitucional y que 
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comprende los instrumentos internacionales que cumplan con las dos 
características allí enunciadas, es decir que se trate de tratados sobre 
derechos humanos y en segunda medida que éstos no sean restringibles 
en momentos de crisis. Por otra parte el Bloque de Constitucionalidad 
en sentido lato se funda en el segundo inciso del mismo artículo, 
según el cual “Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 
entenderán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia”, de lo que se colige que 
sin llenar estrictamente los presupuestos del primer inciso, representan 
estándares para realizar el control constitucional de leyes y otras 
normas inferiores. Esta distinción de Bloque de Constitucionalidad en 
sentido estricto y en sentido lato se mantiene en las sentencias C-617 
de 20081, C-2282 y C-307 de 20093, entre otras.

Se reitera entonces que las obligaciones de nuestro Estado en 
materia de derechos humanos no se circunscriben a lo contemplado 
en los textos legales o en la Constitución, sino que en virtud del 
Bloque de Constitucionalidad strictu y lato sensu se deben aplicar 
otros instrumentos internaciones que acrecientan nuestro sistema 
jurídico; sin embargo, la incorporación de éstos se ha flexibilizado 
notablemente en otros pronunciamientos de la Corte Constitucional, 
de tal suerte que es vasto el universo de documentos que deben ser 
tenidos en cuenta.

Sobre ello Fajardo Arturo señala que

La Corte ha establecido también que para que el inciso 2 del 
art. 93 tenga pleno efecto, es necesario que las interpretaciones 
de los órganos autorizados por los instrumentos que hacen 
parte del Bloque, también sean parte del Bloque, sirviendo 
para la correcta interpretación de los derechos consignados y 

1	 Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.
2	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
3	 Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio.
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garantizando así la coherencia del sistema colombiano con el 
derecho internacional. (Fajardo, 2010, p. 64)

La Corte Constitucional ha hecho referencia no solo los 
tratados internacionales propiamente dichos, sino también a los 
pronunciamientos de los entes creados y autorizados por ellos, como 
los de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas4, tanto en su jurisprudencia como 
en su doctrina, siempre y cuando se trate de “criterios estables 
desarrollados por las instancias judiciales o semijudiciales de control 
en materia de derechos humanos” (Uprimny 2006, p. 96).

Es así como las declaraciones, reglas, principios emitidos por 
dichos órganos internacionales autorizados, que obviamente no 
ostentan la categoría de tratados, pero son relevantes para comprender 
el alcance de ciertos principios de derecho internacional de derechos 
humanos, también pueden ser citados para aclarar e ilustrar el alcance 
de los convenios y acuerdos internacionales, denominados por la 
doctrina como “soft law” o derecho suave.

Descendiendo a las garantías de los niños y niñas, su incorporación 
no se realiza solamente por vía de los artículos constitucionales ya 
mencionados, sino también y primordialmente en virtud de la última 
parte del primer inciso del artículo 44 de la Constitución Política, que 
prevé que además de las garantías allí consignadas, ellos “Gozarán 
también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia”.

Arias López considera:

La evolución de la humanidad reflejada en los derechos humanos, 
alcanza el derecho interno colombiano, al ser incorporados 

4	 Así se precisó desde la sentencia T-1319 de 2001.
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constitucionalmente como derechos fundamentales, al 
igual  que su obligatoria aplicación por medio del bloque de 
constitucionalidad, mecanismo integrador construido por la 
Corte Constitucional a partir de los arts. 44, 53, 93, 94 y 214 
Constitucionales. (Arias López, 2010, p. 24)

La Corte Constitucional desde la sentencia C-019 de 19935 para 
resolver la exequibilidad de algunas normas del Código del Menor se 
refirió a la legislación interna y además a los siguientes documentos:

•	 Declaración de Ginebra de 1924 sobre derechos del niño. 

•	 Declaración de los Derechos del Niño de 1959.

•	 Declaración Universal de Derechos Humanos. 

•	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 
23 y 24). 

•	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (artículo 10). 

•	 Convención de Derechos del Niño. 

•	 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre la Administración 
de Justicia de Menores ( en adelante Reglas de Beijing). 

Posteriormente en otras sentencias, como la C-203 de 20056, además 
de los anteriores se tuvo en cuenta las Reglas de las Naciones Unidas 
para la Protección de los Menores Privados de la libertad (Reglas de 
la Habana). 

5	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
6	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
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Más recientemente en la sentencia C-684 de 20097 la misma 
Corporación se apoyó en los que a continuación se relacionan:

•	 Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 
privados de libertad (Reglas de la Habana). 

•	 Directrices de de las Naciones unidas para la Prevención de la 
Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad). 

•	 Observación General 10 de 2007 del Comité de los Derechos del 
Niño. 

•	 Pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, así:	

üOpinión Consultiva sobre la condición jurídica y los derechos 
humanos del niño OC-17/02, del 28 de agosto de 2002. 

üSentencia del 8 de julio de 2004 en el caso de los Hermanos 
Gómez Paquiyauri contra el Estado de Perú.

üSentencia del 2 de septiembre de 2004 en el caso del Instituto 
de Reeducación del Menor contra el Estado de Paraguay. 

üResolución del 30 de noviembre de 2005 mediante la cual se 
adoptan medidas provisionales respecto de la República del 
Brasil en el Caso del “Complexo de Tatuapé”.

Fue así como la Corte Constitucional en la sentencia C-684 
de 20098 ya mencionada, hace un recuento exhaustivo de todos 
esos instrumentos, precisando que son vinculantes para el Estado 
Colombiano, ya sea por tratarse de tratados o documentos que los 
desarrollan y con relación a las Reglas de Beijing puntualizó:

7	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto
8	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.



YAENS LORENA CASTELLÓN GIRALDO

- 41 -

Las “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración 

de la justicia de menores” codifican, sistematizan y desarrollan 

estándares mínimos en la investigación y juzgamiento de personas 

menores de edad reconocidos en el derecho internacional de los 

derechos humanos, los cuales deben ser respetados en todos los 

casos de procesamiento de menores de edad por violación de la ley 

penal. Si bien no se trata de un tratado internacional de derechos 

humanos, en todo caso es un instrumento internacional adoptado en 

el seno de las Naciones Unidas, que tiene una finalidad compiladora 

de las garantías recocidas en tratados, la costumbre, los principios 

generales, la doctrina y la jurisprudencia internacional en la materia, 

al cual la jurisprudencia constitucional de manera reiterada le ha 

reconocido un carácter vinculante cuando se trata del examen de 

constitucionalidad de las leyes que regulan la investigación y el 

juzgamiento de menores. (Corte Constitucional, sentencia C-684 
de 2009, p.36)

Corresponde ahora examinar cada uno de los referidos instrumentos, 
con miras a extraer puntualmente unos criterios respecto de los jóvenes 
en conflicto con la ley penal.

2.2 Sistema universal. 

El primer referente obligatorio se encuentra en la Declaración de los 
Derechos del Niño, conocida como DECLARACIÓN DE GINEBRA, 
elaborada por Eglantyne Jebb, quien fue la fundadora del movimiento 
“Save the Children” (Salvemos a los Niños); este documento fue 
aprobado sin modificación alguna por el Pacto de la Sociedad de 
Naciones el 26 de septiembre de 1924 y con sólo cinco principios muy 
amplios, su importancia radica en el reconocimiento del deber de la 
humanidad de suministrar a todos los niños las condiciones para su 
desarrollo material y espiritual, protección, educación, prevalencia del 
socorro, la salvaguarda contra la explotación.
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Posteriormente la DECLARACIÓN UNIVERSAL DE 
DERECHOS HUMANOS, adoptada y proclamada por la Asamblea 
General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948, 
menciona en su artículo 25-2 los cuidados y asistencia especiales que 
debe tener la maternidad y la infancia. Lo curioso es que desde su 
artículo 1º se declaró la libertad e igualdad en dignidad y derechos de 
todos los seres humanos, y el artículo 2º proscribe la discriminación 
por cualquier circunstancia, pero para que ello se materializara frente 
a los niños, niñas y adolescentes fue necesario un desarrollo en tratados 
que se les reconocieran específicamente sus garantías, entre ellas las 
procesales. 

La DECLARACIÓN  DE  LOS DERECHOS  DEL  NIÑO por 
su parte, proclamada por la Asamblea General en su resolución 
1386 (XIV), de 20 de noviembre de 1959, ahonda los postulados de 
la Declaración de Ginebra de 1924, considerando que el niño “por 
su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado 
especiales, incluso la debida protección legal”, postulado que mantiene 
su vigencia hasta nuestros días y sirve de base para establecer diez 
principios de los que se resalta el 2º, donde por primera vez aparece el 
interés superior del niño, que se contrae a la protección especial, las 
oportunidades y servicios que se le deben suministrar conforme a la ley, 
para que se desarrolle física, mental, moral, espiritual y socialmente 
en forma saludable y en condiciones de libertad y dignidad. Se trata de 
un fundamento rector que inspira la promulgación de las leyes, como 
también a quienes tienen la responsabilidad de orientación y educación 
de la infancia, que en adelante permeará toda la normatividad que se 
expida. 

El PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLÍTICOS, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966, aprobado por nuestro país por medio de la ley 74 
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de 1968, en sus artículos 23 y 24 contempla la protección de la familia 
y en su seno de los hijos, así como la proscripción de la discriminación 
contra los niños, la adopción de medidas para su protección, los 
derechos al nombre y a la nacionalidad.

Lo anterior es ratificado en el artículo 10 del PACTO 
INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES 
Y CULTURALES, adoptado y abierto a la firma, ratificación y 
adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), 
de 16 de diciembre de 1966, acogido por la misma ley nacional 
mencionada en el párrafo anterior, el cual adiciona la protección 
contra la explotación económica y social de los niños y adolescentes, 
debiendo sancionarse su empleo en trabajos nocivos para su moral, 
salud o que perjudiquen su desarrollo.

En este punto histórico se aprecia que en el sistema universal no 
existía, un tratado vinculante en materia de infancia y que ninguno 
de los antes mencionados detalla la situación de los niños, niñas y 
adolescentes que fueran acusados de cometer delitos y mucho menos 
la de quienes por este motivo se les privara de la libertad.

A partir de 1985 el panorama cambia sustancialmente, porque 
se empiezan a emitir normas específicas sobre los derechos de 
los niños vinculados a la comisión de delitos, iniciando con las 
REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES, adoptadas 
por la Asamblea General en su resolución 40/33, de 28 de noviembre 
de ese año, conocidas como las REGLAS DE BEIJING, en las que 
por primera vez se trata el tema del juzgamiento de los jóvenes, de 
manera muy profusa y garantista, bajo cinco ejes temáticos como son 
los principios generales, la investigación y procesamiento, la sentencia 
y resolución, tratamiento dentro de establecimientos penitenciarios, 
fuera de ellos y finalmente la investigación, planificación, formulación 
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y evaluación de políticas. De ahí extraemos algunos aspectos 
importantes para efectos de este trabajo, como la  flexibilidad del 
documento, la progresividad que debe tener el sistema de justicia, 
que los dos objetivos del mismo son la necesidad del joven y la 
proporcionalidad y finalmente  la afirmación de su libertad.

Se predica la flexibilidad porque no se trata de un tratado, sino 
unas reglas que fijan un piso, un mínimo que debe observarse en la 
administración de justicia de los menores, que es el término que allí 
se utiliza para designar genéricamente a las personas a quienes debe 
aplicarse, los que siendo niños o jóvenes, pueden ser castigados por un 
delito en forma diferente a un adulto (regla 2.2.a), siendo cada sistema 
jurídico el llamado a establecer la mayoría de edad penal, siempre y 
cuando no sea demasiado temprana (regla 4), aunque también puede 
cobijar “adultos jóvenes” (regla 3.3). Se patentiza también la flexibilidad 
del instrumento cuando se enuncia que se adaptará en el contexto de 
las condiciones económicas, sociales y culturales que predominen en 
cada uno de los Estados Miembros (regla 1.5),  respetando entonces 
la diversidad de los países y con un llamado a que se promulguen el 
conjunto de leyes, normas y disposiciones específicas para los “menores 
delincuentes” como también los órganos e instituciones encargados de 
la administración de justicia (regla 2.3). 

Pero al paso se postula la progresividad para los servicios de 
justicia, a fin que se perfeccionen y coordinen sistemáticamente, lo 
que abarca la capacitación de los funcionarios, los métodos, enfoques 
y actitudes adoptadas (regla 1.6), procurando garantizar y fomentar 
las investigaciones necesarias para formular las políticas efectivas, 
revisando periódicamente las tendencias, problemas y causas de la 
criminalidad de menores (reglas 30.1 y 30.2).

Así mismo se hace hincapié en la proporcionalidad y las necesidades 
del menor, como objetivos del sistema de justicia (regla 5); el primero 
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es un principio rector según el cual cualquier respuesta debe ser 
proporcionada las circunstancias y a las del delito; de acuerdo con 
el segundo la autoridad competente se ajustará a las necesidades de 
los jóvenes y de la sociedad (regla 17.1.a), para lo cual se investigará 
el medio social y las condiciones en que se desarrolla su vida (regla 
16.1), así que a más de respetarse las garantías procesales básicas 
en todas las etapas del proceso (regla 7), se prevén otras adicionales 
por su condición jurídica, asegurando su bienestar y evitando que 
sufra daño (regla 10.3), prohibiéndose la pena capital (regla 17.2.), 
los castigos corporales (17.3), protegiéndose la intimidad (regla 8), la 
confidencialidad de los registros (regla 21), el acompañamiento de los 
padres (regla 10.4) y la remisión de los casos a través de mecanismos 
alternos (regla 11). 

Para cumplir con estos objetivos se confieren facultades 
discrecionales en las etapas del juicio y en diferentes niveles de 
administración de justicia, en la investigación, el procesamiento y 
la ejecución de las medidas (regla 6), fomentando la capacitación y 
preparación de quienes intervienen, como la policía (regla 12) y el 
personal encargado de administrar justicia (regla 22).

Finalmente se afirma la libertad, reduciendo al máximo la 
intervención, porque el encierro solo se impondrá tras un cuidadoso 
estudio, como último recurso y por el tiempo más breve posible, siempre 
que se trate de un acto grave en el que concurra la violencia contra otra 
persona o por reincidencia en otro delito grave y cuando no exista  
otra respuesta  (reglas 10.2, 17.1-b, 17.1-c, 19, 28.1). Para este efecto, si 
bien se hace referencia a la prisión preventiva, también se contemplan 
alternativas como la supervisión estricta, la custodia permanente, la 
asignación a una familia o a una institución educativa (reglas 13.1 
y 13.2). Igualmente, aunque se puede decidir excepcionalmente el 
confinamiento, se deben apreciar prioritariamente otras decisiones 
como la libertad vigilada, prestación de servicios a la comunidad, etc 
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(reglas 18 y 19), recurrirse a la libertad condicional (28.1) o modificar 
en cualquier momento las órdenes dadas (regla 23). Pero si se decide la 
detención provisional o privación como sanción, es imprescindible la 
separación de los adultos y rodear al joven de una atención especial para 
su desarrollo integral, con asistencia social, educacional, profesional y 
sicológica (regla 26).

Al poco tiempo se expidió la CONVENCIÓN DE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO, en adelante CDN, adoptada, abierta a la 
firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25, 
del 20 de noviembre de 1989, cuya vigencia inició el 2 de septiembre 
de 1990, según su artículo 49, ratificada por Colombia mediante la 
ley 12 de 1991, siendo el primer documento internacional que vincula 
jurídicamente a los países y reconoce integralmente los derechos de 
los niños y niñas, tanto los civiles, políticos, culturales, sociales y 
económicos. El efecto ha sido inmenso y el éxito, medido en el volumen 
de ratificaciones es considerable, teniendo en cuenta que a la fecha 
solamente Somalia y Estados Unidos no lo han hecho. Sin embargo, la 
mera adhesión no asegura un cambio mágico en la realidad, sino que 
es apenas el primer paso para que los países se acojan a la doctrina de 
la protección integral, que es la teoría que allí se proyecta.

García Méndez (1995) precisa que se trata del “dispositivo central 
de una nueva doctrina: la doctrina de la Protección Integral”, como 
un nuevo paradigma que rompe con el viejo esquema y que permite 
la reestructuración de las leyes para la infancia, de modo que sean 
idóneas para el desarrollo de sus derechos humanos concretos.

Así, aunque la Convención marca un hito en materia de las garantías 
de los niños y niñas, desechándose la idea del menor desvalido que 
requiere salvación, no parte de cero, sino que reconoce en su preámbulo 
todos los instrumentos internacionales relacionados anteriormente y 
con esa base desarrolla la nueva concepción que se aplicará a todo ser 
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humano menor de dieciocho años, salvo que en la ley específica se haya 
establecido antes la mayoría de edad (artículo 1º). El artículo 3º recoge 
concretamente el principio de interés superior como consideración 
primordial para todas las autoridades administrativas, legislativas y 
judiciales.

Para los fines de este trabajo son especialmente relevantes los 
artículos 37 y 40. El primero de ellos proscribe la tortura, la pena 
capital y la prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por los 
delitos cometidos por menores de 18 años e igualmente afirma la 
libertad, en los mismos términos que las Reglas de Beijing, de modo 
que solo se prive de ella de acuerdo con el principio de legalidad, como 
último recurso y por el tiempo más breve posible.

El artículo 40 es el eje fundamental del juzgamiento para 
adolescentes, con la finalidad de reintegrarlos y que asuman una 
función constructiva en la sociedad, garantizándose el principio de 
legalidad, según el cual no podrá alegarse, acusarse o declararse 
culpable por actos u omisiones que no estaban prohibidos en leyes 
nacionales e internacionales al momento de cometerse aquéllos. 
Igualmente los Estados partes se comprometen a garantizar como 
mínimo la presunción de inocencia, el derecho a la información de 
los cargos, tanto al joven como a su familia, la asistencia jurídica, la 
defensa y de ser necesario un intérprete, el pronto juzgamiento por 
una autoridad u órgano judicial competente, bajo un procedimiento 
garantista, con respeto de su privacidad, donde no será obligado a 
declararse culpable, con contradicción de los testigos de cargo, de 
descargo y con la posibilidad de una segunda instancia. De la misma 
manera se dispone la necesidad de medidas leyes, procedimientos,  
autoridades e instituciones  específicos  para los jóvenes infractores, 
determinándose la edad mínima y la adopción de medidas alternas. 
Se culmina imponiendo la obligación de tener en cuenta diversas 
alternativas a la internación en instituciones, para asegurar el 
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bienestar de los niños y la proporcionalidad entre sus circunstancias y 
la infracción.

Al paso se expiden las REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES PRIVADOS DE 
LA LIBERTAD (REGLAS DE LA HABANA), adoptadas por la 
Asamblea General en su resolución 45/113 del 14 de diciembre de 
1990, en las que se especifican las perspectivas fundamentales para 
el sistema de justicia de menores, donde nuevamente se enuncia 
que el encarcelamiento deberá usarse como último recurso, por 
el tiempo mínimo necesario y limitarse a casos excepcionales, se 
define la privación de la libertad como toda forma de detención, 
encarcelamiento, internamiento en establecimiento público o privado 
del que no se permita salir al menor por su propia voluntad, por orden 
de una autoridad judicial, administrativa o cualquier otra autoridad 
pública (artículo 11-b).

Paralelamente en las REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES 
UNIDAS SOBRE LAS MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LA 
LIBERTAD -REGLAS DE TOKIO-, adoptadas por la Asamblea 
General en su Resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990, se 
promueve y fomenta la aplicación de medidas no privativas de la 
libertad sustitutivas de la prisión para todas las personas, incluyendo 
a los adolescentes.

Finalmente las DIRECTRICES DE DE LAS NACIONES 
UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA 
JUVENIL -DIRECTRICES DE RIAD-, adoptadas y proclamadas 
por la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de diciembre de 
1990, consagran la necesidad e importancia de implementar políticas 
progresistas al respecto.

Más recientemente el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, 
órgano creado por la Convención de los Derechos del Niño y encargado 
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de la supervisión de su aplicación, emitió la OBSERVACIÓN 
GENERAL Nº 10 DE 2007, sobre la justicia de menores, en la que 
se resaltan los principios de no discriminación, propendiendo por 
la igualdad de trato ante la ley entre los adultos y los adolescentes, 
abrogando el castigo por conductas que no son consideradas delitos; 
el de interés superior del niño, bajo el cual los tradicionales objetivos de 
la justicia penal, como son la represión y el castigo, deben ser sustituidos 
por los de rehabilitación y justicia restitutiva; se resalta el derecho a la 
vida, supervivencia y desarrollo, al proscribirse la pena capital y la prisión 
perpetua para los jóvenes y se limita la privación de la libertad.

Como elementos básicos de la justicia para adolescentes se detallan: a) 
la implementación de políticas de prevención de la delincuencia juvenil; 
que se contemple la posibilidad de tratar a los niños que tengan conflictos 
con la justicia sin acudir a actuaciones judiciales; b) establecimiento de 
una edad mínima a efectos de responsabilidad penal, concluyendo que 
la edad inferior a 12 años no es internacionalmente aceptable para el 
Comité, instando a los Estados Partes a que la establezcan o la eleven 
a este tope, sin excepciones excusadas en la gravedad del delito o la 
supuesta madurez del niño y que sobre el límite máximo etário se fije 
por lo menos en los 18 años, recomendando que se modifiquen las leyes 
que permiten el trato como delincuentes adultos a los niños de 16 o 17 
años, fomentándose la inscripción de los nacimientos a fin de determinar 
fehacientemente la edad o en su defecto que se practique un examen 
médico o que en últimas se aplique la norma del beneficio de la duda; 
c) garantías de un juicio imparcial, en los términos del artículo 40 de 
la CDN; y d) la privación de libertad como último recurso, separados 
de los adultos, incluida la detención preventiva y la prisión posterior a 
la condena. Se culmina destacando la necesidad del establecimiento de 
unidades especializadas de policía, fiscalía, sistema judicial y defensoría, 
con personal capacitado en este tipo de justicia. 
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2.3 Sistema Interamericano.

LA CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
suscrita en noviembre de 1969 en San José de Costa Rica y ratificada 
por Colombia mediante la ley 16 de 1972, en su artículo 33 creó 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos- en adelante CIDH-, como 
organismos para el cumplimiento de ese tratado. Las decisiones de 
la última, al tratarse de una interpretación auténtica de los derechos 
protegidos por dicha Convención, han sido tomados por la Corte 
Constitucional como fuente de derecho internacional vinculante para 
nuestro país, verbigracia en las sentencias C-010 de 20009 sobre la 
libertad de expresión e información, en la C-317 de 200210 en materia 
de desaparición forzada, la C-370 de 200611 referente a los derechos 
de las víctimas en el marco del proceso penal, y las C-203 de 200512 
sobre los niños desmovilizados del conflicto armado, la T-551 de 
200613 relativa al interés superior y la C-684 de 200914 que trata sobre 
la detención en flagrancia de los adolescentes, para citar solo algunas. 

Dentro de los pronunciamientos de la CIDH que tocan aspectos 
relacionados con la justicia penal juvenil sobresalen la OPINIÓN 
CONSULTIVA 17 DEL 28 DE AGOSTO DE 2002, en la que este se 
refiere a la definición de niño como toda persona que no ha cumplido 
los 18 años (párrafo 42), el interés superior según el cual es preciso 
ponderar el requerimiento de medidas especiales y las características 
de la situación en que se hallan (párrafo 61), los deberes de la familia, la 
sociedad y el Estado y las obligaciones positivas de protección (párrafo 
91); así mismo se conceptúa sobre los procedimientos judiciales o 

9	 Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.
10	  Magistrado Ponente Clara Inés Vargas Hernández.
11	 Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Marco 

Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández.
12	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
13	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
14	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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administrativos en que participan los niños, estudiando el debido 
proceso y garantías, la imputabilidad para efectos penales, excluyendo 
del juzgamiento a los que no han incurrido en una conducta típica 
pero se encuentra en situación de peligro o riesgo o desarrollan un 
comportamiento diferente. 

Posteriormente en la SENTENCIA DEL 18 DE SEPTIEMBRE DE 
2003 EN EL CASO WALTER BULACIO CONTRA ARGENTINA, 
la Corte condena a este Estado por la muerte de un joven, tras haber sido 
ilegalmente detenido por la Policía Bonarence, analizando lo relativo 
a la violencia estatal, su relación con los derechos fundamentales de 
las personas y de los niños en particular, fijándose unos límites y 
resguardos a ser adoptados en lo sucesivo por los Estados.

En la SENTENCIA DEL 2 DE SEPTIEMBRE DE 2004 
CONTRA EL ESTADO DE PARAGUAY, EN EL CASO DEL 
INSTITUTO DE REEDUCACIÓN DEL MENOR “PANCHITO 
LÓPEZ”, se condena a este país por las lesiones y muertes de unos 
adolescentes pobres privados de la libertad, donde la Corte aplica 
directamente la CDN y enfatiza los deberes estatales respecto a la 
reclusión de los adolescentes, que se concretan a asumir su posición 
de garante con mayor cuidado y responsabilidad, tomando medidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño y por 
otro lado que se verifique la protección de su vida, particularmente 
de las circunstancias que llevará mientras se mantenga privado de 
libertad, puesto que ese derecho no se ha extinguido ni restringido 
por su situación de detención o prisión. Acerca de la prisión 
preventiva este Tribunal señala que es la medida más severa que un 
Estado puede aplicar a un imputado de la comisión de delitos, y por 
eso debe ser excepcional, limitada por los principios de necesidad y 
proporcionalidad, que se tildan de “indispensables en una sociedad 
democrática”, la cual debe ajustarse estrictamente al artículo 7.5 de 
la Convención Americana, “en el sentido de que no puede durar más 
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allá de un plazo razonable, ni más allá de la persistencia de la causal 
que se invocó para justificarla”, sin lo cual pasa a ser una condena 
sin sentencia. Estas restricciones deben ser mayores aún si se trata de 
niños, pues “la norma debe ser la aplicación de medidas sustitutorias”. 

En la SENTENCIA DEL 8 DE JULIO DE 2004 EN EL CASO DE 
LOS HERMANOS GÓMEZ PAQUIYAURI CONTRA EL PERÚ 
la Corte Interamericana analizó el caso de la muerte de aquéllos, 
quienes fueron detenidos por agentes de la Policía Nacional de ese 
país, introducidos en la maletera de una patrulla oficial, torturados y 
posteriormente ejecutados, hechos por los cuales condenó a ese Estado 
a reparar, por infringir el jus cogens internacional, con responsabilidad 
agravada, tomando en cuenta que las víctimas eran niños, encontrando 
que se incumplió la obligación especial de protegerlos y respetar el 
interés superior, según lo previsto tanto la Convención Americana 
como la CDN, que forman parte de un amplio corpus juris internacional 
de protección de los niños.

Finalmente en la RESOLUCIÓN DEL 30 DE NOVIEMBRE 
DE 2005 SE ADOPTARON MEDIDAS PROVISIONALES 
RESPECTO DE LA REPÚBLICA DEL BRASIL EN EL CASO 
DEL “COMPLEXO DE TATUAPÉ”, requiriéndola para que tome los 
correctivos necesarios para que los jóvenes y cualquier otra persona 
interna en ese centro de detención no sea sometida a tratos crueles, 
encierros prolongados y maltratos físicos, así como que se reduzca el 
hacinamiento y se cumplan los estándares internacionales sobre la 
materia, teniendo en cuenta los deberes de protección que le asisten 
al Estado frente a las personas privadas de la libertad, especialmente 
si son menores de edad, debiendo impedir la violencia y separar a 
los adolescentes por categorías de edad, naturaleza de la infracción,  
procesados y condenados.
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2.4 Obligaciones concretas de Colombia sobre los adolescentes 
en conflicto con la ley penal.

Como corolario del estudio que antecede, se esquematizan de los 
compromisos que radican en nuestro Estado conforme al Bloque 
de Constitucionalidad sobre los adolescentes en conflicto con la ley 
penal, así:

ESTABLECIMIENTO DE UNA EDAD 
MÍNIMA Y MÁXIMA PARA EL 
JUZGAMIENTO DIFERENCIADO 
DE LOS JÓVENES INFRACTORES 
DE LA LEY PENAL

•	 Regla 2.2-a y 4.1 de las Reglas de 
Beijing

•	 Artículo 40 numeral 3-a de la CDN
•	 Párrafos 30 a 39 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité 
de Derechos del Niño, que 
recomienda que no se establezca 
edad por debajo de los 12 ni por 
encima de 18 años

•	 Párrafos 105 y 107 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

PRINCIPIO DE INTERÉS SUPERIOR •	 Artículo 2º de la Declaración de 
los Derechos del niño

•	 Artículo 3-1 de la CDN
•	 Párrafos 10 y 16 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 56 a 61 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

•	 Párrafos 160 y 225 de la sentencia 
de la CIDH del 2 de septiembre 
de 2004 en el caso del Instituto 
de Reeducación del Menor contra 
Paraguay
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PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
RESPECTO DE LAS CONDUCTAS 
PUNIBLES

•	 Regla 2-b de las Reglas de Beijing
•	 Artículo 40 numeral 2-a de la CDN
•	 Artículo 56 de las Directrices de 

Riad
•	 Párrafo 41 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 108, 110 y numeral 12 
de la Opinión Consultiva 17 de la 
CIDH

GARANTÍAS DEL DEBIDO 
PROCESO

•	 Regla 7 de las Reglas de Beijing
•	 Artículo 40-2 de la CDN
•	 Párrafos 27, 40 y 69 de la 

Observación General 10 de 2007 
del Comité de Derechos del Niño

•	 Párrafos 115 a 119, numeral 10 y 12 
de la Opinión Consultiva 17 de la 
CIDH

•	 Párrafo 209 de la sentencia de 
la CIDH 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay

Presunción de inocencia •	 Artículo 40-2-b-i de la CDN
•	 Párrafo 42 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 124 a 131 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

Asistencia legal •	 Regla 15.1 de las Reglas de Beijing
•	 Artículos 37-d, 40-2-b-ii y 40-2-b-iii 

de la CDN
•	 Párrafo 49 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño
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ESPECIALIZACIÓN DE 
LAS AUTORIDADES Y 
PROCEDIMIENTOS

•	 Reglas 2.3, 6.3, 12 y 22 de las 
Reglas de Beijing

•	 Artículo 40-3 de la CDN
•	 Artículo 81 de las Reglas de la 

Habana
•	 Artículo 58 de las Directrices de 

Riad 
•	 Artículo 58 de las Directrices de 

Riad

Autoridad judicial competente e 
imparcial 

Comunicación de los cargos

Contracción de la prueba

Que el caso se decida brevemente

Derecho a la segunda instancia

•	 Regla 14.1 de las Reglas de Beijing
•	 Artículo 40-2-b-iii de las CDN
•	 Párrafo 120 de la Opinión 

Consultiva 17 de la CIDH

•	 Artículo 40-2-b-ii de la CDN
•	 Párrafo 47 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Artículo 40-2-b-iv de la CDN
•	 Párrafo 59 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 132 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

•	 Regla 20 de las Reglas de Beijing
•	 Artículo 40-2-b-iii de la CDN
•	 Párrafos 51 y 52 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Artículo 40-2-b-v de la CDN
•	 Párrafos 60 y 61 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 121 a 123 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH
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ESPECIALIZACIÓN DE 
LAS AUTORIDADES Y 
PROCEDIMIENTOS

•	 Párrafos 92 y 93 de la Observación 
General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 210 y 211 de la sentencia 
de la CIDH 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay

PARTICIPACIÓN Y CONTACTO 
CON LA FAMILIA DURANTE 
EL PROCESO PENAL Y EN LA 
EJECUCIÓN DE LA SANCIÓN

•	 Reglas 10.1, 15.2 y 18.2 de la 
Reglas de Beijing

•	 Artículo 37-c de la CDN
•	 Artículo 60 de las Reglas de la 

Habana
•	 Párrafos 53, 54 y 58 de la 

Observación General 10 de 2007 
del Comité de Derechos del Niño

•	 Numeral 13 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

REMISIÓN DE CASOS –
ALTERNATIVAS DIFERENTES A LA 
JUDICIALIZACIÓN

•	 Regla 11 de las Reglas de Beijing
•	 Artículo 40-3-b de la CDN
•	 Párrafos 22 a 27 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 135 y 136 de la Opinión 
Consultiva 17 de la CIDH

•	 Párrafo 211 de la sentencia de 
la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay
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PROHIBICIÓN DE PENA CAPITAL, 
PRISIÓN PERPETUA Y SANCIONES 
CORPORALES

•	 Reglas 17.2 y 17.3 de las Reglas de 
Beijing

•	 Artículo 37-a de la CDN
•	 Artículos 64 y 67 de las Reglas de 

la Habana
•	 Artículo 54 de las Directrices de 

Riad
•	 Párrafos 75 y 76 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 162 de la sentencia de 
la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay

•	 Párrafos 160 a 173 de la sentencia 
de la CIDH del 8 de julio de 2004 
en el caso de los hermanos Gómez 
Paquiyauri contra el Perú

PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD 
COMO ÚLTIMO RECURSO Y POR 
EL TIEMPO MÁS BREVE POSIBLE:

•	 Regla 10.2, 13.1, 17.1-b y 19 de las 
Reglas de Beijing

•	 Artículo 37-b de las CDN
•	 Artículo 1 de las Reglas de la 

Habana
•	 Párrafos 79 a 81 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 103 la Opinión Consultiva 
17 de la CIDH

•	 Párrafo 134 a 136 de la sentencia 
de la CIDH del 18 de septiembre 
de 2003 caso Bulacio contra 
Argentina

•	 Párrafos 231 y 232 de la sentencia 
de la CIDH del 2 de septiembre 
de 2004 en el caso del Instituto 
de Reeducación del Menor contra 
Paraguay 
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Establecimiento de medidas 
diferentes a la privación de la 
libertad mientras se adelanta el 
proceso y en las sanciones

•	 Reglas 13.2, 18.1, 28.1 y 29 de las 
Reglas de Beijing

•	 Artículo 40-4 de la CDN
•	 Artículo 7 de las Reglas de la 

Habana
•	 Párrafos 73 y 94 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 230 de la sentencia de 
la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay

Proporcionalidad entre el delito y 
la respuesta sancionatoria, pero 
teniendo en cuenta las necesidades 
del joven

•	 Reglas 2.3-a, 5.1, 10.3, 14.2, 16.1, 
17.1-a, 17.1-c y 17.1-d de las Reglas 
de Beijing

•	 Artículos 37-c y 40-4 de la CDN
•	 Párrafo 71 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 225 de la sentencia de 
la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay

Condiciones en los centros de 
privación de la libertad.

•	 Reglas 13.3, 13.4, 13,5, 26 y 27 de 
las Reglas de Beijing

•	 Artículo 37-c de la CDN
•	 Reglas de las Habana
•	 Párrafos 85 a 89 de la Observación 

General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafos 161, 170 a 176 de la 
sentencia de la CIDH del 2 de 
septiembre de 2004 en el caso del 
Instituto de Reeducación del Menor 
contra Paraguay
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IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS 
DE PREVENCIÓN DE LA 
DELINCUENCIA JUVENIL

•	 Regla 30 de las Reglas de Beijing

•	 Directrices de Riad

•	 Párrafos 16 a 21 de la Observación 
General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

Condiciones en los centros de 
privación de la libertad.

•	 Resolución de medidas 
provisionales de la CIDH del 30 
de noviembre de 2005 en el caso 
del “Complexo do Tatuapé” contra 
Brasil

Facultades para variar la sanción 
impuesta, de acuerdo con las 
necesidades del joven

•	 Regla 6.1 y 23.2 de las Reglas de 
Beijing

•	 Párrafo 68 y 71 de la Observación 
General 10 de 2007 del Comité de 
Derechos del Niño

•	 Párrafo 211 de la sentencia de 
la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de 
Reeducación del Menor contra 
Paraguay
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3. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

FUNDAMENTALES RELACIONADOS CON EL 

JUZGAMIENTO PENAL DE LOS ADOLESCENTES 

EN COLOMBIA

3.1 Protección normativa. 

Precisado como se encuentra el alcance del derecho internacional de 
los derechos humanos en el ámbito jurídico interno, y los instrumentos 
que se ocupan de las garantías de los niños, niñas y adolescentes, 
específicamente en el marco del proceso penal, es necesario centrarse 
en el desarrollo constitucional y legal que ha tenido el tema en nuestro 
país.

En la CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 se consagraron 
una serie de prerrogativas fundamentales que le asisten a cualquier 
persona, predicables también de las que no han alcanzado la mayoría 
de edad, entre las que se destacan aquellas que son relevantes en el 
ámbito del juzgamiento penal, como la protección a la vida (artículo 
11), la proscripción de la desaparición forzada, la tortura, los tratos 
crueles inhumanos o degradantes (artículo 12), la igualdad (artículo 
13), el reconocimiento a la personalidad jurídica (artículo 14), que 
reviste especial relevancia en cuanto a los niños y niñas, de modo que 
se determine su filiación y su edad, el derecho a la intimidad y buen 
nombre (artículo 15), al libre desarrollo de la personalidad (artículo 
16), la prohibición de la esclavitud y servidumbre (artículo 17), la 
libertad de expresión (artículo 20), la garantía a la honra (artículo 
21), de petición (artículo 23), el derecho a la libertad y habeas corpus 
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(artículo 28 y 30), el debido proceso (artículo 29), la doble instancia 
y no reformatio in pejus (artículo 31) y la prohibición del destierro y 
prisión perpetua (artículo 34).

Particularmente en lo atinente a los niños, niñas y adolescentes, el 
artículo 42 de la Carta protege la familia, como núcleo fundamental de 
la sociedad, y establece la igualdad de derechos y deberes entre los hijos, 
cualquiera que haya sido su forma de procreación. A continuación en 
el artículo 43 se resguarda a la mujer embarazada y en el artículo 67 se 
prevé la educación obligatoria entre los cinco y quince años de edad. 

Pero la disposición constitucional que de manera más profunda se 
ocupa de esta materia es el artículo 44, en el que se enuncia una lista no 
taxativa de las prerrogativas fundamentales, dejando claro que gozarán 
igualmente de todas las que estén en esa misma obra, en las leyes o 
tratados internacionales; al paso se declara que la responsabilidad 
por su desarrollo armónico e integral está en cabeza de la familia, la 
sociedad y el Estado, dando lugar a la correspondabilidad entre esas 
instituciones; seguidamente, de modo muy importante, se consigna 
el principio de interés superior, al determinarse que sus derechos 
prevalecen sobre los de los demás. Esta norma se complementa con 
el artículo 45 que dicta la protección y formación integral de los 
adolescentes.

Se subraya que cuando la Constitución hace referencia a niños, 
niñas y adolescentes, no excluye a estos últimos de todas las garantías 
que se confieren a los primeros, tal como lo ha precisado la Corte 
Constitucional en la sentencia C-740 de 20081, según la cual, de acuerdo 
con los debates surtidos en la Asamblea Nacional Constituyente, la 
intención del Constituyente fue dar igual protección especial a unos y 
otros, porque todos están comprendidos en el término amplio de niño, 
que trae el artículo 44 superior. En relación con ello expresa Angulo y 
Vizcaya, según se cita en Angulo y Escalante:

1	 Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería.
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Desde el punto de vista de la Constitución, los niños, las niñas 
y los adolescentes son sujetos de derechos constitucionales 
fundamentales, de protección especial prevalente, de protección 
reforzada y sujetos de restablecimiento de derechos. En la 
Constitución, se les ha denominado indistintamente como 
niños, adolescentes y menores, sin que normativamente se 
precise su significado y la diferencia que comporta cada una de 
estas voces. (Angulo y Vizcaya, 2008, según se cita en Angulo 
y Escalante, 2010, p. 21)

A partir de este marco constitucional los niños, niñas y adolescentes 
ya no se conciben como objetos de protección, sino como sujetos 
plenos de toda la gama de derechos fundamentales reconocidos para 
cualquier persona, más otros adicionales y prevalentes para contribuir 
en su proceso formativo y con estas bases se desarrolla la ley y la 
jurisprudencia, de manera que se expandan y concreten todas sus 
garantías, guardando armonía con los instrumentos internacionales 
que se analizaron en el capítulo precedente de esta obra.

Siendo preciso reglamentar muchos de los antecitados derechos, se 
han expedido leyes y decretos con ese objeto, entre los que sobresalen2: 

1.	 Ley 75 de 1968, por la cual se dictan normas sobre filiación y se 
crea el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

2.	 Ley 7 de 1979, que dicta normas para la protección de la Niñez, 
se establece el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se 
reorganiza el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se 
dictan otras disposiciones, reglamentada por el decreto  2388 de 
1989.

2	 Al respecto puede  consultarse la sentencia T-136 de 2006 con ponencia del Magistrado 
Marco Gerardo Monroy Cabra, en la que  la Corte Constitucional realiza un repaso de 
la legislación sobre infancia y adolescencia. 
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3.	 Decreto 2737 de 1989, mediante el cual se expidió el Código del 
Menor aun vigente en materia de alimentos.

4.	 Decreto 1310 de 1990, que dispuso la creación del Comité 
Interinstitucional para la Defensa, Protección y Promoción de 
los Derechos Humanos de la Niñez y la Juventud.

5.	 Ley 12 de 1991, por la que el Estado de Colombia ratificó la 
Convención de las Naciones Unidas de 1989 sobre los derechos del 
niño. 

6.	 Decreto 0094 de 1992, Por el cual se promulgó la Convención sobre 
los Derechos del Niño y la reserva formulada por Colombia respecto 
de su artículo 38, numerales, 2o. y 3o. relativa a la incorporación de 
niños a las filas del ejército.

7.	 Ley 115 de 1994, por la cual se expidió la ley general de educación.

8.	 Ley 173 de 1994, por medio de la cual se aprueba el Convenio 
sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, 
suscrito en La Haya el 25 de octubre de 1980. 

9.	 Ley 265 de 1996, a través del que se aprobó el “Convenio 
relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia 
de adopción internacional”, suscrito en La Haya, el 29 de mayo 
de 1993.

10.	Ley  294 de 1996, de violencia intrafamiliar, que diseñó 
mecanismos de protección infantil, reformada parcialmente 
por la ley 575 de 2000, modificada por la ley 599 de 2000 que 
expidió el Código Penal y por la ley 1257 de 2008.

11.	 Ley 387 de 1997, por la cual se adoptan medidas para la prevención del 
desplazamiento forzado; la atención, la protección y consolidación 
y estabilización socioeconómica de los desplazados internos en la 
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República de Colombia, reglamentada por los decretos 976, 2368 de 
1997 y conforme a la sentencia 025 de 2004.

12.	Ley 418 de 1997, que en su artículo 13 contiene disposiciones 
para proteger a los menores de edad contra efectos del conflicto 
armado, modificada por la ley 548 de 1999, ley 782 de 2002 y 
ley 1106 de 2006.

13.	Ley 449 de 1998, aprobatoria de la “Convención Interamericana 
sobre Obligaciones Alimentarias”, hecha en Montevideo, el 
quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y nueve (1989).

14.	Ley 470 de 1998, que aprobó la “Convención Interamericana 
sobre Tráfico Internacional de Menores”, hecha en México, 
D. F., México, el dieciocho (18) de marzo de mil novecientos 
noventa y cuatro (1994).

15.	Ley 515 de 1999, por la cual se aprueba el Convenio 138 sobre la 
edad mínima de admisión de empleo.

16.	Ley 548 de 1999, regulación sobre la incorporación de menores 
de edad a las filas del ejército, precisada por la Ley 642 de 2001.

17.	Decreto 1137 de 1999, que organizó el Sistema Administrativo 
de Bienestar Familiar, se reestructura el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones.

18.	Ley 599 del 2000, mediante la cual se expide el Código Penal, 
en cuyo artículo 33 establece que debe implementarse el sistema 
de responsabilidad penal juvenil.

19.	Ley 670 de 2001, que desarrolla parcialmente el artículo 44 de 
la Constitución Política para garantizar la vida, la integridad 
física y la recreación del niño expuesto al riesgo por el manejo 
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de artículos pirotécnicos o explosivos, reglamentada por el 
Decreto 4481 de 2006.

20.	Ley 679 de 2001, contentiva del estatuto para prevenir y contrarrestar 
la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores, 
modificada por la ley 1336 de 2009.

21.	Ley 704 de 2001, que aprobó el Convenio 182 sobre la prohibición 
de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata 
para su eliminación.

22.	Ley 721 de 2001, modificatoria de la Ley 75 de 1968, estableciéndose 
la prueba de ADN en los procesos de filiación.

23.	Ley 724 de 2001, por la cual se institucionalizó el Día de la 
Niñez y la Recreación.

24.	Decreto 882 de 2001, mediante el cual se promulgó el Convenio 
138 sobre la edad mínima de admisión al empleo.

25.	Ley 765 de 2002, que aprobó el “Convenio 182 sobre la 
prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción 
inmediata para su eliminación.

26.	Decreto 1524 de 2002, que reglamentó el artículo 5° de la 
Ley 679 de 2001, con el fin de establecer las medidas técnicas 
y administrativas destinadas a prevenir el acceso de menores 
de edad a cualquier modalidad de información pornográfica 
contenida en Internet o en las distintas clases de redes 
informáticas a las cuales se tenga acceso mediante redes globales 
de información y así mismo a propender para que estos medios 
no sean aprovechados con fines de explotación sexual infantil 
u ofrecimiento de servicios comerciales que impliquen abuso 
sexual con menores de edad.
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27.	Ley 800 de 2003, aprobatoria de la “Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” y 
el “Protocolo para Prevenir, Reprimir y sancionar la Trata de 
Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional”, adoptados por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el quince (15) de noviembre de 
dos mil (2000). 

28.	Ley 833 de 2003, por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
participación de niños en los conflictos armados”, adoptado en Nueva 
York, el veinticinco (25) de mayo de dos mil (2000).

29.	Decreto 130 de 2004, por el cual se promulga el “Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de los niños en la Pornografía, adoptado en Nueva 
York, el 25 de mayo de 2000”.

30.	Ley 880 de 2004, que aprobó la Convención Interamericana 
sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita en 
Montevideo, Uruguay, el quince (15) de julio de mil novecientos 
ochenta y nueve (1989), en la Cuarta Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado. 

31.	Decreto 3173 de 2004, que promulgó la “Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional” y el “Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, 
que Complementa la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional.

32.	Decreto 1547 de 2005, por el cual se promulga el “Convenio 182 
sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil 
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y la Acción Inmediata para su Eliminación”, adoptado por la 
Octogésima Séptima (87ª) Reunión de la Conferencia General 
de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, Ginebra, 
Suiza, el diecisiete (17) de junio de mil novecientos noventa y 
nueve (1999).

33.	Decreto 3966 de 2005, que promulgó el “Protocolo Facultativo 
de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la 
Participación de Niños en los Conflictos Armados”, adoptado 
en Nueva York, el veinticinco (25) de mayo de dos mil (2000).

34.	Ley 1008 de 2006, que fijó algunas competencias y 
procedimientos para la aplicación de convenios internacionales 
en materia de niñez y de familia

35.	Ley 1060 de 2006, que modificó las normas que regulan la 
impugnación de la paternidad y la maternidad.

36.	Ley 1098 de 2006, por la que se expidió el Código de la Infancia 
y la Adolescencia.

37.	Ley 1146 de 2007, por medio de la cual se expidieron normas para 
la prevención de la violencia sexual y atención integral de los niños, 
niñas y adolescentes abusados sexualmente.

38.	Decreto 3705 de 2007, por el cual se declaró el día nacional de 
la prevención del embarazo en adolescentes.

39.	Decreto 4690 de 2007, que creó la Comisión Intersectorial 
para la prevención del reclutamiento y utilización de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes por grupos organizados al margen de la ley. 

40.	Ley 1236 de 2008, modificatoria de algunos artículos del 
Código Penal relativos a delitos de abuso sexual.



YAENS LORENA CASTELLÓN GIRALDO

- 69 -

41.	Ley 1295 de 2009, por la que se reglamentó la atención integral 
de los niños y las niñas de la primera infancia de los sectores 
clasificados como 1, 2 y 3 del Sisbén.

42.	Ley 1329 de 2009, por medio de la cual se modifica el Título 
IV de la Ley 599 de 2000 y se dictan otras disposiciones para 
contrarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas 
y adolescentes.

43.	Ley 1336 de 2009, que adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, 
de lucha contra la explotación, la pornografía y el turismo sexual 
con niños, niñas y adolescentes.

44.	Ley 1361 de 2009, sobre la Protección Integral a la Familia

45.	Decreto 860 de 2010, que reglamentó parcialmente la Ley 1098 
de 2006, con medidas tendientes a garantizar la presencia de los 
padres o las personas responsables del cuidado del niño, niña o 
adolescente menores y mayores de 14 años, en los procesos que 
se llegaren a adelantar en su contra.

Esquematizando este listado se obtienen las siguientes gráficas:
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De acuerdo con estos esquemas es notorio el repunte que se tuvo a 
partir de la Constitución de 1991, la que actuó como fuente para el resto 
de la reglamentación que se fue expidiendo, pero el mayor desarrollo se 
logró en la última década. Así mismo se ha prestado especial atención 
a los derechos la vida, la integridad personal y la libertad y formación 
sexuales y finalmente se advierte un gran interés en la ratificación 
de instrumentos internacionales, y no solo en la adopción de reglas 
internas, por la cantidad normas para acoger aquéllos, casi a la par de 
las que regulan trámites y autoridades administrativas.
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Al margen de lo anterior y pasando ahora al plano penal, el primer 
referente se encuentra en el artículo 33 del CODIGO PENAL, 
que fijó la regla general sobre la imputabilidad de las personas con 
menos de 18 años de edad, cerrando así la controversia en el ámbito 
legal patrio sobre la inclusión de los jóvenes en el sistema penal, al 
dejar de catalogarlos como inimputables, previendo que deberán 
someterse al sistema de responsabilidad penal juvenil; ciertamente 
este sistema no se encontraba creado al momento de expedirse dicho 
código mediante la ley 599 del 24 de julio de 2000, por lo que en el 
artículo transitorio 475 del mismo disponía la conformación de una 
comisión interinstitucional entre la Fiscalía General de la Nación, la 
Procuraduría General y la Defensoría del Pueblo, a fin de estudiar, 
definir y recomendar al Congreso la adopción de un proyecto de ley 
relativo a este tema.

De esta manera el Código Penal marcó un hito en el tratamiento 
jurídico penal de los adolescentes, quienes anteriormente y bajo el 
imperio del Código Menor eran considerados inimputables y solo 
podían cometer conductas típicas y antijurídicas, pero no culpables, por 
lo cual no se les podían asignar castigos sino medidas de protección, 
ya que se les desconocía la capacidad para conocer el injusto y la 
posibilidad de actuar de otra manera; así las cosas, esa condición de 
inimputables, que en su momento parecía beneficiosa, resultó en la 
violación del derecho de defensa y por ende del debido proceso de los 
menores de edad, ante la imposibilidad de invocar circunstancias que 
podrían haberlos liberado de cualquier respuesta ante el delito, como 
las atinentes a errores de prohibición.

Ciertamente el tema de la inimputabilidad por minoría de edad fue 
un aspecto discutido durante siglos, que dio pie para la impunidad 
del delito del menor, ocasionando movimientos abolicionistas y 
salvadores. Actualmente, acogiendo los postulados de la CDN, los 
niños se conciben como personas en proceso de formación, con todos 
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sus atributos y dignidades, porque no se trata de menos persona o 
incapaz, sino seres en crecimiento. Esta situación mundial se reflejó 
en la normativa colombiana, elevando a los adolescentes a la categoría 
de imputables, reconociendo así su capacidad de determinarse como 
sujetos de derecho, titulares de derechos y obligaciones.

Actualmente, tal como se enfatizó en el estado del arte y el marco 
teórico de este estudio, con la derogatoria expresa del Código del 
Menor, decreto 2737 de 1989 por la ley 1098 de 2006, CODIGO DE 
LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA –en adelante CIA-, se ha 
implementado el sistema de responsabilidad penal para adolescentes 
que reclamaba el CODIGO PENAL, explicitándose la doctrina de 
la protección integral en la normatividad Colombiana, poniéndose a 
tono con la Convención de Derechos del Niño – en adelante CDN- y 
otros estándares internacionales.

El Código de la Infancia y la Adolescencia es el producto del esfuerzo 
de diferentes estamentos, autoridades y personas, que insistieron 
hasta lograr el establecimiento de la teoría de protección integral en la 
legislación de nuestro país. Se reitera que fueron varios los proyectos 
presentados con el fin de modificar y derogar el Código del Menor, los 
cuales no llegaron a aprobarse, hasta que se acogieron los Nº 215 de 
2005 del Senado y Nº 85 de la Cámara de Representantes, a los que 
fue acumulado el proyecto Nº 96 también de esta última Corporación, 
después de varias conciliaciones al interior del órgano legislativo.

Fue así como se justificaron esos proyectos:

Tal y como está planteado el proyecto de Ley de Infancia que 
estudiamos, se concibe como una herramienta conveniente para 
adecuar la legislación colombiana sobre niñez y adolescencia 
a la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, a los 
principales instrumentos internacionales ratificados por 
Colombia desde 1991 y, por supuesto, a nuestra actual Carta 
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Política. En la medida en que el Código del Menor vigente 
es anterior a todos los dispositivos jurídicos mencionados, 
consagra un esquema de protección de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, que es evidentemente limitado frente a 
las concepciones y consensos jurídicos contemporáneos sobre 
el tratamiento legislativo que debe darse a las personas menores 
de edad. (Exposición de motivos de la ponencia para el primer 
debate, p. 2)

Frente al CIA Castillo Rugeles comenta:

Es así como la nueva Codificación, contiene significativos 
cambios en el actuar frente a los menores, como lo son, una 
transformación cultural, institucional y familiar, que se traduce 
en un impuso cualitativo de reconocimiento a la niñez como 
sujeto de derechos, no tanto desde la normatividad, sino 
especialmente desde su realidad y su cotidianidad, es decir 
como sujetos morales, articulando tareas dispersas de todos los 
sectores y todas las instituciones hacia un solo objetivo: el sujeto 
integral. (Castillo Rugeles, 2009, p. 66)

Este Código se encuentra organizado en tres partes: la primera sobre 
la protección integral, la segunda sobre el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes y la tercera sobre las políticas públicas, la 
inspección, vigilancia y control. No obstante, esta división no puede 
ser apreciada en términos absolutos, de manera que se desligue una de 
la otra y en este sentido se considera que el libro primero es igualmente 
obligatorio y aplicable a muchos aspectos del libro segundo sobre el 
juzgamiento de los adolescentes.

Por ende son fundamentales las disposiciones generales sobre 
protección integral, donde ésta se define (artículo 7 del CIA), así como 
el interés superior (artículo 8 del CIA), la prevalencia de derechos 
(artículo 9 del CIA), la finalidad y objeto de esa legislación  (artículos 1 
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y 2 del CIA), los sujetos titulares, que son todas las personas menores de 
18 años, entendiendo por niño o niña la de 0 a 12 años y por adolescente 
de 12 a 18 años, con la previsión especial que en caso de duda sobre 
la edad deberá presumirse la inferior y de otra parte reconociendo la 
capacidad de los pueblos indígenas (artículo 3 del CIA), la naturaleza 
de todo su articulado, como de orden público, irrenunciable y de 
aplicación preferencial (artículo 5 del CIA), precisando también 
las reglas para la interpretación y aplicación de las normas, según 
la cual deberá acogerse la más favorable (artículo 6 del CIA) y la 
corresponsabilidad y exigibilidad de sus derechos (artículos 10 y 11 
del CIA). Entre los artículos 17 a 37 del CIA se consignan los derechos 
y libertades que les asisten a los niños, niñas y adolescentes y en los 
restantes capítulos del mismo libro las medidas tanto administrativas 
como los trámites judiciales para efectivizarlos, las autoridades y 
procedimientos para el restablecimientos de sus derechos.

De acuerdo con lo anterior, es imprescindible adoptar los parámetros 
generales del Código de la Infancia y la Adolescencia para interpretar 
el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, ya que solo 
así se materializa la protección integral que se pretendió establecer.

En el libro segundo, se establecen los principios rectores y 
definiciones, las autoridades y entidades del sistema, la reparación 
del daño y las sanciones. La aplicación de esta normatividad se 
circunscribe a la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos 
por personas que tengan entre 14 y 18 años al momento de cometer el 
hecho punible (artículo 139 del CIA), dejando así de lado la idea de la 
inimputabilidad, bajo la nueva concepción de responsabilidad penal y 
civil (artículo 169 del CIA), titularidad de derechos y obligaciones para 
con el Estado y la sociedad.

En torno a ello se aprecia una aparente contradicción entre el 
artículo 3º del CIA que considera adolescente a la persona mayor de 
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12 años, y el artículo 139 del mismo, según el cual el sistema penal 
se aplica a los adolescentes mayores de 14 años. Sin embargo se pudo 
constatar por medio de los antecedentes de los proyectos de ley que se 
materializaron en ese articulado, que desde la primera ponencia, la 
intención deliberada del legislador fue la de predeterminar los 14 años 
y no los 12 como límite étareo para efectos penales, según se manifestó 
en la exposición de motivos, así:

No es igual el nivel de madurez mental y comportamental de un 
adolescente a los doce (12), que a los catorce (14), o a los dieciséis 
(16), o a los dieciocho (18) años; el mismo proceso evolutivo 
natural y cultural va desarrollando lentamente la capacidad 
cognoscitiva y volitiva de las personas menores de edad. Por 
eso nos produce incertidumbre fijar los doce (12) años como 
edad penal, sobre todo si la filosofía del proyecto de código 
que estamos tramitando no es la de la “situación irregular” 
sino la de la “protección integral de la niñez y la adolescencia”. 
Un tratamiento penal, por más benigno que sea repugna a la 
idea de protección privilegiada para esos sectores de la población. 
(Exposición de motivos de la ponencia para el primer debate, p. 10)

Fue así como se materializó la ley de responsabilidad penal, 
destinada a los jóvenes desde 14 años, porque a los de edad inferior 
que incurran en delitos se les aplicarán medidas de verificación de 
garantías de sus derechos, conforme al artículo 143 del CIA, las cuales 
están a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

Uno de los puntos álgidos y que ha creado controversia en 
diferentes escenarios es el trámite por el que se adelanta el proceso de 
responsabilidad penal para adolescentes, porque en el artículo 140 del 
CIA se estableció la finalidad de todo el sistema y de las medidas que 
se adopten, como de carácter pedagógico, específico y diferenciado 
respecto del sistema de adultos y conforme a la reparación integral, 
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pero en el artículo 144 de esa obra se previó la remisión a las normas 
consagradas en la ley 906 de 2004 (sistema penal acusatorio), con la 
mera salvedad de las que sean contrarias al interés superior. Al no 
haberse establecido un procedimiento particular en la mayoría de 
los temas, la aplicación del penal para adultos resulta obligatoria, 
pero a la vez complicada, en la medida en que no se realiza pura y 
llanamente, sino en las condiciones que considere necesarias el 
operador judicial para evitar que se soslaye el aludido principio. Esto 
da lugar a un amplio margen para la interpretación, que obviamente 
produce criterios encontrados en muchos temas, como en las medidas 
de aseguramiento, las pautas para el establecimiento y modificación 
de las sanciones, para citar solo algunos ejemplos. Por ello, tal como 
señala Arias López (2009), este aspecto es una de las debilidades del 
sistema, siendo necesario que se contemple la posibilidad del diseño 
de Código de Procedimiento Penal para Adolescentes, a fin de zanjar 
estas controversias, tal como existe en países como El Salvador y Costa 
Rica.

La Corte Constitucional, en la sentencia C-740 de 20083 declaró 
exequible el artículo 144 del CIA, estimando que la referida remisión 
que autoriza la aplicación del procedimiento penal con tendencia 
acusatoria y la intervención de los funcionarios de la Fiscalía General 
de la Nación, no desvirtúa la especificidad del procedimiento penal 
para adolescentes y por el contrario les amplía las garantías, con lo 
que pareciera se puso punto final a cualquier controversia. Empero, 
en la sentencia C-684 de 20094, esa misma Corporación separa del 
ordenamiento un aparte del artículo 191 del mismo Código, exhortando 
al cuerpo legislativo para que analice si en atención a los principios de 
especificad y diferenciación, debe expedirse una regulación particular 
para la investigación y juzgamiento de los adolescentes sorprendidos 

3	 Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería.
4	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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en flagrancia, quedando al descubierto que ese Colegiado observó un 
vacío legal en este sentido.

De todas formas, la instauración del procedimiento penal acusatorio 
en el juzgamiento de los jóvenes, aunque sea gracias a dicha remisión, 
es uno de los mayores logros del CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA 
ADOLESCENCIA, porque así se enaltecen las garantías procesales, 
muchas de las cuales fueron consagradas expresamente en este texto, 
como el debido proceso, la presunción de inocencia, la defensa, 
la contradicción, el asesoramiento legal, la segunda instancia, la 
legalidad (artículos 151, 152 y 154 del CIA). Además se fijaron otras 
consideraciones especiales atendiendo la especialidad de los sujetos a 
quienes va dirigido, como la exclusión del sistema de los niños y niñas 
menores de 14 años (artículo 143 del CIA), el acompañamiento del 
Defensor de Familia (artículo 146 del CIA), la especialización de las 
autoridades y órganos encargados del proceso y medidas (artículo 148 
del CIA), la reserva de las diligencias y la exclusión de antecedentes 
(artículos 153 y 159 del CIA), la prohibición del juzgamiento en 
ausencia (artículo 158 del CIA), la excepcionalidad de la privación de 
la libertad (artículo 161 del CIA) y el establecimiento de un catalogo 
de sanciones (artículo 177 a 187 del CIA).

La participación de la Fiscalía General de la Nación (artículo 
163 numeral 1º del CIA), como órgano encargado de dirigir la 
investigación y depositario de la pretensión acusadora, es otra fortaleza 
del CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA, al 
revestir de independencia e imparcialidad al funcionario judicial que 
deberá adoptar la decisión sobre la responsabilidad y la sanción, lo 
que era impensable en el sistema inquisitivo del Código del Menor, 
bajo cuyo imperio el poder omnímodo de éste generó las más grandes 
críticas. Actualmente es el Fiscal el que se ocupa de la dirección de 
las investigaciones, supervisando la labor de la Policía de Infancia 
y Adolescencia (numeral 5º del mismo artículo). Finalmente, se 
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consagró expresamente el derecho a la asistencia técnica, bien sea por 
un apoderado designado por el adolescente (artículo 154 del CIA) o 
que en su defecto la asume la Defensoría Pública (numeral 7º de la 
citada norma), completando así las partes del proceso.

Es de anotar que este sistema está dirigido a seres humanos que 
aun no han culminado su proceso formativo, de acuerdo con el 
principio de corresponsabilidad, es a su familia a quien le asiste, en 
primera instancia, la obligación de protegerlos, formarlos, orientarlos 
y proporcionar las condiciones necesarias para su desarrollo integral, 
participando activamente en el proceso penal, lo que no se estableció 
expresamente, teniendo que ser reglamentado mediante el decreto 860 
de 2010. 

En dicho decreto se determina la participación de los padres o 
cuidadores de los adolescentes infractores, que son citados ante el 
Defensor de Familia, Comisario o Inspector de Policía, con quien se 
comprometerán a acompañarlos, supervisarlos, asistir a las audiencias, 
visitarlos y apoyarlos si están privados de la libertad, que si se incumple 
ocasiona amonestación, que se convierte en multa, si persisten en 
no interesarse. Ciertamente se debía llenar el vacío del Código de la 
Infancia y la Adolescencia para establecer expresamente la vinculación 
de la familia al proceso penal juvenil, pero es de anotar que esta nueva 
normatividad también se quedó corta, al no prever trámite previo para 
asignar dichas sanciones, además que los funcionarios facultados para 
ello son de categoría administrativa y no judicial, dejándose en vilo los 
derechos a la contradicción, defensa y por supuesto el debido proceso 
de los padres o cuidadores que podrían ser amonestados o multados 
sin el lleno de estas garantías, porque tal como se encuentra redactado 
el texto legal, no tienen siquiera la posibilidad de exponer alguna razón 
que justifique su incumplimiento.
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Corolario de todo el análisis es el avance que ha tenido el tema 
a través de los años, constatándose que actualmente existe todo un 
engranaje de procedimientos, instituciones y autoridades destinadas 
a asegurar que esa protección integral se cristalice, los cuales abarcan 
una amplia gama de derechos y garantías.

Específicamente contra el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes se han presentado proyectos de ley encaminados a 
endurecer la respuesta estatal frente al delito de la juventud5, cuando 
lo cierto es que en virtud de la gradualidad con la que se implementó 
aquél, apenas en diciembre de 2009 empezó su vigencia en todo el 
territorio nacional6, sin que conozcan suficientes estudios que hayan 
evaluado su efectividad y el impacto social, en los que se puedan 
afincar las reformas legislativas7. Lo que sí se posible afirmar sin lugar 
a dudas, es que se ha hecho un esfuerzo a partir de la Constitución 
Política para legislar sobre estos temas y especialmente en el área penal, 
por extender las garantías procesales de los adolescentes infractores, 
conforme a diferentes instrumentos internacionales. 

Es acertado entonces traer a colación al Doctor García Méndez, 
quien a propósito del estudio del impacto de la Convención de los 
Derechos del Niño en América Latina, enfatiza el carácter del derecho, 
como instrumento para el modificar de la realidad y no para reducirlo 
a un simple y vago reflejo de ella, cuando manifiesta:

5	 Proyectos de ley 148 y 153 de 2010 del Senado, presentados por el senador Roy Barreras 
Montealegre y la senadora Gilma Jiménez, respectivamente. Además el Proyecto 164 
de 2010, publicado en la Gaceta del Congreso 737, del 5 de octubre de 2010, presentado 
por el Ministro del Interior y de Justicia, el Ministro de Defensa y por el Fiscal General 
de la Nación.

6	 Artículo 216 del CIA.
7	 Se conocen algunos datos de la Policía Nacional y del Observatorio de sanciones 

del Sistema de Responsabilidad penal para Adolescentes, presentadas en el IV 
CONVERSATORIO SOBRE EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 
PARA ADOLESCENTES, organizado por el Consejo Superior de la Judicatura y 
la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, realizado en Santa Marta, del 28 al 30 de 
octubre de 2010.
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En lugar de ser un programa de acción futura, y un instrumento 
para conseguir lo que todavía no es, si el derecho debe reflejar 
la realidad, entonces solo puede y debe existir cuando ya no es 
más necesario. El resultado de este razonamiento (incorrecto y 
falso), consiste en confirmar la subestimación de la función del 
derecho. (García Méndez, 2004, p. 61)

Es adecuado entonces culminar este segmento citando al profesor 
Ferrajoli, quien expone en el prefacio de una obra sobre las leyes de 
infancia en América Latina:

De la misma forma que estas leyes no han caído del cielo, 
sino que han sido conquistadas por la movilización social, 
también su defensa e implementación dependerá sobre todo 
del compromiso conjunto de la cultura jurídica de las fuerzas 
democráticas presentes en la sociedad civil. De hecho, el nexo 
entre el derecho y democracia no es solo teórico, sino también 
práctico. Este nexo no vive solamente en las leyes y las prácticas 
institucionales, sino también y primordialmente, en las luchas 
sociales y el imaginario colectivo. No consiste solamente en la 
función insustituible de garantía desarrollada por el derecho 
en relación con la democracia, sino que implica también las 
condiciones de efectividad del uno y de la otra. Condiciones 
de efectividad que a su vez dependen de la medida en la cual el 
derecho y los derechos se convierten – a través del diálogo, la 
confrontación racional y la firmeza en su defensa- en sentido 
común socialmente compartido, afincado en la cultura popular 
y en las prácticas sociales y políticas. (Ferrajoli, 2004, p. XXVII)

3.2 Protección jurisprudencial. 

La Corte Constitucional ha emitido muchas sentencias sobre diferentes 
tópicos que atañen a la niñez y a la adolescencia, en sede de tutela o de 
constitucionalidad; debido a la magnitud del material, era imperioso 
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delimitar al área de estudio, dibujando una ruta o mapa que ayudara a 
definir algunas subreglas8 que esa Corporación ha expuesto. 

Para este efecto se utiliza la técnica de línea jurisprudencial, 
documentada por López Medina (2008), restringiendo el escenario 
constitucional9 a los objetivos mismos de todo este estudio, que no son 
otros que demarcar las garantías penales de las que son titulares los 
adolescentes infractores de la ley penal, planteando un problema jurídico 
concreto y a partir de allí se verifican los tres pasos metodológicos para 
la construcción de la línea10, obteniendo la siguiente gráfica:

8	 López Medina (2008) manifiesta que la subregla jurisprudencial es el resultado de la 
construcción de una línea jurisprudencial donde se interpretan varias providencias 
relevantes, para lo cual es necesario “acotar el patrón fáctico concreto (con el correlativo 
conflicto de intereses y derechos que le sea propio)”. (p. 140)

9	 El citado autor lo define como el “patrón fáctico típico (con su correspondiente campo 
de intereses contrapuestos) en que la Corte ha especificado, mediante subreglas, el 
significado concreto de un principio constitucional abstracto” (p. 148). 

10	 De acuerdo con el mismo autor, se trata de ubicar la sentencia más reciente, con el 
mismo patrón fáctico del caso bajo estudio, que servirá de punto arquimédico de apoyo. 
Posteriormente se realiza la ingeniería de reversa, que implica hacer una lista y estudiar 
las citas jurisprudenciales que realiza la Corte Constitucional, hasta confeccionar el 
nicho citacional. Finalmente se identifican las sentencias más citadas, en las que más 
se apoya la línea, obteniendo la telaraña y puntos nodales de jurisprudencia.
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¿LOS JÓVENES INFRACTORES DE LA LEY PENAL PUEDEN SER SANCIONADOS
 

CON PRIVACIÓN DE SU LIBERTAD?  

TESIS A   

  Código del Menor 

 

 

              C-019/93 

 

 

                          C-817/99  

 

 

                                                                 C-839/01 

                          

 

                                                                    C-203/01 

 

 

 

                    Código de la Infancia y la Adolescencia      

 

                                                                    C-740/08   

                                                                   C-684/09   

                                                                   C-055/10       

 

TESIS B  

 

 

NO  

Porque los menores 

son inimputables, sólo 

puede adelantarse a su

favor un proceso 

tutelar y aplicarles 

medidas de protección 

como la ubicación 

institucional. 

 

 

SI  

Porque los 

adolescentes son 

imputables, puede 

adelantarse en su 

contra un proceso 

penal, y de ser 

declarados 

responsables, 

imponérseles una 

sanción que puede 

ser de privación de 

la libertad.



YAENS LORENA CASTELLÓN GIRALDO

- 83 -

Explicación de la línea

La primera tarea fue identificar la sentencia arquimédica, que lo fue la 
C-055 del 3 de febrero de 201011, donde se resolvía la demanda contra 
los artículos 129, 150, 158, 197 y 199 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia. Allí esa Corporación se inhibió frente la mayoría de 
esas disposiciones, centrándose en los artículos 129, que establece una 
presunción a favor de las obligaciones alimentarias de niños, niñas y 
adolescentes, según la cual el obligado devenga al menos el salario 
mínimo legal vigente. Por otra parte se estudió el reclamo contra 
el artículo 158 del CIA, que prohíbe el juzgamiento en ausencia, 
concluyéndose que es exequible, solo en el entendido que no incluya 
al adolescente contumaz o rebelde, que afectaría eventualmente los 
derechos de las víctimas, frente al cual la Fiscalía deberá informar 
al Juez que lo ha citado al proceso y que éste a sabiendas no ha 
comparecido, caso en que éste realizará el trámite correspondiente, 
incluido el juzgamiento, respetando todos sus derechos.

Una vez realizada la ingeniería de reversa surge el primer nivel de 
citas de la línea, de donde resultó que solo cinco del cúmulo de fallos 
citados12 comparten el mismo patrón fáctico planteado, como son la 
C-019 de 199313, C-839 de 200114, C-203 de 200515, C-740 de 200816 y 
C-684 de 200917.

11	 Con ponencia del Magistrado Juan Carlos Henao Pérez.
12	 En total en la C-055 de 2010, en cuanto al estudio del artículo 158 del Código de la 

Infancia y la Adolescencia y el interés superior del niño, la Corte Constitucional cita 
los siguientes fallos: C-019 de 1993, T-514, C-680 de 1998, C-817 y C-742 de 1999, C-384, 
C-803, C-591, C-591, C-596 y C-1717 de 2000, C-093, C-1191, C-204, C-839 y T-979 de 
2001, C-316 y C-309 de 2002, C-100, C-841 y T-510 de 2003, C-106, C-248, T-292 y 
T-397 de 2004, C-065, C-203, C-591, C-823 y C-979 de 2005, T-137, T-466 y T-808 de 
2006, T-152 y C-1005 de 2007, C-228, C-425, T-466, C-545, C-740, C-1005 y T-1258 de 
2008, C-227, C-409, C-684 y C-748 de 2009.

13	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
14	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
15	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
16	 Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.
17	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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Luego se analiza la C-684 de 200918 que sopesó la constitucionalidad 
del artículo 191 del Código de la Infancia y la Adolescencia, que 
prescribía un procedimiento abreviado y diferente del de la ley 906 
de 2004 para el caso de la detención en flagrancia de los adolescentes, 
que fue declarado inexequible en unos apartes. En este fallo la 
Corte Constitucional hace referencia a los mismos proveídos antes 
mencionados, adicionando el C-817 de 199919, además de otros20 que 
no tienen la analogía estrecha con el problema jurídico de la línea.

A continuación en la C-740 de 200821, que ya se tuvo la ocasión de 
mencionar en este capítulo, ese Colegiado precisa que el concepto de 
niño que trae el artículo 44 superior, incluye a los adolescentes. Así 
mismo resalta que las remisiones al procedimiento penal acusatorio 
no desvirtúan la especificidad del sistema para adolescentes y se 
recalca que tal como dispone el artículo 147 del Código de la Infancia 
y la Adolescencia, es al juez a quien le corresponde determinar si las 
audiencias que se surtan serán cerradas, otorgándosele un voto de 
confianza para efectivizar los derechos. En este proveído las citas son 
escasas, la única con el mismo patrón fáctico es a la C-019 de 199322.

Las determinaciones hasta ahora detalladas se inclinan hacia la 
tesis B, según la gráfica anterior, que es la postura jurisprudencial 
vigente en estos momentos, y que se consideran como sentencias 
confirmadoras de principios23, porque ciertamente son posteriores a la 
expedición del Código de la Infancia y la Adolescencia que instauró 
el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes y en efecto 

18	 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
19	 Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Gómez.
20	 T-029/94, T-408/95, T-514/98, C-1064/00, T-979/01, T-510/03, T-292/04, T-397/04, C-796/04, 

C-507/05, T-137/06, T-466/06.
21	 Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería.
22	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
23	 Según el citado autor las sentencias confirmadoras de principios o de reiteración “son 

aquellas que se ven a sí mismas como puras y simples aplicaciones a un caso nuevo del 
principio o ratio contenido en una sentencia anterior” (p. 166 a 167)
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se ocupan de demandas contra algunas de sus disposiciones, sin que 
demarquen un giro sobresaliente en el sentido que tomó la línea a 
partir de esa legislación.

Aparece entonces la C-203 de 200524, en la cual el alto Tribunal 
de la Jurisdicción Constitucional declara exequible el parágrafo 2 del 
artículo 19 de la Ley 782 de 2002, “por medio de la cual se prorroga 
la vigencia de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 
548 de 1999 y se modifican algunas de sus disposiciones”, norma que 
disponía la judicialización de los jóvenes que hacían parte de grupos 
armados al margen de la ley y su remisión al CODA25 para examinar 
la posibilidad de concederles un indulto. En esta providencia se alude 
muchos instrumentos internacionales26 y se vuelve sobre las sentencias 
continuamente mencionadas, como son la C-019 de 199327, C-817 de 
199928 y C-839 de 200129; también se hace una extensa citación de otros 
fallos30 que resuelven diferentes problemas jurídicos, destacándose las 
citas a las sentencias C-113 de 200531, C-172 de 200432 y C-340 de 199833, 
que sí guardan estrecha relación con los postulados de la línea, ya que 

24	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
25	 Comité Operativo para la Dejación de Armas.
26	 La Corte Constitucional alude a la Convención sobre Derechos del Niño, el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana de Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948, Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, las Reglas de Beijing, 
las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, la 
Carta Africana sobre los Derechos y el Bienestar del Niño, el Estatuto del Tribunal Especial 
para Sierra Leona, la Convención Europea de Derechos Humanos y decisiones de la Corte 
Europea de Derechos Humanos en los casos de Bouamar vs. Bélgica, V. vs. Reino Unido y 
T. vs. Reino Unido. 

27	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
28	 Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz.
29	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
30	 C-406/92, C-225/95, C-566-95, C-578/95, C-358/97, C-191/98, SU-747/98, C-768/98, 

C-1064/01, C-228/02, C-535/02, C-578/02, C-916/02, C-004/03, T-772/03, C-1068/03.
31	 Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.
32	 Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.
33	 Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo.
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la primera se ocupa de la demanda de varios artículos del Código del 
Menor, la segunda estudia la ley 833 de 2003 que ratificó el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
participación en conflictos armados y la última sobre vinculación de 
las personas menores de edad a las filas del ejército; aunque son fallos 
importantes, solo confirman los postulados de la línea, por lo que no 
se ubicaron en la gráfica.

Volviendo sobre la C-203 de 200534, se la cataloga de hito35, inclinando 
el rumbo de la línea hacia la tesis B, por el profuso análisis que 
realiza sobre la legislación interna, los instrumentos internacionales 
y la jurisprudencia. Además, siendo anterior al Código de la Infancia 
y la Adolescencia, fija una sub-regla jurisprudencial sumamente 
importante, como es la posibilidad de declarar la responsabilidad de 
los jóvenes que se desvinculen de los grupos violentos, concluyéndose 
que han sido víctimas del delito de reclutamiento forzoso, más no 
por ello puede excluirse de tajo su judicialización, en consideración a 
que también se encuentran en juego derechos de otras víctimas de los 
delitos que aquéllos pudieron cometer durante su incursión armada. 
No se trató de una decisión pacífica, puesto que contó con salvamento 
de voto de los Magistrados Alfredo Beltrán Sierra, Rodrigo Escobar 
Gil y Clara Inés Vargas Hernández, quienes se apartaron de la 
mayoría, argumentando que los adolescentes que participaron en el 
conflicto son esencialmente víctimas que requieren atención por parte 
del Estado y no pueden ser considerados delincuentes, expuestos a un 
proceso penal que bien puede ser sustituido por un indulto.

Aunque las consideraciones expuestas por la Corte Constitucional 
se refieren a normas que han sido modificadas, las premisas continúan 
vigentes en cuanto al Sistema de Responsabilidad Penal para 

34	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
35	 En la mencionada obra se indica que las sentencias hito dentro de una línea 

jurisprudencial son “las que tienen un peso estructural fundamental dentro de la 
misma”. (p. 162)
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Adolescentes y concretamente son útiles para interpretar la figura del 
principio de oportunidad para los jóvenes desvinculados del conflicto 
armado, consagrado en el artículo 175 del Código de la Infancia y 
la Adolescencia, del que claramente se desprende la misma doctrina 
expresada por dicho Colegiado, al preverse legalmente la posibilidad 
de judicializar a dichos jóvenes, o aplicarles el aludido principio al 
verificarse la configuración de cuatro situaciones específicas.

Pero la sentencia que en su momento marcó un nuevo derrotero 
hacia la tesis B, que se repite, es la imperante en la actualidad, fue 
la C-839 de 200136, donde se resolvió declarar exequible el artículo 
33 del Código Penal, que determina la imputabilidad de las personas 
menores de 18 años. Allí el Alto Tribunal Constitucional armoniza 
los instrumentos internacionales sobre derechos humanos de los niños 
con la legislación interna existente en ese momento, concluyendo que 
el sometimiento de ellos a la justicia, para que se resuelva sobre su 
responsabilidad penal “es entonces una realidad del derecho que no 
puede ser desconocida con el argumento de que los menores 
gozan de una protección especial por el Estado y la comunidad 
mundial” (p. 18), e instando al legislador para que “recoja las normas 
y principios constitucionales e internacionales al momento de regular 
este apartado jurisdiccional” (p. 19).

Este fallo anterior a la ley 1098 de 2006, fue el que de una vez 
por todas reconoció la imputabilidad de los jóvenes, abriendo la 
compuerta para su juzgamiento penal, sin que se cite jurisprudencia 
anterior en el mismo sentido37 del mismo Colegiado, y se encuentra 
que la ratio decidendi que allí se expone se finca en el análisis legal, de 
instrumentos internacionales y en la sentencia del 8 de junio de 1989 
de la Corte Suprema de Justicia, es decir que se tuvo que acudir a una 

36	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
37	 En esta sentencia se citan la C-1064/00, T-556/98, C-176/93, que difieren en cuanto al 

patrón fáctico. 
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cita externa, porque hasta ese momento no se había expuesto esa tesis 
en la Corte Constitucional.

Se observa entonces que las sentencias anteriores a la C-839 de 
200138 se encontraban dentro de la sombra decisional o en bajo el 
criterio de la tesis A, conforme al Código del Menor y aunque poco 
a poco la Corte Constitucional fue morigerando algunos aspectos del 
proceso tutelar, indefectiblemente se predicaba la inimputabilidad de 
los menores y la adopción de medidas de protección como la ubicación 
institucional y no de sanciones.

En este punto se encuentran dos fallos relevantes en esta área de 
la línea, como son la C-817 de 199939 y la C-019 de 199340. El primero 
resuelve declarar inexequibles las expresiones de los artículos 166, 185, 
191 y 199 del Decreto 2737 de 1989 –Código del Menor- que pudieran 
dar a entender que la presencia del apoderado del menor era optativa, 
puntualizando que la defensa legal es obligatoria en las actuaciones 
penales, siendo nulas si se omite esta garantía, que por ser de naturaleza 
constitucional, es ostentada por todas las personas, lo cual no puede ser 
suplido por el Defensor de Familia. Esta decisión se apoya solamente 
en sentencias con otro patrón fáctico41 y en la C-019 de 199342 y aunque 
se enfatiza que el proceso menoril es de carácter tutelar y no represivo, 
ciertamente se le concede el precitado presupuesto procesal, contra lo 
que se alzó el salvamento de voto del Magistrado Eduardo Cifuentes 
Muñoz, al considerar que ante la ausencia de un defensor, el Defensor 
de Familia, que también es abogado, podía y debía asumir este rol.

38	 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
39	 Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz.
40	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
41	 Se citan la C-005/1993, C-019/1993, C-062/93, T-047/95, T-408/1995, C-459 de 1995, 

C-049 de 1996.
42	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
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Finalmente, la sentencia fundante43, es decir aquélla con la que 
principia la línea ubicada en la tesis A, es la C-019 de 199344, que 
declara exequible el artículo 167 del Código del Menor relativo a la 
única instancia de los procesos contra menores infractores, fijando 
una sub-regla según la cual podía impugnarse la medida privativa de 
la libertad, conforme a la Convención sobre Derechos del Niño. Así 
mismo se avalan los artículos 174 inciso primero referente a la reserva 
de las actuaciones, 182 numeral tercero que permitía la investigación 
de las circunstancias personales y familiares del menor, 187 inciso final 
sobre la entrevista privada del joven con el juez, pues “El acercamiento 
íntimo y personal con el menor es quizás uno de los instrumentos 
más útiles para protegerlo” (p. 24), el artículo 201 numeral cuarto 
que establecía que las medidas de rehabilitación impuestas cesarán, 
se modificarán o suspenderán cuando éste adquiera la mayoría de 
edad, bajo el entendido de pasar del estado de inimputabilidad al de 
imputabilidad, el artículo 301 que contenía la reserva de la identidad 
de los niños en los medios de comunicación, fueran autores o víctimas 
de la agresión penal. Así mismo se declara exequible el artículo 184, 
siempre y cuando se interprete y aplique respetando el derecho al 
habeas corpus.

La significación de este proveído es la ser el primero que se ocupó de 
los derechos de los jóvenes cuando soslayaban el ordenamiento penal, 
que por tal razón solo contiene una cita de ese mismo Colegiado sobre 
otro asunto45 y referencias externas de la Corte Suprema de Justicia46, 
es decir que no se apoya en otro con el mismo problema jurídico 
proferido por la Corte Constitucional.

43	 López Medina precisa que se trata del fallo con el que comienza la línea, aunque exprese un 
criterio “sin vocación de permanencia dentro de la jurisprudencia”.  (p. 164).

44	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
45	 T-531/92
46	 Sentencias 81 del 13 de junio y 108 del 19 de septiembre de 1991, con ponencia del 

Magistrado Jaimen Sanín y auto del 13 de mayo de 1992.
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Hasta aquí se culmina la explicación de la gráfica de la línea, 
habiendo señalado cuáles son las sentencias que marcaron el cambio 
en la jurisprudencia sobre el juzgamiento de los jóvenes, dentro de un 
periodo amplio que abarcó desde 1993 hasta 2010, con la sentencia 
fundadora y las que se categorizaron de hito, por aportar nuevos 
elementos de juicio al respecto o modificar los existentes. A pesar de ser 
profuso el material decisional de la Corte Constitucional con relación 
a las garantías de los niños, niñas y adolescentes, en últimas no han 
sido muchos los fallos que marcaron los derroteros a seguir en cuanto 
a su judicialización por los delitos que cometieran, dándose el cambio 
jurisprudencial a partir de las reformas legales, comprobándose que 
bajo el imperio del Código del Menor, la jurisprudencia se mantuvo 
en la ideología tutelar basada en las medidas de protección entre las 
que se encontraba la privación de la libertad falsamente etiquetada 
como ubicación institucional, hasta que el Código Penal de 2000 
definió la imputabilidad de las personas menores de edad, que al ser 
examinado por el Tribunal Constitucional, produjo el cambió que 
luego se consolidaría con la expedición del Código de la Infancia y la 
Adolescencia y las sentencias que a su alrededor se han proferido.

Resulta claro que el tema de la delincuencia juvenil ha sido 
debatido al interior del máximo Tribunal de la Justicia Constitucional, 
dándose una evolución jurisprudencial al paso de la legislativa, con 
miras a adecuarse realmente al esquema de protección que clamaba 
la comunidad internacional desde hace mucho tiempo. Es importante 
entonces que la Corte Constitucional se siga pronunciando sobre el 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, porque dada 
la juventud legislativa, todavía existen aspectos que merecen ser 
precisados a la luz de la Carta.
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3.3 Principio de interés superior en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional. 

El principio de interés superior es de suma importancia en cuanto 
a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, partiendo en el 
ámbito normativo patrio del artículo 44 superior y desarrollado en 
los artículos 8 y 9 del CIA, tal como se señaló anteriormente; dada 
su trascendencia, la Corte Constitucional se han referido al mismo en 
muchas sentencias que se visualizaron en la construcción de la línea, 
desde la C-055 de 201047 hasta la C-019 de 199348. 

Si bien no se detectó un problema jurídico, que pudiera tener como 
respuesta dos tesis contrapuestas, que es el presupuesto necesario 
para desarrollar una línea jurisprudencial, lo cierto es que la Corte 
Constitucional aporta sobresalientes herramientas para interpretar y 
aplicar concretamente tal principio. Es así como en la sentencia T-408 
de 199549, sin citas analógicas sobre el tema, se manifestó lo siguiente:

La más especializada doctrina coincide en señalar que el interés 
superior del menor, se caracteriza por ser: (1) real, en cuanto 
se relaciona con las particulares necesidades del menor y con 
sus especiales aptitudes físicas y sicológicas; (2) independiente 
del criterio arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y 
protección no dependen de la voluntad o capricho de los padres, 
en tanto se trata de intereses jurídicamente autónomos; (3) un 
concepto relacional, pues la garantía de su protección se predica 
frente a la existencia de intereses en conflicto cuyo ejercicio de 
ponderación debe ser guiado por la protección de los derechos 
del menor; (4) la garantía de un interés jurídico supremo 

47	 Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao.
48	 Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.
49	 Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. Se trataba de una acción de tutela 

interpuesta por la abuela a favor de su nieta, aduciendo que ésta deseaba ver a su madre, 
quien se encontraba recluida en la cárcel, pero que el padre de la niña lo impedía, 
resolviéndose conceder la tutela.
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consistente en el desarrollo integral y sano de la personalidad 
del menor. (Corte Constitucional, sentencia T-408 de 1995, p. 15)

A continuación en la T-510 de 200350 el mismo Tribunal puntualizó:

Por lo tanto, para establecer cuáles son las condiciones que 
mejor satisfacen el interés superior de los niños en situaciones 
concretas, debe atenderse tanto a consideraciones   (i) fácticas 
–las circunstancias específicas del caso, visto en su totalidad 
y no atendiendo a aspectos aislados–, como  (ii) jurídicas –los 
parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento jurídico 
para promover el bienestar infantil–. (Corte Constitucional, 
sentencia T-510 de 2003, p. 17)

Seguidamente en el mismo fallo especifican los siguientes criterios 
jurídicos para determinar el interés superior:

1- Garantía del desarrollo integral, de modo que se asegure el 
desarrollo integral, desde todos los puntos de vista, conforme al 
artículo 44 superior, la Convención sobre Derechos del Niño y 
el Código del Menor, lo cual se encuentra a cargo de la familia, 
la sociedad y el Estado.

2- Garantía de las condiciones para el pleno ejercicio de los 
derechos fundamentales, interpretándolos de conformidad con 
los tratados  e instrumentos internacionales que vinculan a 
Colombia. 

3- Protección frente a riesgos prohibidos, resguardándolo frente 
a abusos y arbitrariedades, y de situaciones que lo pongan en 
peligro, como la prostitución, el alcoholismo, la drogadicción, 

50	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa. La tutela la presentó la madre 
biológica para que le fuera devuelta su hija que había dado en adopción cinco meses 
atrás, lo que había sido negado por el ICBF, disponiendo la Corte Constitucional 
amparar los derechos de la niña y dejando sin efectos lo actuado por este instituto.
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la explotación económica o laboral, la violencia física o moral, 
mirando en las circunstancias concretas donde puede residir 
ese peligro.

4- Equilibrio con los derechos de los padres, tratando de 
armonizar sus garantías con las del menor y en caso de no 
poder hacerlo, la solución se encamina a satisfacer el interés 
superior de éste, de manera que si aquéllos arriesgan la vida, 
estabilidad, salud o desarrollo integral del niño, o le generan 
riesgos prohibidos, el Estado puede intervenir.

5- Provisión de un ambiente familiar apto para el desarrollo del 
menor. 

6- Necesidad de razones poderosas que justifiquen la intervención 
del Estado en las relaciones paterno/materno – filiales, de 
manera que no sea por una mera situación económica.

Posteriormente, en la T-292 de 200451 la Corte Constitucional 
señala que las autoridades administrativas y judiciales gozan de un 
importante margen de discrecionalidad para aplicar las disposiciones 
jurídicas en las circunstancias concretas, a fin de encontrar la solución 
que mejor satisfaga el interés superior y vuelve sobre el tópico de los 
criterios jurídicos relevantes, así: 

(1) la garantía del desarrollo integral del menor; (2) la 
preservación de las condiciones necesarias para el pleno 
ejercicio de los derechos fundamentales del menor; (3) la 
protección del menor frente a riesgos prohibidos; (4) el equilibrio 

51	 Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa. En este fallo se decide tutelar los 
derechos fundamentales de una pareja que había iniciado los trámites para la adopción de 
una niña que les fue entregada voluntariamente por su madre y que había estado bajo su 
cuidado durante y año y nueve meses, luego de lo cual su progenitora la reclamó e instauró 
denuncia penal contra los actores, por lo que el Defensor de Familia ubicó a la niña en un 
hogar sustituto. 
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con los derechos de los parientes biológicos sobre la base de la 
prevalencia de los derechos del menor; (5) la necesidad de evitar 
cambios desfavorables en las condiciones presentes del niño 
involucrado; y (6) la necesidad de tener en cuenta las opiniones 
expresadas por el menor respecto del asunto a decidir. (Corte 
Constitucional, sentencia T-292 de 2004, p. 125)

Más recientemente, en la sentencia C-055 de 201052, reiterada en 
la T-078 del mismo año53, se insisten en todos los conceptos antes 
esbozados referentes al principio de interés superior, haciendo 
referencia a su naturaleza real y relacional, y a los pluricitados criterios 
jurídicos en las situaciones concretas, que se contraen simplemente a:

i) la prevalencia del interés del menor; ii) la garantía de la 
adopción de medidas de protección que su condición requiere; y 
iii) la previsión de las oportunidades y recursos necesarios para 
desarrollarse mental, moral, espiritual y socialmente de manera 
normal y saludable, y en condiciones de libertad y dignidad. 
(Corte Constitucional, sentencia T-055 de 2010, p. 32)

52	 Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.
53	 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.
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La siguiente es la gráfica del nicho citacional sobre el principio de 
interés superior del niño y la niña:
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De esta manera el máximo órgano de la justicia constitucional 
brinda valiosos elementos para adecuar este principio a las situaciones 
específicas que puedan presentarse, porque si desde punto de vista 
conceptual no se presentan mayores dificultades, en cada caso concreto 
puede resultar difícil aplicarlo, cuando entren en juego diversos 
intereses y ninguna de las salidas que se ofrezca parezca garantizarlo 
del todo, sobre lo que comenta Escalante Barreto:

Por ser un principio de carácter general supra legal, es importante 
en el ámbito de las decisiones de los operadores judiciales y 
administrativos, pero también en la toma de decisiones de tipo 
legislativo o social en le caso de las políticas públicas. En este 
sentido existen por lo menos dos ámbitos en los que se debe 
acudir al mismo, el primero, cuando se trata de situaciones 
jurídicas que afectan sólo al niño, la niña o el adolescente, caso 
en el cual se trata de un conflicto de interés superior frente 
al sistema, y el segundo cuando se deriva de un conflicto de 
intereses, del niño frente a los bienes sociales, entre derechos 
y en algunos casos conflicto de principios. (Escalante Barreto, 
2009, p. 32)

Con lo anterior se cierra el estudio del principio de interés superior 
en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, no sin antes acotar 
que éste puede tornarse especialmente complicado en el área penal, 
donde por un lado están los derechos fundamentales del joven 
investigado, imputado o acusado, pero por otra parte se encuentran las 
víctimas y la sociedad en general. En esos eventos es imperioso tomar 
las bases esbozadas por la jurisprudencia para realizar el ejercicio de  
ponderación y equilibrar todos estos factores, en aras de cumplir el  
compromiso con la protección integral y las finalidades pedagógicas 
del sistema de responsabilidad penal para adolescentes.
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En el caso de los jóvenes infractores, es posible afirmar que su 
proceso de desarrollo pleno y armonioso se encuentra interrumpido, 
a partir de la comisión del acto punible, y que por tanto alguna de las 
instituciones que debían velar por su óptima formación incurrió en una 
falla, bien sea en el seno mismo de su familia, si es que cuenta con ella, 
de la comunidad en la que se desenvuelve o del mismo Estado, quien en 
muchas de las veces no brinda las oportunidades necesarias y permite 
que aquellos riesgos prohibidos que se ciernen sobre la juventud, se 
posicionen en un lugar privilegiado y se la arrastre infaliblemente a la 
delincuencia, como la única salida, la más frecuente o la más sencilla 
a una difícil situación social, familiar o económica. En este punto es 
donde el principio de interés superior adquiere especial preponderancia, 
porque si se dan los presupuestos para imponer una sanción, esa será la 
consecuencia lógica de su conducta, pero en concomitancia se deben 
adoptar los correctivos por las autoridades administrativas encargadas 
del proceso de restablecimiento de derechos.
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4. LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD EN EL 
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 

ADOLESCENTES

Estando definidos los compromisos internacionales que le asisten al 
Estado Colombiano en materia de juzgamiento de los adolescentes, 
y la normatividad interna que al respecto se ha expedido, compete 
ahora analizar puntualmente el aspecto que suscita los objetivos de 
este estudio, como es el referente a la privación de la libertad.

La libertad personal es un derecho humano de carácter prevalente, 
que encuentra su consagración en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos1, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos2, y para los adolescentes en la Convención Americana 
de Derechos Humanos3, la Convención de Derechos del Niño4, las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre la Administración de 
Justicia de Menores -Reglas de Beijing-5 y a nivel interno, el artículo 
28 superior.

Sin embargo esta garantía no es absoluta y es susceptible de ser 
limitada legalmente, bien sea por la captura en flagrancia o por orden 
escrita de autoridad judicial competente en el marco del proceso 
penal, a partir de la imputación o en la sentencia que declara la 
responsabilidad, operando el principio de reserva judicial. En este 
panorama entran en tensión el derecho a la libertad del imputado, 

1	 Artículos 1, 3, 4, 9 y 13.
2	 Artículos 8, 9, 10 y 11.
3	 Artículos 6 y 7.
4	 Artículos 37 y 40-4.
5	 Reglas 10.2, 13.1, 17.1-b y 19.
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acusado o sancionado con otras garantías respecto del proceso, las 
víctimas o la sociedad, debiendo evaluarse proporcionalmente si la 
restricción es idónea con relación a las normas que la regulan, si es 
necesaria, hasta qué punto y finalmente si en estrictez el procesado 
podrá afligir esos otros bienes jurídicos; estos pasos que la doctrina 
considera integrantes del principio de proporcionalidad, son aplicables 
en el ámbito de control de garantías y de conocimiento, como sostienen 
Arias & Lopera (2010) y Guerrero Peralta (2006).

En el CIA se excluye la detención y privación de la libertad de los 
niños, niñas y adolescentes, salvo por los motivos y procedimientos 
determinados en ese cuerpo normativo6, estableciendo que tanto el 
proceso como las medidas que se adopten son de carácter pedagógico, 
específico y diferenciado del sistema de adultos, conforme a la 
protección integral7, definiéndose la privación de la libertad en el 
artículo 1608, asignándole un carácter netamente pedagógico9.

Para estos efectos, el artículo 18710 de la misma legislación, establece 
una regla objetiva relativa a la edad y a los delitos que se cometan. 
Así las cosas, solo procede la restricción de la libertad para jóvenes 
mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años, siempre 
y cuando se trate de un delito cuya pena mínima establecida en el 
Código Penal sea o exceda de seis (6) años de prisión o de otra parte 
para jóvenes entre catorce (14) a dieciocho (18) años por los injustos 
de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus modalidades, 
incluyendo el delito acabado, tentado, en calidad de autor, partícipe, 
con agravantes o atenuantes, así como también por delitos agravados 
contra la libertad, integridad y formación sexual. Según este requisito 
bajo ningún argumento puede encerrarse a un adolescente cuando 

6	 Artículo 21 del CIA.
7	 Inciso 1º del artículo 140 del CIA.
8	 Modificado por el artículo 88 de la ley 1453 de 2011.
9	 Artículo 161 del CIA.
10	 Modificado por el artículo 90 de la ley 1453 de 2011.
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no se cumpla la franja etárea, la pena mínima del Código Penal o 
la naturaleza del delito, asegurándose que éste no se imponga por 
cualquier infracción, sino por las que sean graves o muy graves.

Del estudio de los antecedentes de los proyectos de la ley 1098 
de 2006, resulta que en el articulado aprobado por la Cámara de 
Representantes se incluía un capítulo donde, solo para efectos de ese 
código, se catalogaban los delitos como de especial gravedad, graves, 
intermedios y leves, según la pena fijada en el Código Penal, y bajo 
esos perfiles se permitía la internación de los jóvenes que cometieran 
conductas encuadradas en las dos primeras categorías o por la 
reiteración de la tercera11. Sin embargo, en los debates del Senado se 
eliminó esta clasificación por “antitécnica y peligrosa”, creándose la 
regla antes expuesta12.

3.3.1 Medidas de aseguramiento en el Código de la Infancia y 
la Adolescencia. 

Las medidas de aseguramiento personal en el proceso penal tienen 
un carácter cautelar o preventivo, ya que no se trata de una decisión 
definitiva al haberse declarado la responsabilidad de una persona, 
sino provisional al encontrar motivos para deducir que se encuentra 
implicada en la comisión de un delito; de tal suerte que esta decisión 
instrumental que afecta la libertad del imputado, entre otros derechos, 
solo se justifica bajo la premisa de proteger garantías de valor 
constitucional que se consagran en el artículo 250 Superior, como son 
asegurar la comparecencia de aquél, la conservación de la prueba, 
la protección a las víctimas y la comunidad. Se recalca que para 
solucionar la tirantez que se genera entre las prerrogativas del procesado 
y los referidos fines constitucionales, es imperioso tener en cuenta el 

11	 Artículos 163 a 168 de la ponencia para el segundo debate del proyecto 085 de 2005, 
acumulado al proyecto 096 del mismo año, ambos de la Cámara de Representantes, 
publicada en la Gaceta del Congreso Nº 885 del 9 de diciembre de 2005.

12	 Ponencia para el primer debate del proyecto 215 de 2005 del Senado y 085 de la Cámara 
de Representantes, publicada en la Gaceta del Congreso Nº128 del 18 de mayo de 2006.
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principio de proporcionalidad, evaluando la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto de la medida, de tal suerte que 
al operador judicial le compete analizar no solo el cumplimiento 
de unos parámetros legales, sino además las circunstancias que se 
presenten en el caso concreto, pues no se trata de una labor mecánica, 
sino argumentativa, en la que sea realizan juicios de valor jurídico y 
fáctico13.

De esta forma el Código de Procedimiento Penal afirma la libertad 
e insiste en las finalidades de su restricción14, estableciendo un catálogo 
de medidas de aseguramiento que pueden ser privativas, como la 
detención preventiva en establecimiento de reclusión o en la residencia 
del imputado, y no privativas, tales como la obligación de someterse a 
un mecanismo de vigilancia electrónica, a una persona o institución 
determinada, presentarse periódicamente cuando sea requerido, 
preservar buena conducta, prohibición de salir del país, de la localidad 
o de su residencia entre ciertas horas, de concurrir a determinados 
lugares y prestar caución real adecuada15.

En contraste, en el SRPA solo consignó antitécnicamente en el 
capítulo de SANCIONES la medida de internamiento preventivo16, 
siendo la única desarrollada como tal en ese cuerpo normativo, para 
cualquier momento del proceso, antes de la audiencia de juicio y 
como último recurso. Para su procedencia debe mediar el antecitado 
requisito objetivo referente a la edad, naturaleza de los delitos y el 
marco punitivo17, pero además se necesita la configuración de por 

13	 Respecto de la detención preventiva pueden consultarse las sentencias C-774 de 2001 
con ponencia del Magistrado Rodrigo Escobar Gil, C-318 de 2008 con ponencia del 
Magistrado Jaime Córdoba Triviño, C-425 de 2008 con ponencia del Magistrado 
Marco Gerardo Monroy Cabra y C-1198 de 2008 con ponencia del Magistrado Nilson 
Pinilla Pinilla.

14	 Artículos 295 y 296 del Código de Procedimiento Penal.
15	 Artículos 307 del Código de Procedimiento Penal.
16	 Artículo 181 del CIA.
17	 Parágrafo 1º del artículo 181 del CIA.



YAENS LORENA CASTELLÓN GIRALDO

- 103 -

lo menos una de tres circunstancias subjetivas, como son el riesgo 
razonable que el adolescente evadirá el proceso, el temor fundado de 
destrucción u obstaculización de pruebas o el peligro grave para la 
víctima, el denunciante, el testigo o la comunidad, que coinciden con 
los fines constitucionales de la medida de aseguramiento.

En cuanto a la duración, como se trata de una decisión provisional, 
no podrá exceder de cuatro meses, prorrogable por un mes más con 
motivación, es decir que el tiempo máximo por el cual un joven puede 
permanecer en internamiento preventivo es de cinco meses, vencidos 
los cuales deberá cesar obligatoriamente, aún cuando el juicio no haya 
concluido, caso en el que se deja abierta la posibilidad que el Juez 
que conoce de éste lo sustituya por otras medidas no restrictivas de la 
libertad sino de protección, como son asignación a una familia, traslado 
a un hogar o a una institución educativa18. Se observa entonces que en 
un principio la competencia para imponer o levantar el internamiento 
preventivo se encuentra en cabeza del Juez de Control de Garantías, 
pero cuando ya el proceso está en la etapa de juicio y en virtud del 
vencimiento del plazo otorgado a la medida, es al Funcionario de 
conocimiento a quien le corresponde decidir sobre la ubicación del 
acusado, ya no bajo la privación de la libertad, sino acudiendo a otras 
disposiciones, que se mencionan en la ley pero no se desarrollan en ella. 

Aparte del internamiento, el inciso segundo del artículo 162 del 
CIA se refiere tangencialmente a la libertad provisional o la detención 
domiciliaria para cuando no existan establecimientos especiales 
separados de los adultos para recluir a los adolescentes privados de 
la libertad, sin que se prescriban mayores detalles al respecto o se 
reglamente la manera de llevarse a cabo.

Con base en estas dos disposiciones la doctrina patria no encuentra 
consenso absoluto sobre la aplicación única del internamiento 
preventivo o la posibilidad de remisión a otras medidas de 

18	 Parágrafo 2º del Artículo 181 del CIA.
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aseguramiento consagradas en el procedimiento penal para adultos. 
Es así como González Navarro (2007) llanamente considera que al 
adolescente infractor se le pueden imponer medidas no privativas de la 
libertad conforme al Código de Procedimiento Penal, en contraposición 
con otros autores en el marco del Plan de Formación Judicial para 
funcionarios y funcionarias judiciales, como Moreno Arboleda (2008) 
y Angulo & Escalante (2010), quienes esgrimen que la privación de la 
libertad es extrema y excepcional, siendo el internamiento preventivo 
la única medida contemplada en el CIA.

Ciertamente en la ley 1098 de 2006 se reguló solamente el 
internamiento preventivo, con una soslayada referencia a la libertad 
provisional y la detención domiciliaria, pero sin hacer referencia a 
otras disposiciones previstas en el procedimiento para adultos. Al 
respecto el Observatorio Legislativo y de Opinión (2007) relata que 
en los años 2005 y 2006 varios congresistas solicitaron colaboración 
a la Universidad del Rosario para efectos de formular reflexiones 
y sugerencias al borrador del proyecto que pretendía modificar 
el Código del Menor, en desarrollo de lo cual se llamó la atención 
sobre la ausencia de medidas de aseguramiento alternativas en ese 
articulado, sugerencia que finalmente no se acogió. Así, al analizar 
los proyectos de ley que fueron decantándose en los debates de ambas 
cámaras legislativas y que a la postre se convirtieron en el CIA, no 
existe evidencia alguna de haberse vislumbrado opciones diferentes a 
la detención preventiva, que fue la que finalmente se consagró.

Estudiando sistemáticamente la normatividad que rige el SRPA 
se deduce que la remisión al sistema penal acusatorio previsto en la 
ley 906 de 200419 se circunscribe a los temas que no se encuentren 
definidos en las reglas especiales de aquél, es decir solamente en los 
aspectos no previstos en la legislación especial, lo que se concatena al 
carácter específico y diferenciado de ese Código, que impide aplicar 

19	 Artículo 144 del CIA.
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cualquier disposición externa que contraríe el interés superior de 
los adolescentes, perjudique o  restrinja las garantías allí otorgadas. 
Con base en ello es posible afirmar que al no preverse alternativas 
al internamiento preventivo, salvo la sustitución por la liberación 
provisional o la detención domiciliaria, ante la falta de centros de 
reclusión especiales, los adolescentes deben permanecer en libertad 
mientras se ventila el proceso penal, en el ejercicio pleno de todos 
sus derechos hasta tanto sea declarada su responsabilidad, momento 
en que será el juez con funciones de conocimiento quien decidirá la 
sanción adecuada.

Se considera entonces que no pueden aceptarse en el SRPA otras 
medidas de aseguramiento del Código de Procedimiento Penal, 
en primer lugar porque éstas no fueron concebidas con el enfoque 
pedagógico que impone el sistema especializado, ya que se encuentran 
dirigidas a personas adultas, para quienes no se tiene tal consideración, 
a diferencia de los adolescentes a quienes se reconoce su especial 
condición de personas en proceso de formación y por lo tanto, por su 
falta de madurez física y mental, requieren cuidados especiales. 

Además se advierte que las medidas preventivas no privativas 
de la libertad para mayores de edad, también deben cumplir los 
fines constitucionales, no siendo en sí mismas favorables, porque 
este no es su objetivo, sino que afligen prerrogativas como  la 
autodeterminación, circulación, libre desarrollo de la personalidad, 
intimidad, entre otros, verbigracia, al tener que someterse a vigilancia 
electrónica, de personas, instituciones, impedirle salir de la localidad 
o de su residencia en determinadas horas, visitar ciertos sitios, etc., 
es decir que a través de ellas no se está causando un bien al imputado 
o acusado, sino que se busca asegurar otros bienes jurídicos. Por lo 
tanto, la remisión en este sentido al Código de Procedimiento Penal, 
contraría el postulado general del derecho penal según el cual debe 
escogerse la ley más favorable o in bonam partem, conforme al principio 
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de legalidad20, proscribiendo así la analogía para empeorar la situación 
del procesado. En este orden de ideas, si el CIA dispone una única 
medida preventiva, como último recurso, o su sustitución en un caso 
determinado, la regla general es la libertad del imputado o acusado 
adolescente, no siendo de recibo aplicar otras medidas diferentes no 
contempladas en esa normatividad, porque no se atienen los propósitos 
del SRPA, y cualquiera de ellas, por muy leve que parezca si se la 
compara con el encierro, tiene como meta la subordinación del joven y 
la restricción de sus prerrogativas. 

Corolario de lo anterior es que si la decisión sobre el internamiento 
preventivo pasa por el tamiz de los requisitos objetivos y subjetivos, 
atinentes los primeros a la edad, naturaleza del delito o pena mínima, 
y los segundos a la acreditación del riesgo de la evasión del proceso, 
temor fundado de acciones contra las pruebas y peligro para la 
víctima, el denunciante, el testigo o la comunidad, pero a pesar de 
ello, en virtud del examen de proporcionalidad y atendiendo al interés 
superior se considera que la privación de la libertad no es adecuada y 
no se presenta el caso del segundo inciso del artículo 162 para acudir 
a la liberación provisional o detención domiciliaria, la respuesta que 
brinda el CIA es la libertad sin otro condicionamiento.

No obstante, esta conclusión producto del análisis de los preceptos 
legales, en la práctica no siempre resulta la más eficiente, porque 
con una única medida preventiva, son pocas las opciones que se 
encuentran al alcance de las autoridades que hacen parte del SRPA 
para solucionar, en un momento dado, la situación de los jóvenes 
en el marco del proceso penal, equilibrando todos los factores que 
se encuentran en juego, como el interés superior, pero también la 
obligatoriedad de administrar justicia, ejercitar la acción penal21, 
asegurar la comparecencia del imputado, asistir a las víctimas, entre 

20	 Artículo 6 del Código de Procedimiento Penal.
21	 Con excepción del principio de oportunidad.
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otros. Es así como pueden presentarse situaciones en las cuales sea 
palmaria la necesidad de adoptar alguna medida preventiva, pero que 
por las circunstancias particulares la privación de la libertad sean no 
solo inconveniente, sino  perjudicial, verbigracia, cuando se imputen 
delitos contra la vida o integridad personal, libertad y formación 
sexuales o violencia intrafamiliar donde la víctima sea precisamente un 
miembro de la familia o una persona con la que conviva el adolescente, 
pero éste no pueda ser sujeto de internamiento, porque su estado de 
salud no lo permita o presente alguna deficiencia sensorial o motora 
y no se acredite que en el centro de reclusión se le prestará la atención 
debida, ocasionando así un intríngulis sin salida en la legislación 
colombiana, ya que ni la libertad ni su restricción se presentan como 
las decisiones acertadas. 

También surgen serias dudas sobre la idoneidad de la reclusión 
domiciliaria en el ámbito del SRPA, porque ella no asegura la 
finalidad pedagógica, al quedar el adolescente a la merced del mismo 
entorno donde produjo la violación de la norma penal; además, no 
existe certeza de los funcionarios que vigilarán el sometimiento a la 
misma, pues en el CIA no se determina esta obligación en cabeza de 
ninguna de las autoridades que forman parte del mismo, a diferencia 
del sistema para adultos, donde corresponde al Instituto Penitenciario 
y Carcelario –INPEC- controlar el cumplimiento de la detención en 
el lugar de residencia, con inspecciones periódicas y reportes a la 
Fiscalía22.

En virtud de todos estos reparos se cuestiona si la normatividad 
colombiana en este aspecto es suficiente y adecuada o si por el contrario 
se requiere el establecimiento concreto de medidas no privativas de la 
libertad para adolescentes imputados de infringir la ley penal. 

Una investigación de los instrumentos internacionales fuerza a 
concluir que el CIA se quedó corto al respecto; se encuentra que la 

22	 Último inciso del artículo 314 del Código de Procedimiento Penal.
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CDN no prevé explícitamente ninguna medida de aseguramiento, pero 
sí precisa la necesidad de contar con diversas disposiciones alternativas 
para los niños que sean considerados, acusados o declarados 
culpables de infracciones de la ley penal, diversas a la internación 
en instituciones, tales como el cuidado, las órdenes de orientación, 
supervisión, asesoramiento, libertad vigilada, colocación familiar y 
programas de enseñanza23. Igualmente las Reglas de la Habana24 y 
las de Beijing25 prescriben que deberán adoptarse de preferencia otras 
decisiones sustitutorias de la prisión preventiva, consignándose en el 
último de estos documentos algunas posibilidades, como la supervisión 
estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia o el 
traslado a un hogar o a una institución educativa. Igualmente la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en la sentencia emitida el 2 de 
septiembre de 2004 en el Caso “Instituto de Reeducación del Menor” 
contra. Paraguay conceptuó:

En el caso de privación de libertad de niños, la regla de la prisión 

preventiva se debe aplicar con mayor rigurosidad, ya que la norma 

debe ser la aplicación de medidas sustitutorias de la prisión preventiva. 

Dichas medidas pueden ser, inter alia, la supervisión estricta, la 

custodia permanente, la asignación a una familia, el traslado a 

un hogar o a una institución educativa, así como el cuidado, las 

órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad 

vigilada, los programas de enseñanza y formación profesional, y 

otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones. 

La aplicación de estas medidas sustitutorias tiene la finalidad 

de asegurar que los niños sean tratados de manera adecuada y 

proporcional a sus circunstancias y a la infracción. Este precepto 

está regulado en diversos instrumentos y reglas internacionales. 

23	 Artículo 40 numeral 4 de la CDN.
24	 Artículo 17 de las Reglas de la Habana.
25	 Artículo 13.2 de las Reglas de Beijing.
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(Corte Interamericana de Derechos Humanos, sentencia del 2 
de septiembre de 2004, p. 115) 

Por ende, aunque el CIA pretendía ajustarse a estos estándares 
internacionales de derechos humanos, no se estableció ninguna 
alternativa concreta a la privación de la libertad mientras se adelanta 
el proceso penal, que tenga en cuenta que se trata de individuos que 
por sus condiciones requieren un entorno para el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad, brindando no solo el sometimiento a 
una medida de aseguramiento, sino también una atención específica y 
diferencia del sistema de adultos, potenciando su interés superior.

Ante este vacío legislativo, se considera la posibilidad de aplicar 
directamente las Reglas de Beijing o la CDN, asignando alguna de 
las soluciones que allí se brindan; sin embargo se percibe que este 
ejercicio requeriría un alto grado de discrecionalidad del funcionario 
judicial, porque a falta de cualquier disposición interna, sería menester 
realizar una profunda argumentación no solo de la justificación de la 
medida, sino disponer todos los detalles sobre su materialización, caso 
en que se reemplazaría al legislador, quien es el llamado a realizar la 
reglamentación requerida.

La ausencia de posibilidades en lo atinente a medidas de 
aseguramiento puede generar un inadecuado manejo de las únicas que 
brinda la legislación colombiana, porque si se otorga la libertad basada 
solamente en la falta de condiciones efectivas para el internamiento 
preventivo, no obstante quedar palmaria la necesidad de alguna 
medida, o si aquél se impone a pesar de avizorarse peligro para el 
adolescente, se corre el riesgo de vulnerarse los derechos de éste, de su 
familia o de las víctimas, enviando un mensaje negativo a la sociedad 
sobre la inefectividad del SRPA, la incompetencia de los funcionarios 
judiciales y de las instituciones que forman parte de éste. 
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Es imperioso entonces el establecimiento de otras medidas de 
aseguramiento en el SRPA, no en calidad de sustitutivas de la 
detención preventiva, que en el caso de los adolescentes es extrema, 
excepcional y el último recurso, sino alternativas, para preponderar las 
necesidades de éste en el contexto del proceso penal, acorde con toda 
la filosofía del CIA y los instrumentos internacionales de protección 
de los derechos humanos. En tal sentido resultan importantes los 
parámetros brindados por la CDN y las Reglas de Beijing sobre 
medidas no privativas, a partir de los cuales podría girar la labor del 
legislador a efectos de emprender esta tarea.

Al margen de lo anterior, sobresale el blindaje que tienen las medidas 
preventivas contra cualquier enfoque paternalista que pudiera permear 
las malas prácticas del sistema tutelar que se pretende abandonar. Es 
así como las circunstancias personales del adolescente y sus carencias 
no son, en sí mismas, el sostén del sometimiento a la vigilancia estatal 
o peor aún, el fundamento para privarlo de la libertad mientras se 
adelanta el proceso penal, porque en ello nuestro sistema de justicia 
penal juvenil sí tiene establecidos unos criterios ciertos sobre los 
requisitos que se deben reunir. Esta precisamente constituye una de las 
fortalezas del SRPA, al haberse podido diferenciar del procedimiento 
para la asistencia de los niños, niñas y adolescentes, que se encuentra 
en cabeza de las autoridades administrativas, bajo la coordinación del 
ICBF26, no siendo los jueces ni los fiscales los llamados a tomar estas 
decisiones y mucho menos a restringir derechos con la errada excusa 
de la protección.

El estado del arte de este trabajo dejó claro que la experiencia de la 
doctrina de situación irregular en América Latina y los movimientos 
que en su seno se gestaron, con la disculpa de salvar a los niños 
desvalidos, no produjeron la disminución de la delincuencia juvenil, 
sino graves diferencias sociales y el atropello de los derechos de la 

26	 Parágrafo del artículo 11 del CIA.
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infancia. Gracias a la implementación en Colombia de un sistema 
de justicia penal para adolescentes, que si bien tiene la finalidad de 
protección integral, no es en sí mismo el mecanismo para lograrla, 
se asegura que el debido proceso se efectivice también respecto de la 
población que no alcanza la mayoría de edad.

Es inaceptable entonces que circunstancias como la falta de recursos 
económicos, la situación de indigencia, un mal entorno familiar, 
la ingesta de sustancias psicoactivas, sean los motivos claves para 
imponer una medida que si bien es pedagógica, afecta gravemente al 
adolescente, más aun cuando hoy en día la única es la de privación de 
la libertad, porque en aquéllos casos o cualquier otro donde se perciba 
la vulneración de los derechos, es el Defensor de Familia quien debe 
actuar acorde con las funciones que tiene asignadas27, para adoptar 
las decisiones de restablecimiento de sus derechos, competencia en la 
que no puede ser desplazado por el funcionario acusador ni judicial, 
so pretexto de la ineficiencia de aquél y de todo el sistema de bienestar 
familiar. 

En el Documento CONPES 3629 (2009) describe que los 
adolescentes vinculados al SRPA deben ser atendidos inmediatamente 
por un Defensor de Familia, quien deberá verificar la garantía de sus 
derechos y tomar las medidas de restablecimiento a que haya lugar, 
diseñando junto con el equipo interdisciplinario del ICBF el informe 
psicosocial que después será presentado al Juez de conocimiento. 
También tendrá que ser valorado por Medicina Legal, a fin de comprobar 
la edad y cualquier lesión que presente. Lo anterior se corrobora con el 
Lineamiento Técnico Administrativo del ICBF (2009), que prescribe que 
en tales casos la Defensoría de Familia tiene que comprobar el estado 
de salud física y psicológica, nutrición, vacunación, vinculación al 
sistema de salud y educativo del joven infractor, situación de identidad, 
comunicándose con los padres o representantes legales, e iniciando de 

27	 Numerales 1, 2 y 11 del artículo 82 del CIA.
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inmediato el diseño del estudio del entorno familiar, para identificar de 
elementos protectores y de riesgo, adoptando decisiones que corrijan 
las falencias.

3.3.2 Sanciones en el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes.

La comisión de un hecho punible genera una reacción por parte del 
Estado, que por medio de la Rama Judicial está en la obligación de 
investigar las circunstancias, señalar al responsable y adjudicarle 
una sanción, bajo los límites trazados por el orden constitucional 
y los derechos humanos, siempre y cuando la conducta sea típica, 
antijurídica, culpable y la consecuencia jurídica esté previamente 
determinada en la ley penal.

El legislador colombiano ha determinando los principios28 de 
las sanciones y funciones de la pena29, atinentes los primeros a la 
necesidad, proporcionalidad, razonabilidad y los segundos a la 
prevención general, especial, retribución justa, reinserción social y 
protección al condenado. En armonía con ello el Título IV del Código 
Penal prescribe las clases de penas, siendo la prisión la que ostenta a 
la centralidad en esa materia. Así mismo, se señalan los criterios y 
reglas para determinación de la punibilidad, en un sistema que se ha 
determinado de cuartos, al que debe ceñirse el sentenciador. 

Bajo estos parámetros, conviene referirse puntualmente a los fines 
de la pena,  que es tanto como aludir a la funcionalidad misma del 
derecho penal en un sistema jurídico, lo cual ha generado muchas 
interpretaciones y teorías que ocupan extensos tratados, que no se 
pretenden explicar en este momento, puesto que se desbordarían los 
objetivos de este trabajo; empero, es dable reseñar en una apretada 
síntesis y con base en los derroteros legales antes citados, los imperativos 

28	 Artículo 3 del Código Penal.
29	 Artículo 4 del Código Penal.
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pretendidos con el establecimiento de la pena. De esta forma, la 
PREVENCIÓN, tal como su nombre lo indica, es la aspiración de 
evitar la repetición del fenómeno delictivo, llevando un mensaje a la 
sociedad en su conjunto o al individuo que ha sido judicializado. En 
el primer caso será de carácter general, sobre lo que se distingue en 
su ámbito positivo, si se intenta difundir la lealtad y confianza en el 
derecho, como mecanismo para resolver los conflictos sin acudir a las 
vías de hecho y por otro lado negativo, cuando se busca reprimir las 
conductas desviadas con la amenaza del castigo. De la misma forma 
está la prevención especial, que se encausa hacia el delincuente, para 
que se abstenga de repetir sus acciones, en un sentido positivo si se 
corrige su comportamiento o negativo cuando se le neutraliza. La 
RETRIBUCIÓN, en cambio, es la respuesta concreta a la conducta 
desplegada, que de todas formas no podrá ser desmedida, sino 
guardando proporcionalidad entre el delito y los derechos que a su 
vez se le afectarán al agresor con el ejercicio del poder sancionatorio 
del Estado, lo cual se encuentra limitado por los restantes fines de 
REINSERCIÓN SOCIAL y PROTECCIÓN AL CONDENADO.

Arias & Lopera (2010) sostienen que en nuestro país se ha 
incorporado un sistema de individualización de la pena con tendencia 
mixta, en el que se distinguen tres fases, siendo la primera la que realiza 
el legislador al determinarla en abstracto, la segunda  que efectúa en 
concreto el juez o jueza, lo que se relaciona con la discrecionalidad de la 
función judicial dentro de los parámetros legales y la tercera que involucra 
la ejecución de la pena y el control de legalidad de la misma.

De cara a las anteriores premisas se encuentra el CIA, que no 
contempla penas en su sentido tradicional, sino sanciones para los 
adolescentes que sean declarados responsables. Si bien sanción y pena 
son ambas manifestaciones y reacciones del poder punitivo estatal 
contra el delito, la diferencia radica en la persona a quienes una y otra 
van dirigidas, que mengua la naturaleza e intensidad del castigo, que 
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para los jóvenes se ve suavizado, atendiendo que se trata de personas 
en proceso formativo, donde los propósitos preventivos y represivos se 
ven morigerados por los de protección y reinserción, o buscando una 
terminología más congruente, de restauración social, que se adecue 
a la obligación que supone el principio de interés superior, tomando 
las medidas necesarias para proteger sus garantías y remediar su 
afectación.

Según la ley 1098 de 2006 las sanciones tienen una finalidad protectora, 
educativa y restaurativa, que se aplican con el apoyo de familia y de 
especialistas, pudiendo modificarse en función de las circunstancias 
individuales del adolescente y sus necesidades especiales30, marcando 
así unos derroteros claros y diferentes que para las personas mayores de 
edad. Si bien hoy en día los adolescentes son tratados como imputables, 
es decir que pueden ser declarados responsables por las infracciones 
a la ley penal y como corolario sancionados, tampoco se desconoce 
su condición física y mental, sin que se les asimile a los adultos y 
por lo tanto no responden de la misma manera que éstos, sino con 
menor aflicción. Conviene traer a colación a Delgado Llano (2010) 
quien opina que para los adolescentes se predica una responsabilidad 
atenuada, que supone la asignación de sanciones menos rigurosas 
que las de los adultos, fundadas en el bienestar, pero guardando la 
proporción con las circunstancias concretas y la infracción cometida, 
es decir que no desaparecen los elementos estructurales del delito, 
porque sigue siendo una acción típica, antijurídica y culpable, pues 
aceptar alguna excepción, produciría disminución de las garantías y 
vulneración del debido proceso.

En armonía de tales consideraciones, el SRPA establece un catálogo 
de sanciones, bajo un prístino principio progresivo, desde la más leve, 
como es la amonestación, donde solo se recrimina al adolescente por 
los hechos delictivos, se le exige reparar el daño y su asistencia a un 

30	 Artículo 178 del CIA.
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curso sobre derechos humanos y convivencia ciudadana, hasta la 
más extrema que es la privación de la libertad en centro de atención 
especializada, que conlleva la restricción de tal derecho fundamental, 
al separarlo de su entorno social y familiar para quedar confinado. 
En medio de estas dos variables, se encuentran otras31, que de una u 
otra forma, se dirigen a conseguir los objetivos generales del proceso 
de responsabilidad penal para adolescentes, como el pedagógico, la 
protección integral, la justicia restaurativa, la verdad y  la reparación 
del daño.

Un punto débil de dicho repertorio de respuestas al delito juvenil, 
es la coincidencia con algunas de las medidas del extinto Código 
del Menor32, que puede llevar a confusión, sobre todo si se trata de 
funcionarios que tuvieron continuidad entre una y otra legislación, o 
que aun concurren en la aplicación de ambas normatividades, ya que 
hoy en día todavía subsisten procesos que se tramitan con apego al 
decreto 2737 de 1989 si las infracciones penales ocurrieron durante su 
vigencia, que puede presentarse tanto en  despachos judiciales como 
en los centros para el cumplimiento de las sanciones. Una correcta 
lectura y entendimiento del CIA permite concluir sin ambages que 
muy a pesar que en éste se consagraron la amonestación, reglas de 
conducta, servicios a la comunidad y libertad asistida en los mismos 
términos de lo que otrora eran medidas de protección para el menor 
en situación irregular, sus fundamentos, objetivos y finalidades 
son diametralmente opuestos, en tanto que se fincan en teorías del 
tratamiento de la infancia enfrentadas, como son la de protección 

31	 Reglas de conducta, la prestación de servicios a la comunidad, la libertad asistida y la 
internación en medio semicerrado.

32	 El artículo 204 del Código del Menor consagraba la aplicación de las siguientes 
medidas cuando estuviera establecida la infracción penal: amonestación, reglas de 
conducta, libertad asistida, ubicación institucional y cualquier otra que contribuyera a 
la rehabilitación del menor. Dicho código fue derogado por el CIA, salvo en lo relativo 
al juicio de alimentos.
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integral versus la tutelar, que han sido ilustradas a lo largo de este 
estudio. 

Actualmente la legislación colombiana en este sentido fomenta la 
dignidad, el respeto de los derechos humanos de los jóvenes infractores 
y promueve su reintegración, para que asuman su función constructiva 
en la sociedad, tal como lo pregona la CDN33, instituyendo salidas 
diferentes a la internación, en proporción a las circunstancias y 
al delito34, adecuándose así a este tratado y a otros instrumentos 
internacionales35.

Acuña & Gómez (2009) destaca que la sanción pedagógica tiene 
fines de restitución de derechos, para el adolescente, quien al estar 
involucrado en actividades delictivas indica que no se han garantizado 
sus prerrogativas por parte de la familia, la sociedad y el Estado, así 
como también para la víctima, a la que le asiste el derecho a la verdad, 
justicia y preparación.

En esta línea, se establecieron seis criterios para determinar la 
sanción más adecuada36, no con base en la mayor o menor punibilidad 
como se hace para los adultos, sino con fundamento en otros aspectos 
relevantes para este sistema diferenciado, que se contraen a tener 
en cuenta los hechos delictivos, su gravedad, la proporcionalidad e 
idoneidad de la sanción puestas en contexto con las necesidades del joven 
y de la sociedad, la edad, la aceptación de cargos, el incumplimiento 
de los compromisos adquiridos con el juez y el de otras sanciones. Se 
implantó así un método complejo, donde entran a escena una cantidad 

33	 Numeral 1º del artículo 40 CDN.
34	 Numeral 4 del artículo 40 CDN.
35	 Conviene citar lo previsto en las Reglas 13.2, 18.1, 28.1 y 29 de las Reglas de Beijing, el 

artículo 7 de las Reglas de la Habana, párrafos 73 y 94 de la Observación General 10 de 
2007 del Comité de Derechos del Niño, párrafo 230 de la sentencia de la CIDH del 2 de 
septiembre de 2004 en el caso del Instituto de Reeducación del Menor contra Paraguay.

36	 Artículo 179 del CIA.
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de factores involucrados con el hecho punible y la persona que fue 
juzgada, en su situación real frente a la justicia y la sociedad. 

Estas exigencias reclaman la capacitación de las autoridades e 
intervinientes del proceso, de los funcionarios judiciales y del Defensor 
de Familia y el equipo interdisciplinario del ICBF que lo rodea, quienes 
deben empoderarse de su papel de acompañamiento y verificación 
de los derechos, suministrando el estudio sobre la situación familiar, 
económica, social, psicológica y cultural del adolescente37, que recoja 
los datos necesarios para elegir la sanción que se ajuste a los criterios 
antes mencionados.

Es imprescindible recalcar que no se trata de cambiar las bases de 
la responsabilidad penal, la cual descansa en los principios generales 
fijados por el Código Penal, como son la tipicidad, antijuridicidad y 
culpabilidad de la conducta y del sujeto que está siendo judicializado, 
ingredientes que no pueden suprimirse o acomodarse solamente porque 
se trata de una persona menor de edad, a quien no se le pueden otorgar 
por este motivo menos prerrogativas que a un adulto, so pretexto de 
adaptar la sanción. Los precitados criterios para establecer la sanción 
sólo se toman en cuenta una vez se encuentre plenamente establecida 
la responsabilidad, para la escogencia de alguna de las opciones que se 
encuentran a disposición del fallador.

•PRONUNCIAMIENTOS DE LA SALA DE CASACIÓN PENAL 

DE LA CORTE SUPREMA JUSTICIA SOBRE EL SRPA.

Una vez entró a regir la ley de infancia en el territorio nacional, el 
aparato judicial empezó a emitir las correspondientes sentencias 
contra los adolescentes infractores de la ley penal, surgiendo diferentes 
puntos de controversia, de los cuales se resalta la falta de unicidad que 
hubo en un principio sobre el mecanismo adecuado para determinar 
la sanción, puesto que se fluctuaba entre la aplicación del sistema de 

37	 Artículo 189 del CIA.



LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES EN COLOMBIA 

- 118 -

cuartos implementado para  adultos y los esquemas propios fijados en 
el CIA, dándose decisiones judiciales en uno y otro sentido.

Arias & Lopera (2010)  plantean que el sistema de cuartos fundado 
en el artículo 61 del Código Penal establece criterios precisos para la 
pena, limitando así la discrecionalidad del juez, siendo admisible en 
el SRPA para no generar desigualdades, apoyándose en sentencia del 
23 de mayo de 2008, proferida por el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bogotá38, de la que se trascribe algunos apartes, según 
la cual la aplicación de dicho método es compatible con el carácter 
restrictivo de derechos que tiene la privación de la libertad, limitando 
la discrecionalidad y garantizando estrictamente la legalidad de la 
sanción, lo cual es armónico con los sistemas de corte acusatorio, 
propios de los Estados constitucionales.  

La Corte Suprema de Justicia, como máxima autoridad de la 
justicia ordinaria y en su labor de unificación de la jurisprudencia 
patria, ha pronunciado varios fallos con ocasión del juzgamiento 
de adolescentes, iniciando con la sentencia del del 4 de marzo de 
2009, expediente 3064539 en la que casó la absolución que se había 
producido en segunda instancia y en su lugar confirmó la condena de 
primer grado, sin hacer mención alguna al tema del mecanismo para 
determinar la sanción. 

Posteriormente, en la decisión del 21 de octubre de 2009 expediente 
3200440 en la que se inadmitió una demanda de casación, esa 
Corporación manifestó que las rebajas del artículo 351 del Código 
Penal y complementarias del mismo, de hasta del cincuenta por 
ciento de la pena cuando se acepten los cargos en la audiencia de 
imputación, eran aceptables en el SRPA pero solamente cuando se 
imponga la privación de la libertad, porque en las demás sanciones no 

38	 M.P. J.J. Urbano Martínez, radicado: 11001600071420088015201.
39	 Magistrada Ponente: María del Rosario González Lemus.
40	 Magistrado Ponente: Yesid Ramírez Bastidas. 
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era procedente, dada su finalidad protectora, educativa y restaurativa, 
siendo además incompatible el “sistema de cuartos”41, por no estar 
contemplado en la ley especial para los jóvenes infractores. 

Este último criterio no se mantuvo en la jurisprudencia de ese 
Colegiado, porque en sentencia del 7 de julio de 2010, expediente 335142, 
se hizo un extenso estudio de las normas del CIA en concordancia 
con los instrumentos internaciones de derechos humanos de los niños, 
concluyendo que el SRPA depende de las categorías dogmáticas 
propias del Código Penal, donde se definen los delitos, atendiendo 
sus elementos estructurales (tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad) y 
otros institutos43, pero que dicho sistema era autónomo en lo referente 
a la consecuencia jurídica, sin que tengan cabida alguna los preceptos 
de la llamada justicia premial, incluso la rebaja por allanamiento. 

De la misma forma se precisaron los siguientes aspectos sobre la 
selección de las sanciones:

1.	 Se decantó el factor objetivo para la privación de la libertad, 
esto es que su procedencia se circunscribe a los delitos 
graves (homicidio doloso, secuestro y extorsión) en todas sus 
modalidades, independientemente de si se trata conductas 
tentadas o agotadas, agravadas o atenuadas, en calidad de 
autor, cómplice, interviniente, etc, para los adolescentes de 14 a 
18 años, y para los delitos menos graves cuando la pena mínima 
de prisión sea o exceda de 6 años, es referida a jóvenes de 16 a 
18 años. 

2.	 Así mismo se destacó que cuando de acuerdo con las causales 
objetivas de modificación de la pena, si el mínimo resulta menor 

41	 Artículo 61 de la ley 599 de 2000.
42	 Magistrado Ponente: Julio Enrique Socha Salamanca
43	 Tales como autoría y la participación, la tentativa, y las modalidades subjetivas del tipo 

(dolo, culpa, preterintención), etc.
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a 6 años, puede asignarse una sanción diferente, sin que con ello 
se desconozca el principio de legalidad. 

3.	 Se alude a cierta discrecionalidad del sentenciador para 
seleccionar entre las demás sanciones, cuando no sea aplicable 
la internación, con sujeción a los criterios fijados en el artículo 
179.

4.	 Que cualquier medida impuesta puede modificarse o sustituirse 
por otra menos restrictiva, atendiendo al principio de 
progresividad, sin que pueda exceder los límites fijados en las 
respectivas disposiciones ni el lapso de ejecución que reste de 
la modificada o sustituida; cuando se trate de la privación de 
la libertad, el incumplimiento del adolescente infractor de los 
respectivos compromisos, acarreará la satisfacción del resto de 
la sanción inicialmente asignada.

5.	 En los casos de concurso de delitos pueden imponerse 
simultáneamente varias sanciones o una sola, que cumpla 
con los fines de la misma, pero no es dable aplicar la regla de 
dosificación del artículo 31 del Código Penal.

Sobre tales postulados descansa la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, interpretando el artículo 179 del CIA y dando 
la estocada final al debate sobre la aplicación del sistema de cuartos 
en el SRPA al reconocer que el margen de discrecionalidad de que 
goza el funcionario judicial para la escogencia de la sanción, a quien 
le asiste entonces un alto grado de responsabilidad en la asignación y 
seguimiento de la que adopte. 

La doctrina colombiana avala el nivel de discrecionalidad de los 
funcionarios acorde con el principio de interés superior (Sarmiento 
Santander, 2008), con posibilidad de actuar en amplio margen de 
facultades pero respetando las garantías (Arias López, 2007; Delgado 
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Llano, 2010). En contraste, autores extranjeros insisten en que una 
de las conquistas del sistema de protección integral es precisamente 
la reducción del las potestades omnímodas para decidir la suerte 
del adolescente procesado penalmente (Cillero Bruñol, 2004; Do 
Amaral E Silva, 2001; García Méndez, 2004; Maldonado Fuentes 
2004). Sobre esto hay que decir que lo cierto es que las Reglas de 
Beijing44, Las Reglas de Tokio45, la Observación General Nº 10 de la 
ONU46 admiten las potestades de las autoridades para el tratamiento 
de los jóvenes infractores, de lo que se desprende que no se trata de 
una invención del legislador colombiano, sino de una característica 
respaldada por la comunidad internacional. De todas maneras es claro 
que la ley de infancia exigía mucho más que los criterios objetivos 
atinentes a los márgenes de punibilidad que se tienen en cuenta para 
los adultos, según el sistema de cuartos, pero esta discrecionalidad 
de los funcionarios, como se insiste en llamarla en el ámbito jurídico 
interno, debe asumirse con sumo cuidado, respetando estrictamente 
las fronteras que el legislador demarcó, a fin de no caer nuevamente en 
las trampas del sistema tutelar, evitando que con una atractiva máscara 
proteccionista, se disfrace  la vulneración y el desconocimiento de las 
garantías procesales, propiciando desigualdades. 

Recientemente la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en la 
sentencia del 29 de julio de dos mil once (2011), proceso radicado No 
35681 con ponencia del Magistrado Julio Enrique Socha Salamanca ha 
precisado que respecto de los adolescentes se predica una imputabilidad 
diferenciada, quedando atrás los postulados de la inimputabilidad, que 
permite que sean declarados responsables de las conductas delictivas 
que cometan, y consecuencialmente imponerles una medida que no 
puede ser catalogada como pena en el sentido tradicional, acogiendo 
así los estándares internacionales de derechos humanos.

44	 Regla 6 y 17-1-c.
45	 Regla 3.3.
46	 Párrafo 71.
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• SANCIÓN DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD EN CENTRO 

DE ATENCIÓN ESPECIALIZADO.

La privación de la libertad en centro de atención especializado47 
para los jóvenes que sean declarados responsables de cometer delitos 
se encuentra circunscrita a la regla objetiva descrita al inicio de este 
capítulo y reiterada en la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, es decir que no se aplica indiscriminadamente para todas las 
conductas punibles o para jóvenes de cualquier la edad, sino que es 
exclusiva para delitos graves o muy graves, que puede imponerse por 
un lapso de entre 2 a 8 años para el primer caso y 1 a 5 años para el 
segundo, previéndose de esta manera un mínimo y máximo entre los 
cuales se puede tasar, a diferencia de la demás sanciones donde solo 
se establecen topes48, con excepción de la amonestación, que por su 
misma naturaleza no tiene margen temporal alguno.

Además, en uso de la discrecionalidad del fallador puede sustituir 
parte del tiempo de la internación49, por otras sanciones, para verificar 
los fines protectores, educativos y restaurativos; de tal suerte que 
si se declara responsable y se reúnen los requisitos para privarse de 
la libertad por determinado tiempo, es posible decidir también en 
la respectiva sentencia o posteriormente, en virtud de la labor de 
seguimiento de la sanción, el reemplazo de una parte de la misma, sin 
que se tenga que acudir a las reglas del Código Penal atinentes a los 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad50. De todas 
maneras, esta flexibilidad en el establecimiento y cumplimiento de la 

47	 Numeral 5º del artículo 177 y artículo 187 del CIA.
48	 Según el artículo 183 del CIA, las reglas de conducta no pueden exceder de 2 años; la 

prestación de servicios sociales a la comunidad no puede exceder de 6 meses, conforme 
al artículo 184 de dicho articulado; la libertad vigilada se restringe a 2 años, de acuerdo 
al artículo 185 del mismo; y la atención especializada en medio semicerrado no puede 
ser superior 3 años, como prevé el artículo 186 del CIA.

49	 Inciso 3 del artículo 187 del CIA.
50	 Artículos 63 a 68A del Código Penal.
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sanción también implica que al verificarse la inobservancia de esas 
otras sanciones, se pierda esta prerrogativa, privándose de la libertad.

Analizando ahora los antecedentes de lo que a la postre se convirtió a 
la ley 1098 de 2006, queda claro que el legislador colombiano pretendió 
que el confinamiento tuviera un carácter excepcional, regulándolo 
y limitándolo. Fue así como en el Senado se modificaron algunos 
aspectos del proyecto aprobado por la Cámara de Representantes, 
como lo referente a la terminología, especificándose que se trataba 
de verdaderas sanciones y no de simples medidas reeducadoras como 
traía el texto anterior, pero sin el contenido expiatorio o vindicativo 
que identifica a las penas para mayores de edad; también se buscó 
distinguir claramente la privación de la libertad de los adolescentes de la 
prisión para los delincuentes adultos, para que no quedaran dudas que 
aquéllos jamás podrían ser internados con éstos. Igualmente se expuso 
que con base en los principios de política criminal como gravedad, 
responsabilidad, proporcionalidad, igualdad, no podía asignarse un 
máximo de 5 años de encierro, como prescribía el articulado original, 
aumentándose los límites temporales.

De tal forma quedó prevista la reclusión en la ley de infancia, a la 
que se dio un énfasis de ser el último recurso, conforme al principio de 
afirmación de la libertad y con un contenido pedagógico, acorde a los 
estándares internacionales de la materia51, que actualmente ya cuenta 
con la primera reforma dada por la ley 1453 de 2011.

Esta última legislación, que tuvo su iniciativa en el Gobierno 
Nacional, reformó no solamente el Código de la Infancia y la 
Adolescencia, sino también el Código Penal, el de Procedimiento 

51	 Regla 10.2, 13.1, 17.1-b y 19 de las Reglas de Beijing, Artículo 37-b de las CDN, Artículo 
1 de las Reglas de la Habana, Párrafos 79 a 81 de la Observación General 10 de 2007 
del Comité de Derechos del Niño, Párrafo 103 la Opinión Consultiva 17 de la CIDH, 
Párrafo 134 a 136 de la sentencia de la CIDH del 18 de septiembre de 2003 caso Bulacio 
contra Argentina, Párrafos 231 y 232 de la sentencia de la CIDH del 2 de septiembre de 
2004 en el caso del Instituto de Reeducación del Menor contra Paraguay.
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Penal, las normas sobre extinción de dominio y otras disposiciones, 
con el objetivo de aumentar la seguridad ciudadana. 

Fue así como el proyecto 164 de 2010, que a la postre se convirtió en 
la referida ley, fue publicado en la Gaceta del Congreso 737 del cinco 
(5) de octubre de dos mil diez (2010), presentado por el Ministro del 
Interior y de Justicia, el Ministro de Defensa y por el Fiscal General 
de la Nación, con el objeto de implementar medidas para garantizar la 
seguridad ciudadana y contrarrestar la impunidad, aduciendo que el 
CIA no había sido efectivo, porque padecía de defectos que desfavorecen 
la reintegración adecuada del joven infractor, proponiendo que las 
sanciones se aplicaran hasta que verdaderamente se materialicen sus 
fines, de acuerdo con los delitos cometidos, con base en criterios más 
claros, ampliando el máximo de la privación de la libertad, siempre 
que se cuente con concepto favorable de un psicólogo que evalúe sobre 
la capacidad del adolescente de comprender la ilicitud del hecho y de 
actuar conforme a dicha comprensión.

El resultado obtenido del órgano legislativo fue diferente a dicha 
propuesta inicial, aunque sí se introdujeron cambios importantes 
al SRPA, como el hecho de no limitarse el confinamiento hasta los 
veintiún años, como se contemplaba en el texto original del CIA, ya 
que con esta barrera se establecía una situación de desigualdad entre 
los adolescentes más jóvenes y los de mayor edad, en la medida en que 
los primeros podrían resultar pagando más tiempo de privación de la 
libertad que los segundos.

Además fue de suma importancia que la ley de seguridad 
ciudadana excluyera la privación de la libertad de los jóvenes víctimas 
de constreñimiento de menores de edad para la comisión de delitos 
o reclutamiento ilícito, lo que se traduce en que a los adolescentes 
desvinculados del conflicto armado se les aplicarán otras sanciones, 
es decir que si bien no quedan excluidos del SRPA automáticamente, 
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siguiendo los derroteros de la Corte Constitucional en la sentencia 
C-203 de 2005, con ponencia del Magistrado Manuel José Cepeda 
Espinosa, lo cierto es que la respuesta del Estado a los delitos que 
cometieron durante su incursión armada se ve morigerada, atendiendo 
a su calidad de víctimas. 

También es relevante que la ley 1453 de 2011 haya aclarado que 
el reemplazo de la privación de la libertad sea por otras sanciones 
menos aflictivas, y no por meros compromisos como se encontraba 
en el articulado original del CIA, y que si se incumple con la decisión 
sustitutiva pueda adoptarse nuevamente la reclusión, siendo ello una 
posibilidad, que está en manos del operador judicial, sin establecerse 
como un imperativo categórico, bajo la delimitación respecto al tiempo 
inicialmente asignado, es decir que nunca podrá agravarse la sanción 
previamente decidida, de manera que no se alargue indefinidamente.

Empero, al paso de las anteriores modificaciones, que pueden 
calificarse como  avances y aclaraciones que necesitaba el SRPA, la ley 
de seguridad ciudadana estableció que cuando se trate de los delitos 
de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos 
agravados contra libertad, integridad y formación sexual, la privación 
de la libertad no podría ser sustituida, es dccir que sería el único 
camino posible, con el aditamento de proscribirse cualquier “beneficio 
para redimir penas”, terminología que choca con todo el articulado del 
CIA, donde se prevén sanciones, y por lo tanto no existen subrogados 
o beneficios para ellas, los cuales son propios de la justicia premial 
para adultos; tal desarmonía riñe con los postulados generales, los 
principios de la ley de infancia y es tanto como considerar que las 
sanciones diferentes a la privación de la libertad son meros favores para 
los adolescentes infractores que colaboren con la justicia o que tengan 
buen comportamiento, como si la reclusión fuera la respuesta central 
o la más importante al delito que ellos comenten, cuando en realidad 
es lo contrario, es excepcional y de último recurso. De esta forma la 
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nueva disposición colombiana entra en contravía con los instrumentos 
internacionales para la protección de los derechos humanos de los 
jóvenes, que propenden por salidas diferentes al confinamiento, en 
todos los casos, hasta para los delitos más graves, atendiendo que 
se trata de personas en proceso formativo que pueden dar un nuevo 
rumbo a sus vidas gracias a la orientación que les brinde la familia, la 
sociedad y el Estado.

De la misma forma llama poderosamente la atención que el 
incumplimiento de cualquiera de las sanciones o del compromiso 
de no volver a delinquir ocasione indefectiblemente la privación de 
la libertad, según prevé el parágrafo 2º del artículo 179 del CIA, 
que se mantuvo incólume y hasta el momento, no ha sido objeto de 
modificación alguna.

Tal como se encuentra redactada la disposición legal, puede 
interpretarse como una causal objetiva para privar de la libertad, 
porque de comprobarse la reincidencia delictiva o la inobservancia a las 
sanciones, al fallador no le quedaría otra opción que asignar el encierro, 
dado el contenido imperativo de la norma, llevando al traste todos los 
criterios para la definición de las sanciones, donde ya la naturaleza y 
gravedad de los hechos, la proporcionalidad de las circunstancias y 
las necesidades del joven se desplazan por la peligrosidad que pueda 
representar para la sociedad, al haber delinquido nuevamente o por su 
desobediencia a una sentencia previa. Se advierte entonces que esta 
previsión legal riñe con el contenido de las demás disposiciones del CIA, 
al introducir un factor determinante para la privación de la libertad, sin 
atender la naturaleza de las conductas desplegadas, constituyendo una 
regla impersonal por encima de las demás establecidas en la misma 
legislación para escoger entre la gama de sanciones de que se dispone.

Esta pauta implica que los adolescentes resulten privados de 
la libertad sin importar si se cumplen los requisitos objetivos de su 



YAENS LORENA CASTELLÓN GIRALDO

- 127 -

procedencia, es decir que independientemente que el segundo delito 
sea grave (homicidio doloso, secuestro o extorsión) o medianamente 
grave (cuya pena mínima en el Código Penal sea o exceda de 6 años) 
para jóvenes de entre 16 a 18 años, igual pueden resultar confinados, 
simplemente por su recaída o rebeldía, derrocando así las bases de esta 
sanción como de última ratio.

Estudiando los instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos de los niños, especialmente los que tratan sobre su 
judicialización, no se aprecia en la mayoría de ellos disposición 
parecida a la antes enunciada de la ley colombiana, salvo en las Reglas 
de Beijing, donde se alude a la procedencia de la privación de la libertad 
por la reincidencia, pero textualmente se consigna que solo será en 
caso de la comisión de otros delitos graves y siempre y cuando no haya 
otra respuesta adecuada52, dejando así un nivel de proporcionalidad y 
posibilidades, más no como la única salida ante la repetición del delito 
o el incumplimiento de sanciones anteriores. 

Esta regla de la legislación patria para adolescentes, lejos de reflejar 
el contenido diferenciado de ésta, más bien se contagia de la finalidad 
de prevención especial negativa de las penas para adultos, aspirando 
a la erradicación del fenómeno delincuencial de la juventud a costa 
de de su libertad personal, sin atender a otras salidas adecuadas y 
distintas, llevando un mensaje sobre la rigurosidad cuando se insiste 
en la conducta punible o cuando el joven se rebela contra la justicia y 
neutralizándolo, sin detenerse en que se trata de una persona menor 
de edad. 

De esta manera el SRPA confiesa su fracaso, porque se considera así 
mismo ineficaz para restaurar socialmente al adolescente reincidente 
o desobediente y en vez de insistir en el cumplimiento de sus objetivos 
por otras vías, sucumbe y le asigna la sanción más intensa posible, 
independientemente de si su edad o el delito lo amerita, verbigracia, 

52	 Literal c regla 17.1 de las Reglas de Beijing.
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con la internación de jóvenes por lesiones personales que generen 
cortas incapacidades, injuria, calumnia, violencia intrafamiliar sin 
circunstancias de aumento, porte de estupefacientes donde apenas 
se supera la dosis personal, porte ilegal de armas sin situaciones de 
aumento, hurto simple, entre otros. La problemática radica entonces 
en resolver con privación de la libertad ante la recaída delictiva, 
cuando la nueva infracción no es grave o incluso puede considerarse 
leve, afligiendo así más derechos de los estrictamente necesarios, 
con asiento basilar en la peligrosidad que demuestra el joven, ya que 
con su trasegar anterior por SRPA no se cumplieron las finalidades 
pedagógicas, ante lo que se desiste de las salidas proporcionadas a los 
hechos, las circunstancias personales y las necesidades de aquél. 

Autores foráneos ya han advertido sobre el riesgo de preponderar 
la reincidencia o tratar a los jóvenes desde una visión peligrosista, 
como Palumno (2004), Falca & Piñeyro (2009), omitiendo la 
proporcionalidad entre los hechos y la respuesta punitiva del Estado.

En este tema entra a escena también la realidad colombiana, donde 
existen grandes falencias prácticas en varias de las sanciones, situación 
que escapa a la voluntad de los jóvenes y no es producida por ellos, 
pero paradójicamente son quienes sufren las consecuencias negativas 
de las omisiones estatales. Es así como el documento CONPES 
3629 (2009) revela una serie de ejes problemáticos, entre los que se 
encuentra la incapacidad de oferta y atención especializada, logística 
y organizacional en materia de programas e instituciones para llevar a 
cabo las sanciones. Por lo tanto si existen tales deficiencias, no puede 
asegurarse que la amonestación, reglas de conducta o servicios a la 
comunidad se estén llevando en óptimas condiciones, evitándose así 
que los adolescentes deserten de los programas o vuelvan a delinquir 
en un futuro, y resulta incoherente con este contexto que sean ellos los 
que paguen por la ineficiencia o insuficiencia del sistema.
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3.3.3 Privación de la libertad como último recurso en Colombia: 
del discurso a la realidad. 

De esta manera, aunque el texto del CIA consagra que la privación 
de la libertad es el último recurso, conforme a los tratados, convenios 
y recomendaciones de organismos internaciones, lo cierto es que la 
deficiencias en el establecimiento de medidas preventivas y además, 
agregarse el ingrediente de la reincidencia o desobediencia como factor 
determinante para sancionar con encierro, deja que éste ocupe un lugar 
privilegiado que no le corresponde frente al delito que despliegan los 
adolescentes, olvidando que es la medida más extrema que se puede 
adoptar53, porque por muchas diferencias que existan con la cárcel de 
los adultos, no puede perderse de vista que despoja de muchos derechos 
fundamentales, no solo a la libertad, sino la autodeterminación, la 
circulación, el libre desarrollo de la personalidad, el contacto con su 
familia y amigos, la intimidad, entre otros, fuera de los peligros que 
entraña en la práctica la aglomeración de personas infractoras en un 
sitio cerrado. 

Al respecto Sarmiento Santander (2008) considera: 

Los criminólogos más avanzados abogan por el tratamiento 
fuera de establecimientos penitenciarios. Las diferencias 
encontradas en el grado de eficacia del confinamiento en 
establecimientos penitenciarios, comparado con las medidas 
que excluyen dicho confinamiento, son pequeñas o inexistentes. 
Es evidente que las múltiples influencias negativas que todo 
ambiente penitenciario parece ejercer inevitablemente sobre el 
individuo no pueden neutralizarse con un mayor cuidado en el 
tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, 
que son especialmente vulnerables a las influencias negativas; 
es más, debido a la temprana etapa de desarrollo en que estos se 

53	 Se excluye la pena capital, que está proscrita expresamente para los niños, niñas y 
adolescentes
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encuentran, no cabe duda de que tanto la pérdida de la libertad 
como el hecho de estar aislados de su contexto social habitual 
agudizan los efectos negativos98. (p. 112)

Para analizar esta situación sería imprescindible revisar cifras 
unificadas sobre los resultados de la implementación del SRPA, con 
las cuales no se cuenta hasta el momento, a pesar de lo dispuesto en 
el inciso 2º del artículo 159 del CIA sobre la compatibilidad de los 
sistemas de información para el registro de los jóvenes infractores de 
la ley penal, no para registrar sus antecedentes penales, lo cual está 
proscrito, sino para revisar la efectividad del sistema, tal como lo 
señala el documento CONPES 3629 (2009). 

Se cuentan sí con datos independientes de distintos estamentos, 
como la Policía Nacional (2010) de la que se extrajo textualmente la 
siguiente gráfica sobre el número de aprehensiones desde el 1º de enero 
de 2007 al 2 de marzo de 201054: 

Se observa en la anterior gráfica una paulatina mengua en las 
detenciones, que según la misma Policía Nacional tiene como “factores 
determinantes de esta disminución, la implementación progresiva  del 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes”. 

54	 Información extraída del SIEDCO el día 03 marzo de 2010, a las 12:12 horas, sujeta a 
variación por denuncias que ingresan por SIDENCO al sistema penal oral acusatorio. 
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El mismo estamento proporciona la siguiente gráfica sobre la 
tendencia delictual dentro del mismo periodo, que se muestra 
exactamente así:

De acuerdo este cuadro el delito de tráfico, fabricación y porte 
de estupefacientes lleva la delantera, seguido de lejos por el hurto y 
mucho más abajo todos los demás.

Por su parte, el Consejo Superior de la Judicatura (2010) informa 
que desde la entrada en vigencia del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes hasta el 30 de junio de 2010 se han tramitado 
101.689 audiencias, que se descomponen en 66.561 de control de 
garantías y 35.128 de conocimiento; de las primeras señala que la 
más solicitada ha sido la formulación de imputación con un 44,57%, 
seguida por la de legalización de aprehensión con un 22,42% y la de 
imposición medida internamiento preventivo con un 14,85% del total 
de diligencias, accediéndose a ella en un 70% de los casos.

La tendencia delictual la ilustra el Consejo Superior de la Judicatura 
en dicho documento de la siguiente forma:
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DELITO %
HURTO 40.2
TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES Y OTROS 29.0
HOMICIDIO 4.8
LESIONES PERSONALES 2.0
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE 14 AÑOS 1.6
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 0.9
OTROS PROCESOS 26.3
TOTAL 100

Sobre esta tabla se advierte que el primer lugar lo tiene el hurto, a 
diferencia con los resultados mostrados por la Policía Nacional donde 
la fabricación y tráfico de estupefacientes es el principal. No obstante 
debe tenerse en cuenta que las estadísticas judiciales se obtienen de los 
datos proporcionados por los despachos judiciales, es decir de los casos 
que efectivamente son judicializados, pudiendo darse aprehensiones 
de jóvenes con sustancias psicoactivas que no son llevados ante el Juez 
de Control de Garantías, atendiendo la cantidad encontrada. 

El mismo Consejo de la Judicatura reporta en el aludido informe 
que durante el mismo periodo antes mencionado se han sancionado a 
12.948 adolescentes, que esa Corporación relaciona así:

SANCIONES 2007 2008 2009 2010

Libertad Asistida 116 823 1490 1051
Imposición Reglas de Conducta 97 682 1198 813
Amonestación 79 487 599 339
Internamiento en Medio Semicerrado 54 314 759 525
Privación Libertad Centro Atención 
Especializado 

45 66 229 776

Prestación Servicios a la Comunidad 23 127 154 150
Otras 39 152 88 90
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Ilustrando estos datos en una gráfica, resulta la siguiente:

Según este reporte, la libertad asistida es la sanción que más se ha 
impuesto, mientras que la privación de la libertad ha sido de las menos 
escogidas. Sin embargo es alarmante el alza de ésta última en los dos 
años anteriores, observándose que del 2008 a 2009 la cifra se triplicó 
y lo mismo ocurrió de 2009 a 2010, pasando en la última anualidad 
al tercer puesto del catálogo, siguiendo muy de cerca a las reglas de 
conducta, que ocupa el segundo lugar. 

Dicho fenómeno debe mirarse concatenado con la gradualidad con 
la que se implementó SRPA en el territorio colombiano, entrando a 
regir entre los años 2007 a 2008 en los distritos judiciales de mayor 
demanda de justicia, como son los de Bogotá, Cali, Armenia, 
Manizales, Pereira, Buga, Medellín, Tunja, Santa Rosa de Viterbo, 
Popayán, Cúcuta, Pamplona, Bucaramanga y San Gil, para culminar 
en diciembre de 2009 en los distritos de Antioquia, Cundinamarca, 
Ibagué, Neiva, Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, Riohacha, 
Sincelejo, Montería, Valledupar, San Andrés, Villavicencio, Pasto, 
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Quibdó, Yopal, Florencia y Arauca, que tienen menos movimiento 
judicial que los primeros. 

Según esta tendencia, cuando ya el CIA se aplica en todo nuestro 
país, cada día son más los adolescentes sancionados con privación 
de la libertad, sin que la infraestructura esté acorde con ello, porque 
desde diciembre de 2009 en el documento CONPES 3629 (2009) se 
señaló que existían apenas 20 centros especializados que requerían 
adecuaciones, necesitándose la construcción de otros, con prioridad 
en Bogotá, Cali, Medellín, Manizales, Armenia, Tunja, Popayán, 
Bucaramanga, Montería, Cartagena, Quibdó, Barranquilla, Santa 
Marta, Ibagué, Neiva, Pasto y el departamento de Cundinamarca, así 
como centros transitorios y de internamiento preventivo. 

De acuerdo con este análisis, mirando las fluctuaciones, la oferta y 
la demanda, es posible afirmar que existe un problema de hacinamiento 
de los jóvenes recluidos y además de desarraigo, porque ante la 
insuficiencia de instituciones, muchos de ellos terminan siendo alejados 
de sus localidades de residencia, separados de sus familiares y amigos. 
Es así como para la Costa Atlántica, incluyendo el Archipiélago de 
San Andrés y Providencia, el único centro especializado sigue siendo 
la Asociación para la Reeducación de los Menores Infractores del 
Departamento de Bolívar –ASOMENORES-, que atiende únicamente 
población masculina. Igualmente, mostrando a Cali como ejemplo, 
según lo informó RCN Radio (2010, noviembre 13), el centro Valle 
del Lili registraba una superpoblación, por lo que los jóvenes tenían 
que ser trasladados a Pasto y Manizales; ante ello el ICBF abrió abrió 
30 nuevos cupos en la antigua cárcel de mujeres de esa ciudad, según 
lo informó El Tiempo (2011, marzo 16). La situación en Medellín no 
es distinta, puesto que debido a la falta de cupos en el centro Carlos 
Lleras Restrepo o la Pola, los jóvenes son llevados al centro transitorio 
de menores CETRA, donde también sufren hacinamiento y precarias 
condiciones, como lo comunicó Caracol Radio (2011, febrero 24).
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Esta dramática situación pone en entredicho la responsabilidad 
de nuestro Estado, porque entre los muchos compromisos con la 
adolescencia judicializada se encuentran las buenas condiciones en 
los centros de reclusión55, corriendo el riesgo de ser blanco no solo del 
señalamiento externo, sino también de acciones ante los organismos 
internacionales de protección de los derechos humanos, como ha 
ocurrido con otros países56.

La solución coyuntural y superficial para tal problemática se orienta 
en la ampliación de cupos e instituciones que presten el servicio de 
reclusión para los infractores menores de 18 años, tal como ya fue 
planteado en el referido documento CONPES 3629 (2009), lo que 
requiere de un gran esfuerzo económico de todos los organismos y 
entidades a los que les asiste la corresponsabilidad para con los derechos 
de la juventud, brindando el presupuesto necesario no solo para la 
construcción de centros, sino para su funcionamiento y la capacitación 
del personal encargado de la atención en los mismos. Otra alternativa 
sería la implementación de nuevas políticas preventivas contra el delito 
juvenil, como también lo señala el mismo documento. 

Pero las consideraciones expuestas en este estudio orientan a una 
propuesta para una recta interpretación de las disposiciones legales, 
con la adopción nuevos criterios e incluso modificaciones, para que la 
privación de la libertad de los adolescentes sea verdaderamente el último 
recurso, y se pase así del discurso a la realidad. Se hace hincapié en 
las insuficiencias advertidas en materia de medidas de aseguramiento, 
siendo necesario dotar a la normatividad y como corolario lógico a los 
operadores judiciales de otras opciones mientras se adelanta el proceso, 

55	 Reglas 13.3, 13.4, 13,5, 26 y 27 de Beijing, artículo 37-c de la CDN, Reglas de La 
Habana, Párrafos 85 a 89 de la Observación General 10 de 2007 del Comité de Derechos 
del Niño.

56	 Sentencia de la CIDH del 2 de septiembre de 2004 en el caso del Instituto de Reeducación 
del Menor contra Paraguay, Resolución de medidas provisionales de la CIDH del 30 de 
noviembre de 2005 en el caso del “Complexo do Tatuapé” contra Brasil
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para asegurar los fines constitucionales de las medidas preventivas, 
acorde con los derechos humanos y los instrumentos internacionales; 
así mismo, en lo relativo a las sanciones, es imprescindible el respeto 
del debido proceso, morigerando la respuesta punitiva ante el delito 
juvenil, centralizándola en salidas diferentes al encierro y dejando 
de lado los postulados peligrosistas que castigan la reincidencia y la 
desobediencia, más que la conducta misma.   

Por todo lo expuesto la postura que se adopta es que la justificación 
de la sanción y de la aplicación del derecho penal para los adolescentes 
viene dada, al igual que para los adultos, por fines retribucionistas y 
preventivos a los que ya se hizo referencia. Los primeros solamente 
en la justa medida de las circunstancias e intensidad del delito, como 
contención al poder sancionatorio del Estado sobre el ser humano, 
barrera infranqueable que limita la respuesta a la conducta criminal, 
donde el principio de legalidad desvanezca la posibilidad de juzgar 
penalmente actos u omisiones que no estén tipificados, pero para los 
jóvenes resulten reprochables, como la vagancia, el alcoholismo o la 
drogadicción, ya que tales problemas sociales no van a ser resueltos 
a través del juzgamiento penal, siendo una etapa ya superada en la 
actual teoría de protección integral; se subraya entonces que la sanción 
tiene características retribucionistas por ser la respuesta que el Estado 
le proporciona al adolescente que ha desplegado una conducta típica, 
antijurídica y culpable, donde su responsabilidad es un aspecto decisivo 
para la imposición de la misma.

A lo anterior se suma y complementa la finalidad preventiva en 
su aspecto especial positivo, donde las circunstancias particulares 
del joven y sus necesidades, determinan el correctivo más adecuado 
para la consecución de los fines generales del proceso, como son 
sus características pedagógicas, específicas y diferenciadas respecto 
del sistema de adultos. En este orden de ideas, los fines preventivos 
generales no pueden tener cabida en el SRPA, sobretodo atendiendo 
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el interés superior y el principio pedagógico, ya que resulta prevalente 
que el adolescente comprenda la ilicitud de sus acciones, pueda 
orientar su camino asumiendo una función constructiva en la 
sociedad, excluyéndose que se presente o exhiba como el ejemplo de 
la efectividad del sistema penal o para precaver futuros infractores, 
lo cual resulta violatorio de sus derechos fundamentales al exponerse 
al público en general, situación que se encuentra prohibida al tenor 
del artículo 153 del CIA que prescribe que las actuaciones del SRPA 
sólo podrán ser conocidas por las partes, apoderados y organismos de 
control, siendo reservadas la identidad del procesado, en concordancia 
con la regla 8 de las Reglas de Beijing.

Igualmente, la finalidad de prevención especial negativa también 
es muy discutible en el SRPA, ya que no se trata de un sistema 
centralizado hacia la cárcel o privación de la libertad, sino orientado 
a otras alternativas diferentes y menos aflictivas que si bien buscan 
neutralizar al delincuente joven, lo hacen a través de la reorientación 
hacia el accionar licito.

De tal forma se demanda una justicia penal juvenil que incluya 
verdaderas sanciones, que descarten aspectos represivos y que en 
cambio cumplan, además de los derroteros legales, funciones de 
retributivas y preventivas especiales positivas, que moderen el poder 
punitivo del Estado y brinden una respuesta especifica y proporcionada 
al adolescente infractor.
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5. CONCLUSIONES FINALES

Esta investigación tuvo como eje central el determinar si la normatividad 
colombiana en materia de la privación de la libertad de los adolescentes 
se encuentra acorde con los compromisos internacionales adquiridos 
por nuestro país en diferentes tratados y documentos y si responde a 
las exigencias de sus garantías fundamentales. Este gran interrogante 
surgió desde el punto de vista de la práctica judicial de las medidas de 
aseguramiento o sanciones aplicadas a los jóvenes en conflicto con la 
ley penal, buscando los referentes legales, criterios jurisprudenciales y 
conceptos doctrinales, éstos últimos domésticos y foráneos.

De acuerdo con lo anterior, el primer marco de referencia 
para dilucidar esta problemática fue el integrante del Bloque de 
Constitucionalidad, a partir del cual se esquematizaron los estándares 
que conforman el piso mínimo sobre el cual se despliega la legislación 
interna  de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Con este 
telón de fondo junto con la bibliografía especializada, se analizó la 
legislación colombiana, extrayéndose las siguientes conclusiones:

•	 Colombia estuvo rezagada en la adopción de un sistema para 
el juzgamiento penal de los adolescentes, lo que ha producido 
que sean escasos los pronunciamientos de la doctrina y la 
jurisprudencia. 

Aunque nuestro país se adhirió a la CDN desde el año 1991, 
sumándose prontamente a los Estados que reconocían la teoría de 
protección integral que este instrumento propugna para el tratamiento 
jurídico de la infancia, lo cierto es que en el ámbito interno continuó 
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rigiendo el Código del Menor, basado en el antiguo modelo de situación 
irregular.

Esta dicotomía entre el plano interno y el externo produjo una 
fase de indeterminación insalvable a partir de dicho año y hasta 
antes de la expedición del CIA, que no fue solucionada ni siquiera 
por la Corte Constitucional, que emitió sentencias que sí morigeraron 
paulatinamente las prácticas tutelares con base en los tratados y 
convenios internacionales, ampliando las garantías del debido proceso 
de los jóvenes, verbigracia, haciendo obligatoria la defensa técnica, 
la segunda instancia cuando se ordenara la privación de la libertad, 
contemplando el derecho al habeas corpus, pero sin reconocer 
la imposibilidad de conciliar la nueva teoría con el anticuado 
procedimiento para el tratamiento del menor inimputable señalado 
de cometer delitos. La doctrina también señaló aisladamente esta 
falencia, pero no encontraron posturas verticales que se alzaran contra 
el Código del Menor y sus viejas prácticas tutelares, manteniéndose el 
estudio en el ámbito del derecho de familia, sin sumar elementos de la 
teoría penal y del delito.

En contraste con este letargo colombiano, muchos países 
Latinoamericanos no se conformaron con la ratificación de la CDN, 
sino que emitieron los códigos correspondientes para implementar 
sistemas de juzgamiento contra los jóvenes infractores, pero con 
respuestas diferenciadas de las que se ofrecen a los delincuentes adultos. 
Este caldo de cultivo propició la discusión sobre las características, 
exigencias y elementos que deben tener las nuevas leyes para la 
infancia, surgiendo notables opiniones y publicaciones que incluso 
estudian el tema en nuestra región y distinguen las fases que se han 
surtido. Adicionalmente, organismos autorizados como el Comité  
de los Derechos del Niño de la ONU y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos se pronunciaron, reclamando a los estados, para 
el caso de ésta última, el cumplimiento de sus obligaciones para con 
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los juventud confinada, la cual no ha perdido su status de persona por 
el hecho de haber soslayado la ley penal.

En Colombia, después de quince años de oídos sordos a esta 
tendencia continental, institucionalizando a la juventud pobre 
y abandonada, se realizó la movilización necesaria por parte de 
diferentes estamentos públicos y privados, sacando avante el CIA. Pero 
esta juventud legislativa, sumada a que su implementación se produjo 
gradualmente, ocasiona que aun hoy no se cuenten con criterios ciertos 
sobre muchos temas importantes, escaseando los pronunciamientos 
jurisprudenciales de las Cortes de cierre y también los académicos que 
brinden elementos de juicio y enriquezcan el debate jurídico.

Es así como la Corte Constitucional ha tomado decisiones que fijan 
algunos criterios sobre el SRPA, como lo referente al juzgamiento en 
ausencia y la contumacia, el procedimiento en caso de flagrancia, la 
publicidad de las audiencias, la inclusión del procedimiento penal de 
la ley 906 de 2004 y de los funcionarios de la Fiscalía General de la 
Nación, todas en sede de constitucionalidad; también la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia ha tenido la oportunidad de posicionarse, 
determinando el papel del defensor de familia, mostrándose indecisa 
en lo atinente a las sanciones, para finalmente excluir del SRPA todos 
los institutos de la justicia premial que se conceden a los adultos. Por 
el lado académico el desarrollo ha sido abanderado por la Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla, acompañada por Escuela de la Fiscalía 
General de la Nación y algunos otros estudiosos.

Es claro que la importancia de este tema amerita mayor profundidad, 
tanto de la jurisprudencia como de la doctrina, máxime cuando la 
sociedad en general centra su atención en la delincuencia juvenil y 
clama por soluciones.
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•	 El Código de la Infancia y la Adolescencia pretendía adecuarse 
a la teoría de la protección integral, y en muchos aspectos lo 
consiguió.

A todo lo largo de este trabajo se ha insistido en que el CIA se 
justificó en la necesidad de ajustarse a las aspiraciones internacionales, 
específicamente la CDN. En este devenir se constató, al sopesar la 
exposición de motivos de los proyectos de ley correspondientes, que 
esa era la intención de los promotores de la iniciativa legislativa. Pero 
para verificar si se cumplieron estos propósitos era imprescindible 
analizar si el articulado aprobado y vigente se encontraba acorde con 
la teoría de la protección integral, encontrándose que ciertamente el 
anhelado cambio quedó plasmado en la nueva ley.

En el CIA quedaron totalmente diferenciadas las competencias 
administrativas para la asistencia de los niños, niñas y adolescentes 
cuando se encuentren en peligro o en vulneración de sus derechos, 
con las de juzgamiento de los jóvenes que cometan delitos. De esta 
forma, la privación de la libertad ha quedado abolida del ámbito de 
las primeras, mientras que en las segundas se dejó de lado el lenguaje 
ambiguo y el disfraz salvador, para reconocer que se trata de una 
decisión que es restrictiva de derechos, en la que sí deben asegurarse 
las mayores garantías por la calidad de las personas a las que se aplica.

Además se recortó el nivel de discrecionalidad del funcionario 
judicial, quien ya no se desempeña bajo todos los flancos posibles, sino 
que se circunscribe a un papel de fallador o garante de los derechos 
fundamentales, si se desempeña en función de control de garantías 
o de conocimiento, dejando las labores de investigación a la Fiscalía 
General de la Nación, quien se erige como ente acusador y depositario 
de la pretensión penal, tal como ocurre para las personas adultas, con la 
mirada vigilante no solo del juez, sino también del Ministerio Público 
y aun mejor por su especialización, de la Defensoría de Familia, a 
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quien le asiste el deber de verificar en todo momento la situación de 
los jóvenes, con miras a tomar las determinaciones dentro del resorte 
de sus competencias.

Se repite entonces que todas estas características que anteriormente 
se encontraban aglutinadas en la persona del juez, hoy se distribuyen 
equitativamente entre varias instituciones, verificándose el principio 
de la corresponsabilidad para asegurar los derechos de la niñez y a la 
adolescencia.

•	 La privación de la libertad de los adolescentes infractores se ha 
concebido en el CIA como el último recurso. Sin embargo existen 
falencias y vacios legales que dificultan la materialización de 
esta disposición.

En tales términos en el CIA se consigna que el encierro solo 
procederá de manera pedagógica y como último recurso, explicitándose 
como medida de internamiento preventivo y como sanción en 
establecimiento especializado. Empero, el estudio sistemático de la 
ley, permite concluir lo contrario, es decir que existen impedimentos 
legales y prácticos para que tal postulado llegue a la realidad.

En este orden fue importante desgajar puntualmente las 
características para la procedencia del confinamiento de los jóvenes, 
localizando los presupuestos objetivos, subjetivos y otros aspectos que 
influyentes, sea dentro de la investigación y en curso del proceso o como 
decisión final de la sentencia contra los que se declaren responsables 
de infracciones penales.

Gracias a este análisis es posible afirmar que nuestro Código 
sólo prevé el internamiento preventivo y presenta un vacío en las 
medidas de aseguramiento, que no puede ser suplido con la aplicación 
de las previstas para los adultos, al no haberse establecido con las 
finalidades y exigencias requeridas para los adolescentes; tampoco 
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resultan admisibles las medidas que mencionan los instrumentos 
internacionales, como las Reglas de Beijing y la CDN, por el alto grado 
de discrecionalidad que implicaría para el funcionario judicial que las 
aplique, al tener que invadir la órbita del legislador para disponer sobre 
todos los detalles para su cumplimiento, ante la omisión legal que se 
presenta.

En materia de sanciones se destaca el método complejo que se 
instituyó para su selección, con criterios ajenos al sistema de cuartos 
que se utiliza para los mayores de edad, frente a lo cual la Corte Suprema 
de Justicia ha brindado parámetros importantes. Sin embargo también 
se pudo detectar un punto problemático, al preverse la posibilidad 
de ordenar el encierro ante la reincidencia delictiva o por incumplir 
otras sanciones, lo que deja en entredicho la proporcionalidad con la 
infracción cometida, permea las viejas prácticas tutelares escudándose 
en la necesidad de corregir la conducta desviada y somete a los jóvenes 
a un tratamiento peor del que se brinda a los adultos, permitiendo que 
sea el síntoma de su peligrosidad el que se castigue con privación de la 
libertad y no la conducta desplegada.

En este marco legal, la institucionalización se convierte no en 
la decisión extrema, sino en la alternativa más viable, sin que la 
infraestructura de nuestro país se encontrara preparada para la 
implementación del SRPA, a pesar de su gradualidad, ya que hoy 
en día se encuentra vigente en todas las zonas de nuestra nación, sin 
que se corrijan las falencias señaladas en documentos de entidades 
gubernamentales.

Las estadísticas que aisladamente se conocen permiten avizorar 
el problema que se cierne en la juventud que cae en la delincuencia, 
incrementándose año con año el numero de encierros; este 
ambiente genera respuestas coyunturales, invocando más centros de 
internamiento para los jóvenes que se desviaron del comportamiento 
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que la sociedad esperaba de ellos, sin parar en los defectos legales y 
estructurales advertidos en este trabajo.

Otras soluciones optan por proponer modificaciones legales, una 
de las cuales ya salió avante, con la denominada ley de seguridad 
ciudadana, la que si bien aclaró algunos puntos oscuros del CIA, 
también filtró términos incompatibles con el mismo, como la 
imposibilidad de redención de penas. Esta última tendencia continúa 
con los otros proyectos que se han radicado para modificar la ley de 
infancia, como el 148 de 2010, publicado en la Gaceta del Congreso Nº 
613 del 8 de septiembre de 2010, con ponencia del senador Roy Barreras 
Montealegre, que sostiene que la legislación actual contiene beneficios 
que facilitan la delincuencia y que por tanto hay que modificarla 
para incluir la rehabilitación y resocialización como finalidades del 
proceso contra los jóvenes, consignándose que las sanciones generarán 
antecedentes, aumentando el tiempo de confinamiento y la vinculación 
del INPEC para que se cumpla en establecimientos carcelarios y 
penitenciarios para infractores mayores de edad. 

Por su parte el proyecto 153 de 2010, publicado en la Gaceta 
del Congreso 652 del 16 de septiembre de dos mil diez (2010), con 
ponencia de la senadora Gilma Jiménez, intenta también el aumento 
del término de privación de la libertad y la inclusión del INPEC. La 
exposición de motivos incluye una dedicatoria a una niña víctima de 
joven de quince años, y se dan a conocer diversos casos sobre crímenes 
graves cometidos por adolescentes, afirmando que la ley actual no ha 
tenido los avances esperados para reducir la criminalidad y que por el 
contrario, ha beneficiado la impunidad, sin que se acompase con las 
necesidades de las víctimas y de la sociedad.

De esta forma se pretende continuar cambiando una ley que apenas 
completa un año de vigencia en el territorio colombiano a diciembre 
de 2010, tomando como base hechos aislados o estadísticas que no son 
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comparadas con otros factores que contribuyen a la criminalidad. Se 
aspira entonces variar toda la filosofía y fundamentos de la legislación 
de la infancia, dando una respuesta represiva y rigurosa, con fines 
preventivos generales positivos y negativos, sin sopesar cuidadosamente 
las repercusiones internas y externas que ello ocasionaría, inyectando 
a este sistema diferenciado de los fines de las penas para los adultos, 
los cuales hoy en día aun se cuestionan.

Es claro que el SRPA no es perfecto, pero precisamente este trabajo 
contribuye a poner en evidencia sus virtudes y algunos de sus defectos, la 
necesidad del desarrollo jurisprudencial y doctrinario para enriquecer 
los criterios interpretativos, e incluso considerar algunos cambios; 
pero se rescata su propósito de adecuarse a los derechos humanos de la 
infancia y a la doctrina de la protección integral, garantizando el debido 
proceso de los jóvenes juzgados penalmente. No aparece manifiesta 
la conveniencia de incrementar cualitativa y cuantitativamente las 
sanciones, sin observar otras alternativas diferentes y menos aflictivas, 
como exponen los estándares internacionales, así como considerar una 
mejor y correcta realización de las ya existentes. 

Además, hasta el momento se están dando los ajustes de 
infraestructura para las medidas de protección, sin que se haya 
avanzado lo suficiente, conforme al diagnóstico y las recomendaciones 
presentadas por estamentos gubernamentales, como se plasma en el 
Documento CONPES 3629 (2009), sin que ninguna de las iniciativas de 
reforma legislativa tenga en cuenta estas falencias a fin de corregirlas y 
fortalecer las debilidades desde en su origen y no solo en los resultados.

Se aprecia que de todas formas estos proyectos no son acogidos 
ciegamente por el conglomerado social e institucional, conociéndose 
opiniones en su contra, como la de la UNICEF, quien señaló que 
con ellos se produciría una regresión en los avances logrados,  según 
publicó El Tiempo (2010, septiembre 26).
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En suma, el sistema jurídico colombiano se encuentra en la infancia 
de su ley de infancia, siendo conveniente dejar que madure con el 
desarrollo jurisprudencial y doctrinario, lo que permitirá diseñar los 
cambios y ajustes necesarios.  Por el contrario, las reformas prematuras 
y que impliquen respuestas más represivas para los jóvenes infractores, 
podrían ser perjudiciales para el proceso que se está gestando. Este 
trabajo se presenta entonces como un aporte más a la controversia 
académica, desde el análisis comparativo del texto legal y bajo la 
óptica de muchos criterios relevantes, se han identificado fortalezas 
y debilidades del SRPA, específicamente sobre la privación de la 
libertad.
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C-093/2001, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

C-1191/2001, Magistrado Ponente: Rodrigo Uprimny Yepes.

C-204/2001, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

C-839/2001, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

T-979/2001, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.
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C-1064/2001, Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y 
Jaime Córdoba Triviño.

T-1319/2001, Magistrado Ponente: Rodrigo Uprimny Yepes.

C-228/2002, Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y 
Eduardo Montealegre Lynett.

C-316/2002, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

C-317/2002, Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.

C-309/ 2002, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.

C-535/2002, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

C-578/2002, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

C-916/2002, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

C-004/2003, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett.

C-100/2003, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

T-510/2003, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

T-514/2003, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett.

T-772/2003, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

C-841/2003, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

T-1068/2003, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

C-1095/2003, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

C-106/2004, Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
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C-172/2004, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.

C-248/2004, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

T-292/2004, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

T-397/ 2004, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

C-796/2004, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

C-065/2005, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

C-113/2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

C-203/2005, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

C-507/2005, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.

C-591/2005, Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.

C-823/2005, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis.s

C-979/ 2005, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.

T-136/2006, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

T-137/2006, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

C-370/2006, Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Jaime Córdoba Triviño, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro 
Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernández.

T-466/2006, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

T-551/2006, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

T-808/2006, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
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T-152/2007, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

C-1005/2007, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.

C-228/2008, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

C-425/2008, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.

C-466/2008, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

C-545/2008, Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla.

C-617/2008, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

C-740/2008, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

C-1005/2008, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.

T-1258/2008, Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo.

C-227/2009, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.

C-228/2009, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.

C-307/2009, Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio.

C-309/2009, Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

C-409/2009, Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.

C-684/2009, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.

C-748/2009, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.

C-055/2010, Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.

T-078/2010, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Sentencia del 8 junio de 1989, Sala de Casación Penal.

Sentencia del 13 de junio de 1991 Nº 81, Sala Plena.

Sentencia del 19 de septiembre de 1991 Nº 108, Sala Plena.

Auto del 13 de mayo de 1992, Sala de Casación Civil.

Sentencia 24 de septiembre de 2002, Radicado 14.298 la Sala de 
Casación Penal.

Sentencia del 4 de marzo de 2009 expediente 30645, Sala de Casación 
Penal.

Sentencia del 21 de octubre de 2009, expediente 32004, Sala de 
Casación Penal.

Sentencia del 7 de julio de 2010 expediente 3351, Sala de Casación 
Penal.

Sentencia del 29 de julio de 2011, radicado No 35681, Sala de Casación 
Penal.




